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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, las Ministras Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González; de Salud, señora Carmen Castillo Taucher y del Servicio Nacional de la Mujer, señora Claudia Pascual Grau. Asimismo se encontraban presentes la Subdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Gloria Maira Vargas; el Jefe de Unidad, señor Claudio Castillo y el asesor, señor Enrique Accorsi, ambos del Gabinete del Ministerio de Salud.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:27, en presencia de 14 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Las actas de las sesiones 86ª, especial, y 87ª, ordinaria, de 20 de enero; 88ª, especial, y 89ª, ordinaria, de 21 de enero, y 90ª, especial, de 22 de enero, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 
IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados:



Con el que informa que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (boletín N° 9.366-04).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 9° de la ley N° 19.869, que fusiona en el Instituto de Normalización Previsional las instituciones previsionales que indica.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Envía copia de resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los siguientes preceptos:



1.- Incisos primero y segundo del artículo 67 de la Ley General de Servicios Eléctricos, incorporado por la ley N° 20.701.



2.- Artículos 45, incisos primero y segundo, y 57, inciso segundo, del libro IV del Código de Comercio.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Contralora General de la República (S):



Transcribe copia del oficio de esa entidad de control que responde consulta efectuada por dos particulares sobre aplicación de la ley de reajustes para el sector público respecto de quienes integran la Cámara de Diputados y el Senado, absteniéndose de emitir pronunciamiento por no ser materia de su competencia.



Envía copia del Informe de Investigación Especial N° 10, de 2014, que contiene los resultados de la fiscalización efectuada en el Servicio de Salud Viña del Mar-Quillota, documento solicitado en nombre del Senador señor Chahuán.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Responde consulta, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre los planes y políticas del sector turismo desarrollados durante los últimos cinco años en la Región del Biobío, su incidencia porcentual en la actividad económica regional y número de turistas atendidos en aquel período.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Remite copia del decreto supremo N° 239, de 2014, de esa Secretaría de Estado, que modifica la normativa aplicable al pase escolar y de educación superior, materia consultada en nombre del Senador señor Lagos.



De la señora Subsecretaria de Hacienda (S):



Informa haber remitido al señor Superintendente de Valores y Seguros, para su conocimiento y fines correspondientes, el acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Senadores señor Chahuán, señora Van Rysselberghe y señores Bianchi y Girardi, con el que se pide instruir a las compañías fiscalizadas por esa Superintendencia que hagan efectivas las coberturas al ingreso de un paciente, con seguro de salud de cualquier tipo, en un establecimiento asistencial de urgencia (boletín N° S 1.707-12).



Del señor Director Nacional de la Junta de Auxilio Escolar y Becas (T y P):



Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la minuta de alimentación para los establecimientos que abastece en la Región del Biobío, licitaciones para proveedores de alimentos y estudios nutricionales que respalden las raciones que se entregan.



Del señor Superintendente de Seguridad Social:



Responde solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Von Baer, respecto de la situación que afecta a don Gabriel Edgardo Isla Carrasco, domiciliado en la comuna de Valdivia, quien ha debido hacer uso de licencias médicas desde septiembre de 2013 a la fecha.



Del señor Director (T y P) del Hospital Clínico Regional de Concepción Dr. Guillermo Grant Benavente: 



Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la situación contractual de los funcionarios del área de salud mental, los planes, servicios y prestaciones de dicha área y las necesidades de medicamentos.



De la señora Jefa de la División de Planificación y Desarrollo Regional, Gobierno Regional de Los Ríos:



Responde consulta, cursada en nombre del Senador señor Bianchi, sobre solicitudes de espacios costeros marinos para pueblos originarios que fueron otorgadas sin acceso a terrenos de playa, de aquellas en actual tramitación y de las posibilidades de revisar las correspondientes a la comuna de Calbuco.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Aeronáutico en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (boletines Nos 4.595-15 y 4.764-15, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 1).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio 189, sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos”, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo el 16 de junio de 2011 (boletín N° 9.560-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señor Araya, señora Goic y señor Horvath, con la que dan inicio a un proyecto que modifica el Reglamento del Senado para establecer el uso prioritario de la documentación digital en todos los procedimientos de comunicación interna de la Corporación (boletín N° S 1.800-09) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Prokurica, señora Muñoz y señores Araya, Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Orpis, Pizarro y Quinteros, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la modificación del decreto supremo N° 76, de 2003, del Ministerio de Minería, que aprueba política de fomento de la pequeña y mediana minería, al efecto de ajustar los valores que hacen operativa la sustentación del precio del cobre y permitir así que los pequeños y medianos mineros enfrenten las condiciones actuales de producción y de precio del metal rojo (boletín N° S 1.798-12) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación



Del Senador señor Prokurica, con la que informa el retiro del proyecto de acuerdo relativo a la modificación del decreto supremo N° 76, del Ministerio de Minería, que aprueba la política de fomento de la pequeña minería, con el fin de aplicar mecanismos de sustentación que permitan enfrentar los actuales precios del cobre (boletín N° S 1.794-12), en razón de enmiendas de redacción contenidas en el proyecto, sobre la misma materia, del que se acaba de dar cuenta.



--Se accede a lo solicitado.

Solicitudes de permiso constitucional



Del Senador señor Patricio Walker, para ausentarse del territorio de la república a contar del 30 del mes en curso.



Del Senador señor Matta, para ausentarse del país a contar del 27 de febrero próximo.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto del proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de jornada laboral en días domingos y festivos (boletín N° 9.386-13).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó, con las enmiendas que señala, el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 9.365-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para tabla.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión efectuada esta tarde, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en esta sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto signado con el número 2 en la tabla, esto es, el que perfecciona normativa sobre profesionales y trabajadores del sector público de salud (boletín N° 9.865-11).



2.- Tratar en esta sesión el proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (boletines Nos 7.873-07 y 7.011-07, refundidos), siempre que estuviere despachado el informe de Comisión Mixta.



3.- El tratamiento de los proyectos de acuerdo se ceñirá a la siguiente tramitación:



a) Reconducir los proyectos de acuerdo a la tramitación que corresponde a su naturaleza propia y específica, es decir, aplicar en general para su despacho el procedimiento que el Reglamento de la Corporación prevé para los oficios de Incidentes.



b) Enviar los proyectos de acuerdo relativos a relaciones internacionales a examen de la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo informe deberá ser conocido por la Sala antes de despacharse el oficio de acuerdo solicitado.



c) Encomendar a la Mesa que proponga a la Sala la sesión en que se procederá a votar aquellos proyectos de acuerdo -sobre cualquier materia- suscritos por la mayoría de los señores Senadores en ejercicio.



Por último, los proyectos de acuerdo actualmente en tabla se someterán a las decisiones reseñadas precedentemente.

El señor DE URRESTI.- ¿Me permite?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir, señor Senador.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, hace aproximadamente un mes debatimos en la Sala el tratamiento que se les iba a aplicar a los proyectos de acuerdo.



No me parece que en una reunión de Comités, mediante un dictamen que no ha sido consultado con las bancadas ni sociabilizado con sus integrantes, se esté adoptando un procedimiento de esta naturaleza.



Sin perjuicio de si lo considero el mejor o el más idóneo, creo que no es procedente adoptar una resolución de tal magnitud, que sustrae la capacidad de votar proyectos de acuerdo en la Sala.



La modalidad planteada no ha sido consultada, al menos, en la bancada que integro, y me gustaría que se evaluara ese acuerdo. Si fue hoy día, con qué premura, con qué fundamentación y cuáles podrían ser otras alternativas.



A mi juicio, se está cercenando la facultad de los Senadores de proponer proyectos de acuerdo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Senador, solo le quiero recordar que efectivamente se inició una discusión en la Sala, pero después se comisionó a los Comités para que la continuaran.



Los Comités ya partieron con el cometido. Llevamos dos sesiones intentando llegar a ciertos acuerdos.



Hoy nuevamente tratamos la materia. En efecto, no se encontraban presentes todos los representantes. Por alguna circunstancia que desconozco no llegaron algunos de la Alianza. Pero el asunto se analizó en Comités.



Y lo que estamos haciendo, sobre todo en el punto 1, es absolutamente reglamentario. Los proyectos de acuerdo debieran verse en la hora de Incidentes, como establece el Reglamento del Senado.



Creo que la propuesta que se formula nos ayudará a trabajar de una manera razonable los proyectos de acuerdo.



Senador señor De Urresti, entiendo que pueda sentirse no consultado. Esos temas los tiene que ver con su bancada. La Mesa debía trabajar con los Comités que estaban presentes. No me corresponde pronunciarme sobre su Comité (también es el mío). Es algo que Su Señoría ha de ver con su jefe de bancada.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, en mi calidad de Titular accidental de las Comisiones de Agricultura y de Salud unidas, solicito un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto relativo a la publicidad y etiquetación de bebidas alcohólicas, para el miércoles 28 de enero, entre las 11 y las 12. Ello, a petición del Gobierno, para que ingresen las indicaciones del Ejecutivo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



Acordado.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo a la reciente nominada Ministra de Salud, doctora Carmen Castillo.



¡Le doy la más cordial bienvenida en nombre del Senado!



Además, solicito autorización para que ingresen a la Sala su Jefe de Gabinete, señor Claudio Castillo, y el asesor y ex Diputado señor Enrique Accorsi.



--Se accede a lo solicitado.

La señora ALLENDE (Presidenta).- También pido autorización para que ingrese a la Sala la Subdirectora del SERNAM en el momento en que tratemos el proyecto que crea el Ministerio de la Mujer.



--Se accede a lo solicitado.

. ORDEN DEL DÍA

PERFECCIONAMIENTO DE NORMATIVA SOBRE PROFESIONALES Y TRABAJADORES DE SECTOR PÚBLICO DE SALUD

La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme a los acuerdos de Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que perfecciona la normativa sobre profesionales y trabajadores del sector público de salud, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.865-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 89ª, en 21 de enero de 2015.



Informes de Comisión:



Hacienda y Salud, unidas: sesión 91ª, en 27 de enero de 2015.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo de la iniciativa es seguir avanzando en el fortalecimiento de la atención oportuna y de calidad en los establecimientos públicos de salud y, con esa intención, establecer incentivos que permitan atraer y retener a profesionales de la salud, particularmente especialistas.



Las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, discutieron el proyecto en general y en particular a la vez, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento.



Las Comisiones unidas aprobaron la idea de legislar con los votos a favor de los Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Montes (todos como miembros de ambas Comisiones). Se pronunció en contra la Senadora señora Van Rysselberghe (como integrante de ambas Comisiones). En particular, el proyecto fue aprobado en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, con las distintas votaciones que en el respectivo informe se consignan.



El texto que se propone aprobar se encuentra en las páginas pertinentes del informe de las Comisiones unidas y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.



Perdón, Senador señor Girardi. Su Señoría es el Presidente de la Comisión de Salud. ¿Hará uso de la palabra primero?

El señor GIRARDI.- Después del Senador Chahuán.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muy bien.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, hoy estamos sometidos al trámite legislativo de un proyecto misceláneo que resuelve una serie de temas pendientes.



Uno podrá discutir si era pertinente haber agrupado todas estas materias en una sola iniciativa y, además, con “discusión inmediata”. Pero lo cierto es que resulta interesante adentrarnos en el debate respecto de los elementos que contiene.



En primer lugar, apunta particularmente a los profesionales de la salud, específicamente los médicos, que no cuentan con la certificación o la aprobación del EUNACOM y que hoy están laborando en la atención primaria de salud de nuestro país.



De acuerdo con las cifras entregadas por el Colegio Médico -pueden diferir de aquellas de que dispone el Ministerio, como ocurrió en la primera sesión-, en nuestro país entre mil 600 y mil 800 médicos, chilenos y extranjeros, no tienen aprobado el EUNACOM.



Se trata de una materia compleja. Si bien nosotros sostenemos que puede ser una mala señal postergar por dos años el EUNACOM, creemos que establecer una exigencia inmediata generaría un problema de disponibilidad de médicos en la atención primaria de salud.



Por tanto, las Comisiones unidas de Hacienda y de Salud procedieron a postergar la exigencia de dicho examen hasta por dos años.



A la vez, entiendo que el Colegio Médico, en una acción paralela, está becando a los médicos -extranjeros y nacionales- afiliados a la orden con el cincuenta por ciento, para que puedan rendir el EUNACOM.



Nos gustaría que el Ministerio tuviera un cambio de política al respecto: efectuar más de dos EUNACOM al año y que los médicos extranjeros que poseyeran determinada especialidad rindieran un examen acerca de esa especialidad más que de medicina en general.



Nosotros creemos que es importante que haya calidad de servicio y que cuando un paciente llegue a un centro de atención primaria de salud sepa que se le está entregando un diagnóstico certero. Pero pensamos que actualmente tenemos la dificultad, por las brechas de especialistas, de hacer una exigencia en el acto, pues generaría un problema en términos del número de médicos -chilenos o extranjeros- que hoy no tienen el EUNACOM y prestan servicios en la atención primaria de salud.



Por tanto, ese es un tema del cual hay que hacerse cargo. Y yo le pido al Ministerio -por su intermedio, señora Presidenta- que se adopten las medidas para disponer de mayor número de EUNACOM y entregar las facilidades pertinentes para su realización.



En segundo término, la iniciativa resuelve una situación puntual registrada en el Hospital Padre Hurtado. Cabe recordar que este es un hospital experimental. Y justamente por aquello algunos profesionales, como los médicos cirujanos, farmacéuticos o químicos farmacéuticos, bioquímicos o cirujano dentistas efectivamente no tenían las mismas garantías que los funcionarios de otros hospitales públicos. Por tanto, nos parece pertinente, en virtud de esta norma, homologar las condiciones de los profesionales que se desempeñan en este hospital experimental con las del resto de los funcionarios del país.



Un elemento adicional dice relación con el incentivo al retiro. En efecto, hubo cupos establecidos en el artículo 1° de la ley N° 20.612 -fijó un máximo de 925- que no fueron utilizados. La idea era posibilitar el retiro voluntario mediante un incentivo, para que todas las plazas puedan ser cubiertas y, en definitiva, resolver el daño previsional de aquellos funcionarios.



Este tema tuvo una larga discusión. La conseguimos durante la gestión del Presidente Piñera. Y la idea es permitir llenar las plazas de aquellos funcionarios que no renunciaron en tiempo y forma. El artículo pertinente establece un plazo de 90 días para formalizar la renuncia.



Otra materia se relaciona con los médicos cirujanos titulados en el extranjero que...

La señora ALLENDE (Presidenta).- Perdón, Su Señoría, pero terminó su tiempo.



Le voy a dar un minuto adicional para que redondee la última idea.



En todo caso, debo recordar que estamos en Fácil Despacho y que, reglamentariamente, para la discusión hay en total diez minutos, divididos por partes iguales entre los Senadores que sostengan el proyecto y aquellos que lo impugnen.



Ahora bien, como por lo general somos flexibles para aplicar la norma pertinente, le daré a Su Señoría ese minuto extra.



Ya hay cuatro inscritos.



Concluya, señor Senador.

El señor CHAHUÁN.- Yo estoy informando, señora Presidenta. Y, en atención a que nos encontramos tramitando con “discusión inmediata” una iniciativa que las bancadas no conocen, es bueno entregar los antecedentes.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entiendo que el Presidente de la Comisión es el Senador señor Girardi. Yo no sabía que Su Señoría estaba hablando como informante.

El señor CHAHUÁN.- Así es, en efecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¡Ah!



Siga, entonces, en esa condición.

El señor CHAHUÁN.- Por último, señora Presidenta, se plantea homologar la remuneración del Director del Fondo Nacional de Salud. Y uno podrá discutirlo o no. Porque es factible que en las bancadas haya diferencias en cuanto a si la norma respectiva debe incorporarse en esta iniciativa miscelánea.



Yo diría, señora Presidenta, que lo más relevante de este proyecto de ley es que establece incentivos remuneracionales para que los especialistas básicos bajen a la atención primaria -esta es una sentida aspiración de muchos miembros de la Comisión de Salud-, medida que va a reducir sustantivamente las largas listas de espera existentes hoy para las interconsultas, que emanan justamente de que en ese nivel faltan profesionales de aquella índole.



En consecuencia, creemos que, sobre el particular, esta iniciativa va en la dirección correcta.



Por lo expuesto, señora Presidenta, votaré a favor en general y en particular.



--(Aplausos en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Debo señalar que, reglamentariamente, están prohibidas todas las manifestaciones en las tribunas, sean a favor o en contra.



Después de que hable la Senadora señora Van Rysselberghe propondré que procedamos a la votación, durante la cual se podrá fundamentar el voto por cinco minutos, derecho que no puedo negar.



Ya hay siete Senadores inscritos.



Tiene la palabra Su Señoría.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, a decir verdad, tengo una sensación bastante extraña. Porque si bien este es el primer proyecto del Ejecutivo vinculado con la salud de las personas que recibe la Comisión de Salud desde que soy Senadora, él llega a última hora, con “discusión inmediata”, y se analiza en una reunión que no dura más de 40 minutos.



Hemos estado casi un año debatiendo diversas materias, de mayor o menor interés, que de ninguna manera se pueden comparar con la salud de las personas. Por tanto, lo que se ha hecho me parece una falta de respeto para con los miembros de la Comisión de Salud. Y, en lo personal, lo considero impresentable. ¿Por qué? Porque se propusieron cuestiones importantes que no pudimos discutir ni analizar.



Yo soy parlamentaria desde marzo, y me habría encantado poder entender a cabalidad cada uno de los temas que estábamos conociendo.



En esta iniciativa hay materias bastante significativas. Por ejemplo, el incentivo al retiro voluntario, con el que uno puede estar de acuerdo o no. Sin embargo, a mí me surgieron dudas en cuanto a si era o no pertinente para los médicos de la atención primaria; a, si estos iban a ser beneficiarios, cómo se canalizarían los recursos a los distintos municipios, etcétera.



O sea, había una serie de interrogantes para las que, por la premura hecha presente, no tuvimos la oportunidad de recibir respuestas adecuadas ni la de intercambiar opiniones.



De otra parte, en lo que respecta al Hospital Padre Hurtado, yo estoy absolutamente de acuerdo en que se generen los beneficios para los profesionales y demás personal que trabajan ahí. Sin embargo, me habría encantado saber una serie de cosas; por ejemplo, por qué se generaron las diferencias y por qué debemos regularizar una situación que parece del todo injusta.



Hay otras situaciones que considero -y lo digo con todas sus letras- ¡impresentables!



Me parece impresentable que se permita que los profesionales extranjeros no den el examen de conocimiento médico. 

El señor NAVARRO.- ¡Todos lo dan!

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Yo les aseguro que en las clínicas privadas (en la Clínica Las Condes, en la Alemana) todos los médicos acreditan su especialización.



Muchos médicos extranjeros son supercompetentes. Pero otros (y hay que reconocerlo) no lo son. Estos últimos hoy pueden estar trabajando en la salud primaria. ¡Y vamos a permitir que no tengan la calidad profesional adecuada...!



En mi concepto, debe tomarse el EUNACOM dos, tres veces al año, de manera que quien repruebe pueda darlo de nuevo con la mayor rapidez. Y también hay que hacer un examen separado para los médicos que acreditan especialización en el extranjero.



Pero lo que a mi entender rebasó el vaso es que dentro de esta ley miscelánea se presente un aumento de sueldo para la Directora del FONASA.



Yo no tengo problema en que le incrementemos el sueldo, pero no a última hora ni tratando de que pase en una ley miscelánea, sin ningún tipo de justificación ni en contexto alguno que justifique la medida.



Se nos dieron como razones que se va a llamar a concurso de Alta Dirección Pública y una serie de otras cosas.



Eso perfectamente podría haberse hecho en marzo, sin que apareciera como una especie de premio de consuelo porque sonaba para Ministra y no fue nombrada.

El señor MONTES.- ¡No puede decir eso!

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Entonces, me parece…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Perdón.



Primero, ruego no interrumpir.



Y segundo, le digo a la señora Senadora que seamos cuidadosos.

La señora VAN RYSSELBERGHE.-… que, si no quieren exponerse a ese tipo de cosas, no pueden meter con “discusión inmediata” un aumento de sueldo para un funcionario de confianza de la Presidenta de la República.



¡Me parece una falta de respeto a la Comisión de Salud!


Por lo mismo, señora Presidenta, pido votación separada de los artículos. Porque hay cosas pertinentes y buenas, pero otras que no corresponde aprobar.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ahora vamos a abrir la votación, durante la cual los Senadores inscritos podrán fundamentar el voto.



Sí, ruego tener cuidado con algunos juicios que se están haciendo, porque no corresponde referirse a la eventual Directora de FONASA en los términos que hemos escuchado.



Estoy solicitando que se abra la votación. Y partiremos con el Senador señor Girardi.

El señor PÉREZ VARELA.- Pido la palabra para plantear una cuestión de Reglamento.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La tiene, Su Señoría.

El señor PÉREZ VARELA.- Dos cosas, señora Presidenta.



Una: la Senadora Van Rysselberghe solicitó votación separada. Por lo tanto, si primero deberemos pronunciarnos en general, yo pregunto cómo vamos a hacer la votación particular.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Primero votaremos la idea de legislar y luego procederemos a la votación particular conforme a la separación que se pida.

El señor PÉREZ VARELA.- Es bueno que la Mesa lo aclare.



En segundo lugar, señora Presidenta, debo decirle que a los Senadores nos asiste derecho a tener juicios políticos. Podrán gustar o no. Pero la colega Van Rysselberghe hizo un juicio político.



En la Cámara Alta hay que garantizar que cualquier Senador puede emitir juicios políticos sin recibir una reprimenda de la Mesa, la que a mi entender no corresponde.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Es una opinión suya, señor Senador. Pero a esta Presidenta le parece que, más allá de los juicios políticos, si somos cuidadosos con el lenguaje es mejor. 



Creo que no es propio para un Senador hacer en esta Sala una apreciación compleja en el sentido de que se propone una norma para premiar a una persona que no quedó como Ministra.



Es mi parecer como Presidenta del Senado. Su Señoría puede estar de acuerdo o en desacuerdo. Y la expreso en mi nombre.



Como Presidenta de esta Corporación, considero que lo que se dijo no está a la altura del debate que estamos teniendo sobre la materia sometida a nuestro conocimiento.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señora Presidenta, estamos ante una ley miscelánea muy significativa justamente para enfrentar los problemas que nuestro país tiene en el ámbito sanitario. Muchos de ellos fueron heredados de una larga historia de debilitamiento progresivo del sistema público de salud.



Hoy existe conciencia en la sociedad, en el Gobierno y en la Oposición de que la única posibilidad que tiene Chile para resolver la situación de los tres millones de personas que están en lista de espera es fortaleciendo el referido sistema.



Tenemos en los hospitales un dramático déficit de especialistas: ¡cerca de 2 mil 500!; hay una atención primaria muy debilitada, con 2 mil médicos menos y una bajísima capacidad resolutiva.



Por lo tanto, no contamos con la alternativa de la atención primaria, supliendo en cierta manera la debilidad del sistema hospitalario, para dar respuesta a los problemas de salud.



Existe un déficit estructural de camas, tanto básicas como críticas.



Por eso se ha puesto tanto énfasis en construir 20 nuevos hospitales y dejar 20 en construcción y 20 en diseño.



Pero todas esas son medidas de mediano y largo plazos.



Se están planteando acá soluciones fundamentales inmediatas. 



Yo destaco la importancia tanto de los incentivos al retiro y a la contratación de especialistas cuanto del fortalecimiento de los programas de EUNACOM para mejorar la calidad de las prestaciones y de quienes están desarrollando y atendiendo a la ciudadanía.



Aquí están también los recursos para formalizar algo que ha sido un largo anhelo: el hecho de que en la atención primaria existan no solo médicos generales, profesionales a lo mejor con gran intención, con gran voluntad, pero sin la formación para resolver los problemas que surgen.



Por ejemplo, ¿qué hace un médico sin la experticia necesaria si una persona llega con una neumonía y debe ser atendida en el consultorio y tratada en forma ambulatoria? La va a derivar a la posta, alargando el sufrimiento del paciente y sobrecargando el sistema. 



Si tuviéramos médicos con formación suficiente, esa neumonía, no siendo complicada, podría atenderse en el nivel primario, al igual que muchas otras patologías.



Por eso, desde hace muchos años venimos impulsando una política que ya es parte de este Gobierno -lo fue del anterior-: la existencia de médicos especialistas básicos de atención primaria, que a nuestro juicio puede ayudar a resolver el problema de falta de capacidad resolutiva que aqueja a los consultorios.



Eso significa que en todo consultorio para más de 20 mil habitantes, en vez de un médico de familia, exista un equipo de salud familiar.



Cuando ustedes tienen un menor enfermo, niño o niña, lo llevan al pediatra; cuando está afectado por una situación de salud mental, a un psiquiatra; si sufre un problema ginecológico, a un ginecólogo. Y ello no puede estar marcado por el acceso a los recursos, de modo que haya una medicina tipo africana para los más pobres y una de mayor complejidad para quienes pueden pagarla. 



Por eso se ha iniciado un programa, que considero muy relevante, a los efectos de que a futuro todos los consultorios de más de 20 mil habitantes tengan un pediatra, un internista o geriatra, un ginecólogo y un psiquiatra. 



Ese equipo, si funciona, ayudará a resolver en la atención primaria 98 por ciento de los problemas de toda la demanda de salud, filtrando así los requerimientos al sector hospitalario, al sistema de urgencia, e impidiendo el colapso justamente allí. 



Pero para que eso funcione se requiere una medida urgente, que no quedó -y esto, no por responsabilidad de Salud (digámoslo), sino más bien de Hacienda- en las glosas del ejercicio presupuestario del año 2015. 



Por ello ahora esta ley miscelánea incorpora un elemento fundamental para atender la salud de la población y tener instrumentos hoy, no mañana, para ayudar a disminuir la lista de espera que tanto aqueja a millones de chilenos.



En consecuencia, le pido al Senado que, siendo tan significativas las medidas propuestas, privilegie la ley en proyecto. Ella fue aprobada en forma unánime por la Cámara de Diputados. Y, en un trámite muy rápido, ayer contamos con la mayoría de los Senadores para respaldarla.



Más allá de las diferencias, que pueden ser legítimas, solicito que se apruebe este proyecto, para que el Senado no sea responsable de impedir que se avance en la solución de problemas que son críticos para la salud de la población.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic. 

La señora GOIC.- Voy a fundamentar mi respaldo a esta iniciativa, señor Presidente. 



Como se expresó, nos hallamos ante una ley miscelánea que contempla un beneficio que esperan funcionarios que no pudieron acogerse a retiro. Se trata de 925 trabajadores del sector médico de la salud, hombres y mujeres, que están en edad de jubilar. 



Así que, en tal sentido, debemos responder a las múltiples solicitudes que nos han formulado los dirigentes gremiales y los propios funcionarios. 



Ya se ha hecho referencia a la regularización en el caso del Hospital Padre Hurtado.



En cuanto a la situación de los médicos extranjeros, considero muy relevante, para la constancia de este debate, para lo que queda registrado, clarificar que el EUNACOM no se pide para un médico que se desempeña en el sistema de salud privado.



Yo les pregunto a los colegas cuándo, al requerir una consulta en una clínica o en  otro establecimiento privado, les han dicho si el médico respectivo tiene o no rendido dicho examen.



Para que lo sepan quienes están siguiendo esta discusión, debo consignar que hoy el EUNACOM solo es requisito en el sector público.



Esa es una diferencia.



Ahora, en esta materia se precisa regularizar la situación de los médicos que están en la atención primaria y no cumplen tal exigencia. 



Eso podría dilatarse por mucho tiempo. Y este proyecto de ley establece dos años. E incluso el Colegio Médico lo ha valorado, porque se trata de un plazo finito. Y si dentro de dos años no se aprueba el examen en comento, inmediatamente termina el contrato de los médicos que, sin cumplir tal requisito, están a contrata o a honorarios en el sistema de atención primaria.



Por lo tanto, se da certeza. 



Eso, independiente de que este no es el minuto para profundizar (sí pudimos discutirlo ayer en la Comisión) en cómo se perfecciona el examen en comento para hacer un símil con el de grado, algo que certifique la actualización de la especialidad y los conocimientos para garantizar la buena práctica de un profesional médico en el referido sector.



Destaco el compromiso del Ministerio al respecto. 



Por último, debo puntualizar que, cuando en este proyecto se contempla la asimilación de la remuneración del Director Nacional de FONASA, materia que venía discutiéndose desde la Administración anterior, debe considerarse el hecho objetivo de que aquella es menor que la de varios directores de hospitales y funcionarios de la Superintendencia de Salud, Instituto de Salud Pública, etcétera. Y estamos hablando del cargo que ejerce quien es responsable de administrar gran parte del presupuesto del sector. 



Entonces, uno dice: si queremos en dicho empleo a alguien que cuente con las competencias necesarias, debe haber una remuneración acorde con las exigencias, nivelando dentro del sistema.



Por lo demás, se espera someter el referido cargo a la Alta Dirección Pública en la medida que termine con los concursos pendientes. 



Entonces, yo quiero poner la situación en esa perspectiva. Me parece que es lo que corresponde al debate legislativo, más que citar nombres, apellidos u otras cuestiones específicas. Aquí se trata de nivelar al funcionario que administra la mayor parte del presupuesto que ejecutan los hospitales, quien percibe un sueldo inferior al de varios directores de establecimientos de salud pública.



Por eso, señor Presidente, reitero todo mi respaldo a esta iniciativa. 

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros. 

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, en las regiones de todo el país hemos escuchado hablar de la falta de facultativos, de personal, y un sinnúmero de quejas por la mala atención en los consultorios y en los hospitales.



Creo que este proyecto va en el sentido correcto en cuanto a potenciar la salud primaria. 



Los usuarios se quejan de la falta de profesionales, de la poca atención, y ello se debe precisamente a que el sector primario siempre ha sido el pariente pobre de la salud. 



Yo me alegro mucho de este proyecto -por supuesto, lo voy a apoyar-, pues creo que da en el clavo.



Acá hablamos de los cupos disponibles para incentivar el retiro. También, de la contratación de médicos titulados en el extranjero.



Uno puede estar en acuerdo o no. Sin embargo, yo creo que los médicos titulados en el exterior, chilenos y foráneos, han sido un aporte bastante considerable, sobre todo en la salud primaria. Porque cuando en un servicio de salud o en un municipio faltan médicos, es muy difícil contratar a profesionales chilenos, todos los cuales tienen mayores incentivos para trabajar en las clínicas particulares. Y eso es una realidad. 



Así que me alegra mucho que hoy se pueda contratar a médicos extranjeros sin haber aprobado aún el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina y que se les dé un plazo de dos años para cumplir el requisito.



Yo solo quiero referirme a un punto en que tengo observaciones: la concesión a los médicos cirujanos que se desempeñan en establecimientos municipales de atención primaria de la salud, regidos por la ley N° 19.378, y que posean la especialidad de medicina familiar, pediatría, medicina interna, ginecoobstetricia, psiquiatría u otras que se definan conforme a lo expuesto en el proyecto de una asignación mensual de estímulo por competencias profesionales, etcétera, lo que pienso que es un importante incentivo para la contratación de profesionales.



La primera de ellas dice relación con que un decreto supremo determinará anualmente…



¡Si los encargados de salud me pueden escuchar…!

El señor LARRAÍN.- ¡Tienen cosas más importantes que hacer…!

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Es que Su Señoría es de provincia…!

El señor QUINTEROS.- Seguramente esa es la razón.



Decía que un decreto supremo determinará anualmente, según el inciso, las especialidades con derecho a la asignación, las entidades administradoras de salud municipal que recibirán las transferencias para pagarla y el monto de los recursos asignados a cada una de ellas.



Desde mi punto de vista, eso no puede interpretarse de manera que el monto determinado en el decreto sea una cantidad fija establecida de acuerdo con la dotación del 31 de diciembre, porque la salud municipal puede necesitar la contratación de especialistas en cualquier mes del año y con una cifra determinada a esa fecha no se obtendrá ningún efecto positivo. Lo lógico sería señalar cupos para las entidades que recibirán el aporte, los que podrán o no llenarse conforme a la gestión de cada municipio.



Y en segundo término, deseo destacar que la asignación, si se incorpora a las remuneraciones de quienes la percibirán, modificará la base de cálculo de eventuales indemnizaciones por retiro voluntario, las que serán de cargo municipal aunque cuenten con mecanismos de anticipo. Ello elevaría la carga financiera de los municipios, los cuales, como se sabe, atraviesan por una grave crisis económica.



En general, estoy de acuerdo con la iniciativa. Creo que va en la línea correcta. Ojalá sigamos incentivando la salud primaria, que es la base para una buena salud en nuestro país.



He dicho.

)-------------------(

El señor HARBOE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Sí, Su Señoría.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, solo deseo pedirle a la Mesa que recabe la autorización de la Sala para poder reanudar la sesión de la Comisión de Constitución, convertida en Comisión Mixta para estudiar el acuerdo de unión civil.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Si no hay objeciones, se accederá.



Acordado.

)-------------------(
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estamos en presencia de un proyecto de ley misceláneo y con urgencia, situación esta última que enfrenta la gente en los consultorios populares. En cambio, aquellos que se pueden atender en isapres, en clínicas privadas, no se encuentran en el mismo caso.



Cuando no se cuenta con facultativos en los consultorios populares, municipales, la respuesta es: “No hay médico”. Porque la remuneración ofrecida es insuficiente, en efecto. Aquí se contempla una asignación de cien por ciento del sueldo base y se establece un incentivo no solo para médicos cirujanos, sino también para las especialidades de medicina familiar, psiquiatría, medicina interna y ginecoobstetricia.



En definitiva, les estamos dando una señal a los municipios. En la provincia de Concepción, en mi Región, acordamos unánimemente, con nueve alcaldes, contratar médicos cubanos, porque no había chilenos. Y si estos últimos no quieren trabajar en los sectores poblacionales, en la salud municipal, es preciso recurrir a los extranjeros.



Quiero sacar de un error a la Senadora señora Van Rysselberghe, quien ha hecho una afirmación absolutamente falsa y que creo que más bien obedece a ignorancia o desconocimiento. En todas las clínicas privadas, en todas las isapres, a los médicos extranjeros no se les exige el EUNACOM. Al contrario. Es decir, ante la situación de impedimento para desempeñarse en la salud pública, en la municipal -por cierto, tienen menos campo de trabajo-, dichos establecimientos pueden pagarles menos. Pero si se amplía el ámbito laboral, a uno de ellos de buena calidad van a tener que pagarle más para retenerlo.



La observación es exactamente al revés: los médicos cubanos, españoles, argentinos, ecuatorianos o de cualquier nacionalidad pueden trabajar sin el EUNACOM, como lo están haciendo en todas las clínicas privadas, pero el requisito ha sido exigido para entrar al servicio público. Por eso se han encontrado con un obstáculo.



En Penco, por ejemplo, hemos llegado a seis facultativos de nacionalidad ecuatoriana. Y son de los mejores. Llevan 14 o 15 años. Han demostrado con creces que reúnen todas las condiciones humanas, técnicas, profesionales, para ejercer.



Estamos haciendo un esfuerzo en cuanto a la revisión del examen, que es encargado a las facultades de Medicina. Se cobran 500 mil pesos y se hace repetir una o dos veces. Es una forma de financiarse.



El proyecto avanza sustantivamente, porque estamos escasos de médicos.



En cuanto a las dudas planteadas, ¡por favor! Ya quisiera tener los 300 profesionales cubanos que han ido a África, de manera voluntaria, a combatir el ébola.



Y en el caso de Brasil, con Dilma, cabe recordar el programa “Más Médicos”.



¡En la Derecha ríen porque nunca han sufrido la situación, señor Presidente! ¡Nunca han tenido que hacer una cola a las cinco de la madrugada para atender a un hijo…!



En Brasil, once mil médicos cubanos han atendido en toda la selva en los sectores del Mato Grosso. También lo han hecho en otras naciones de América Latina. Por cierto, es lo que posee Cuba.



Hoy día les abrimos las puertas a los facultativos extranjeros para que vengan a atender a los chilenos más pobres. ¡Y también a los más cuicos! ¡Que se desempeñen en las clínicas privadas para que les paguen más!



Estamos haciendo un esfuerzo, pero sin duda todavía es insuficiente.



Deseo hacerle presente a la señora Ministra que necesitamos más becas de especialización. Es preciso mandar a los médicos chilenos a cursarlas, y que después lo devuelvan en los hospitales públicos, en los consultorios. ¡Que ello no lo pague una isapre, como ocurría hasta hace poco, ya que era algo que efectivamente se compraba!



En la materia ha mediado un compromiso de la Presidenta. Hay una urgencia.



Se contempla una suspensión de dos años para el efecto del requisito.



En mi opinión, es necesario revisar todo el EUNACOM y el método conforme al cual se aplica, porque creo que hay una discriminación inaceptable con relación a muchos profesionales extranjeros.



Espero que con la nueva Ministra tengamos posibilidades no solo de atacar los problemas más urgentes en salud pública, sino también algunos más permanentes y de largo aliento.



En mi Región renunció el Director del Hospital Guillermo Grant Benavente, el más grande de Chile. Ojalá se tome una buena decisión al contratar al nuevo. Los establecimientos de esa envergadura enfrentan problemas de conducción, de financiamiento, de deuda.



Ahora estamos realizando algo que no hizo en cuatro años el entonces Ministro Mañalich, quien ha dirigido la mejor de las expresiones a la nueva titular de la Cartera.



Intentamos llevar a cabo lo que se prometió: médicos especialistas en todos los consultorios, en todos los hospitales, para atender a nuestra gente, a la más necesitada, a la que hoy día no se le abre esa posibilidad, porque no se dispone de ellos. En adelante vamos a tenerlos.



Espero que la Derecha no se pronuncie en contra de médicos para el pueblo, para la ciudadanía. Si no, tendrá que explicar por qué quiere impedir que profesionales de otros países de América Latina, tan buenos como los nuestros, vengan a trabajar en Chile. Esa es una responsabilidad política que le corresponde.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, parto por saludar a la señora Ministra en su primera comparecencia a esta Corporación.



Ojalá que presente una iniciativa sobre el aborto, para que podamos tratarlo derecha y seriamente en el Congreso, y que ello no le cueste el cargo, a diferencia de su antecesora. Al menos obtendrá el respaldo del Senador que habla para que efectivamente sea discutido.



Respecto del proyecto que nos ocupa, a mí no me gusta el tratamiento en una normativa miscelánea. Y lo digo así de claro. Si 925 funcionarios cumplen con los requisitos para jubilar y se van a someter al proceso de incentivo al retiro, me parece muy bien. Considero digno que todo ese personal, el cual ha esperado durante largo tiempo, pueda obtener una justa retribución en ese momento. Pero no me agrada la característica a que he hecho referencia.



Lo he señalado en reiteradas oportunidades a propósito de los incentivos al retiro: está constituyéndose en una práctica habitual en nuestro sistema público arreglar los problemas previsionales por esa vía. Debiera existir la posibilidad de que hombres o mujeres que han trabajado correctamente toda una vida lograsen una jubilación digna sin recurrir a una situación excepcional y recibiesen un ingreso acorde con lo que fue su trayectoria, su labor. Ello, a diferencia de lo que claramente se observa en el caso de muchas personas que no jubilan porque sus ingresos se reducen en un 70 u 80 por ciento, lo cual es tremendamente angustiante para miles de funcionarios a lo largo de Chile.



Espero que la señora Ministra pueda dar una opinión al respecto, pues son cientos o miles en el sector Salud los que esperan jubilar, pero no cuentan con los fondos suficientes, razón por la cual tenemos que recurrir a la fórmula, al eufemismo, del incentivo al retiro. Creo que no es lo adecuado.



Cabe alegrarse de que 34 personas puedan optar al beneficio en el Servicio de Salud de Valdivia, en la Región de Los Ríos, pero claramente son más las que merecerían, por su antigüedad y sus fondos de retiro, una jubilación digna, de acuerdo con su cargo.



Está bien aplicar el mecanismo ahora, pero que sea solo excepcionalmente y que exista la posibilidad de establecer un sistema previsional que contemple un retiro en condiciones distintas de las actuales.



En seguida, me parece de enorme importancia que se pueda contar con más facultativos, con más horas médicas. Dudo de que alguien en el Congreso vaya a votar en contra. Pero me gustaría que se explicara de una vez por todas, como se lo manifesté a uno de los asesores de la señora Ministra, por qué los hospitales públicos funcionan solo media jornada, únicamente en la mañana, mientras que ni pabellones ni una gran cantidad de instalaciones se utilizan en las tardes.



Ello se vincula con un modelo de gestión del sistema. Es una situación que no vamos a superar solo con el incentivo al retiro, con pagarles más a los médicos y con especializar a más. Tiene que haber una cultura de salud distinta. Muchos profesionales jóvenes carecen de la vocación y de la voluntad para trabajar, con una buena remuneración, en el sector público, sino que cumplen media jornada y en el resto del día se desempeñan en el sector privado.



Me parece que ahí estriba el gran problema de la salud. Y no vamos a resolverlo con más bonos, o con un mejoramiento en la remuneración para retener a tales o cuales facultativos, o con preparar a través de becas a otros que, luego de una especialización de la que se encarga el Estado, terminan con un ingreso superior en el sector privado. Es imposible entrar en esa espiral de competencia. Deben existir beneficios y condiciones para que quien estudia, se forma, se especializa y desea trabajar en el sector público pueda desarrollar una carrera, con una jubilación digna. Ello también dice relación con todos los funcionarios.



La dualidad es evidente y se da una situación que no se ha sincerado, con un sistema que sigue restando horas y capacidades que permitirían que la salud estuviera al alcance de todos los ciudadanos.



Aprobaré la iniciativa, pero espero una respuesta de la señora Ministra.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, seré breve.



Me pronunciaré a favor del proyecto. Estoy por completo de acuerdo con su contenido. Entiendo que reviste un carácter misceláneo y es urgente y que propone medidas en varias materias que podrían dar lugar a un debate global sobre el estado de la salud y la necesidad de tomar un conjunto de acciones bastante de fondo.



Considero que el sector no está bien. Y ello no ha sido por la falta de recursos para inversión, por ejemplo. Durante el Gobierno recién pasado, no se llegaba anualmente a utilizar la mitad de los fondos asignados para ese efecto, y a última hora les decían a los servicios: “Aquí tienen tanto: inviertan”. La respuesta era: “No tengo proyectos”, mas la instrucción se repetía: “Inviertan”. Así se iban haciendo las cosas.



Espero que eso no suceda en la Administración actual y que se vayan cumpliendo las metas planteadas.



En cuanto a FONASA y su Directora, la descalificación no me parece justa.



Aquí se ha señalado que se apunta a normalizar; que se realiza lo que correspondía; que el entonces Ministro Mañalich trató de hacerlo, pero no alcanzó. No por eso se puede hacer referencia a una aspiración o no a ocupar la titularidad del Ministerio. Esas no son palabras que ayuden. Si es preciso normalizar, que ello se haga.



Respecto al hospital Padre Hurtado, ese establecimiento pasó a ser experimental porque el Congreso lo decidió así, en concordancia con el Ministerio. Por desgracia, se ha quedado pegado quince años en esa condición. Se han emitido dos informes -por lo menos, conozco uno-, que concluyen que en algunas cosas aporta y en otras presenta problemas.



He insistido mucho en que es preciso iniciar una nueva etapa, porque ese recinto podría dar más. Considero que, de alguna forma, no está cumpliendo su papel, que no se halla bien integrado en la red sur, lo cual constituye una complicación bastante seria, ya que no cumple ciertas funciones que le corresponden y que recaen en el hospital Sótero del Río.



¿Cuánto tiempo demoró en abrir cuatro pabellones?



¿Cuánto tiempo tardó en abrir la urgencia infantil?



Es algo inexplicable. Todo eso ha significado problemas para el conjunto del servicio.



Sobre la atención primaria, comparto lo que se plantea. No voy a hacer mayor cuestión. Me preocupa, sí, entrar al fondo.



Me parece que no queda más que hacer lo que alguna vez, junto con otros parlamentarios, incluso de la UDI, le propusimos al Gobierno: todo aquel que estudia medicina debería estar obligado, al egresar, a permanecer un par de años -ello debiera ser parte de la formación- en la atención primaria pública. Así ocurrió en otras etapas de la historia. A mi juicio, lo anterior ayudaría mucho a adquirir otra sensibilidad, otra formación, otras características. Se lograría un mejor médico también en esa dimensión.



Con relación a facultativos extranjeros, comparto lo manifestado por el Honorable señor Quinteros.



Cabe considerar el asunto por otro lado: hay médicos de gran calidad en muchas partes del mundo. Por mi parte, saldría a buscarlos mientras se registrara el déficit. Si faltan anestesistas -de nuevo pongo el ejemplo-, veamos dónde conseguirlos para no seguir con una dificultad que impide, muchas veces, ocupar los pabellones. Lo adecuado es evaluarlos y atraerlos. No se trata de que a ellos se les ocurra, sino de que los necesitamos.



Lo mismo dice relación con los traumatólogos.



Tenemos que hacer una evaluación a partir de nuestra formación de profesionales.



Apoyo la iniciativa, como un acto de confianza hacia la Ministra que comienza su gestión.



Ojalá logremos impulsar la salud pública y generar otro entusiasmo, otra fuerza en la atención primaria, porque mucha gente sufre bastante por las deficiencias en el sector.



Espero que el plan de hospitales y de inversión avance como se ha comprometido.



Que le vaya muy bien, señora Ministra.



Gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, se ha manifestado que estamos ante un proyecto misceláneo y algunos colegas han observado que no se trata la salud en su conjunto. En efecto, es misceláneo, característica que lo lleva a abarcar aspectos diferentes en el área. Lo importante es la solución de los que se pretende resolver.



Tal como se ha expresado, varios de ellos son de arrastre desde el Gobierno anterior y medió el compromiso de buscar una respuesta. Me parece bien una continuidad para que no queden pendientes.



En tal sentido, al revisar el texto surge la situación del hospital Padre Hurtado, cuya gestión al parecer presentó dificultades. Casi cuatro artículos, una parte importante, apuntan a superar un problema que data de antes.



Asimismo, se hace referencia a la ley N° 20.612, que estableció un incentivo al retiro para el personal de Salud y que solo habría comprendido a una parte. ¿Qué hace el proyecto? Contempla un nuevo plazo para completar 925 cupos de funcionarios que pueden acceder al beneficio.



Juzgo adecuado aprovechar para tal efecto una iniciativa miscelánea.



Deseo dirigirle una reflexión a la señora Senadora que aludió en forma injusta a la Directora del FONASA, profesional de excelencia que ha prestado servicios en el área de la Salud y que no tiene por qué ser objeto de una apreciación de esa índole. Al parecer, estaría pagando un precio por algo que tal vez jamás previó. Entiendo que puede tratarse de un exabrupto, el cual a veces obedece a una poca ponderación en los discursos tendientes a justificar nuestras posiciones.



Además, deseo expresar que el beneficio que se le entrega a la Directora del FONASA no hace otra cosa que equilibrar su situación con otros funcionarios del mismo nivel. Más aún, la remuneración que ella recibe muchas veces es inferior a la de sus propios subordinados. 



Por otra parte, este proyecto obedece a un compromiso del Ministro de Salud del Gobierno anterior que ahora se está cumpliendo.



En relación con el tema de los médicos especialistas extranjeros, me parece muy bien que, a propósito de estas normas, destinadas a tratar, más que nada, la coyuntura del momento, podamos aprovechar para hacer una reflexión sobre el tema de las especialidades y los médicos especialistas.



En el caso de la Séptima Región, la contratación de médicos extranjeros ha servido para solucionar problemas dramáticos derivados de la falta de atención en diferentes especialidades.



Y, en verdad, debiéramos acoger a estos médicos y no aparecer todo el tiempo como que ellos estuvieran impedidos de ejercer, porque no les damos las facilidades para hacerlo. En el Maule estábamos esperando el 31 de diciembre para saber si muchos de ellos iban a poder seguir ejerciendo, habiendo prestado allí un servicio de gran eficiencia tanto en la atención primaria como en la atención secundaria.



¿Qué sucede? Que se les exige rendir un examen, y es bueno que así sea. Pero hay algo que debiéramos rectificar: que ese examen debería abordar materias de la especialidad que ellos van a ejercer y no ser un examen general -que a lo mejor ningún médico chileno estaría en condiciones de afrontar-, porque no corresponde.



Entonces, tenemos que ver de qué manera solucionamos este problema. Y en ese sentido estoy de acuerdo con el Senador Montes. Incluso, deberíamos salir al extranjero a buscar los especialistas que nos hacen falta y ofrecerles todas las facilidades de contratación. 



Por eso, me parece bien que tratemos de solucionar el problema a través de este proyecto en forma transitoria, pero esperando que en el largo plazo exista una política clara y definida para enfrentar el déficit de médicos especialistas que se observa en todas las regiones, tanto en la atención primaria como en la secundaria y la terciaria. ¡Qué mejor servicio al país que permitir aquello! 

El señor TUMA (Vicepresidente).- Redondee, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Por lo tanto, señor Presidente, se justifica plenamente un proyecto de ley misceláneo para resolver todos los temas que hemos señalado.



Voto que sí.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, durante los últimos ocho años hemos escuchado al Senador Navarro hablar de la monarquía presidencial. Pero lo nombran vocero y ¡se acabó la crítica a la monarquía presidencial!



Un proyecto de esta naturaleza, que toma en cuenta aspectos fundamentales en materia de salud, fue discutido ayer durante 40 minutos en Comisiones unidas, y hoy la Sala lo trata como si fuera de Fácil Despacho.



¡Monarquía presidencial! 



Pero al vocero le gusta.



Creo que eso es lo que ha marcado claramente esta sesión.



Y le quiero decir al Senador Navarro que nosotros no nos reíamos por el hecho de que la gente hiciera colas en los consultorios, sino de su afirmación en cuanto a que los médicos cubanos van “voluntariamente” a África.



Yo tengo la impresión -espero equivocarme- de que los médicos cubanos van voluntariamente a Miami. ¡No creo que a África…!



Pero lo importante aquí es constatar que el proyecto toca temas que son relevantes.



Algunos colegas, como el Senador Girardi, han dicho que esta iniciativa es vital para corregir los problemas que todos reconocemos que existen en salud. ¡Vital! Sin embargo, pese a que ayer se discutió durante 45 minutos en Comisiones unidas, ahora se da media hora para su análisis.



Fíjese, señor Presidente, que en el servicio de urgencia del hospital de Chillán han fallecido personas esperando atención. ¡Han fallecido esperando atención! La comunidad y distintas organizaciones sociales piden la intervención de dicho recinto hospitalario. ¿Y dedicamos 45 minutos ayer y 30 hoy para discutir normas que nos van a permitir contar con los instrumentos necesarios para fortalecer el trabajo del servicio de urgencia de ese hospital para atender a la gente de más escasos recursos de la Provincia de Ñuble?



¡Así no tenemos ninguna posibilidad!



Como dijo el Senador Montes, aquí tendremos que hacer fe de que esta puede ser, verdaderamente, una solución.



A mi juicio, claramente es un mal procedimiento, un mal camino estar discutiendo estos temas con esta celeridad, con esta falta de rigurosidad, con esta falta de análisis.



Me dirán que en realidad había que arreglar el sueldo de la Directora del FONASA. ¿Es la única funcionaria del Estado que necesita que le nivelen la remuneración? ¿No existe otro trabajador estatal que también lo requiera?



¡No me vengan con cuentos! ¡Aquí están arreglando una situación que claramente -y esta es una opinión política- presenta algún ribete de explicación política! Pero no cabe duda de que todos y cada uno de estos temas requieren un análisis mucho más riguroso y profundo que el que nosotros vamos a hacer.



El Senador Quinteros se refirió a los problemas financieros y administrativos que pueden causar a las municipalidades las normas relativas a los médicos cirujanos de la atención primaria. ¿Contarán o recibirán éstas recursos suficientes para pagar a los facultativos que contraten, particularmente en momentos de emergencia? Y cuando estos profesionales terminen sus contratos y deban pagarles indemnizaciones por años de servicios, ¿dispondrán de los medios necesarios?



Me parece que lo planteado por el Senador Quinteros es clave, porque forma parte de la vida cotidiana de los municipios.



Pero aquí no se da ninguna respuesta. Solo hay que aprobar el proyecto y tener fe. Y me parece que la gran demanda de los chilenos, de los sectores populares, es que la salud pública (nuestros hospitales, nuestros CESFAM, 
nuestros consultorios) tenga la capacidad para resolver adecuadamente sus problemas de atención.



Las clínicas privadas poseen capacidad para atender a sus usuarios, al igual que las mutualidades -como le consta al Senador Navarro-, porque cuentan con médicos de calidad, que son los que no tienen nuestros hospitales y los CESFAM. Porque la gente va a los hospitales y consultorios, no a las mutualidades ni a las clínicas.



Por lo tanto, claramente debemos hacer un esfuerzo por mejorar este proyecto. Pero es evidente que, por la forma como lo estamos debatiendo, no tenemos ninguna seguridad de garantizarles a nuestros electores, a nuestra ciudadanía, que va a resolver sus actuales problemas.



Por de pronto, con este articulado carecemos de capacidad de respuesta para enfrentar la situación que hoy se vive en el servicio de urgencia del hospital de Chillán, donde -reitero- la gente se muere esperando ser atendida.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no cabe duda de que este proyecto es parte del frenesí legislativo con que el Ejecutivo ha asumido la última etapa del año legislativo.



 Los mismos que criticaron al Ministro Larroulet por hacer lo mismo el último año del Gobierno anterior hoy deben echarlo de menos. Este es el primer año de esta Administración y ya empezamos con las leyes misceláneas, donde se incluyen temas que no tienen nada que ver entre sí para un despacho rápido y poco reflexivo.



¿Cuál es la idea matriz del proyecto? ¿Serán las becas? ¿Serán los sueldos? ¿Será la nivelación? ¿Será el hospital de Padre Hurtado? ¿Serán los médicos extranjeros?



Y esto es lo que pasa, señor Presidente, cuando se abusa del sentido común en materia legislativa. Así, materias que por su mérito deberían ser objeto de un estudio reflexivo, simplemente se agrupan para hacerlas pasar lo más “coladas” posibles, a fin de evitar un debate que resulta indispensable si se desea hablar a fondo de la salud pública.



Y dentro de la diversidad de temas que la iniciativa aborda, quiero hacerme cargo -porque hay que elegir uno; es imposible referirse a todos- del que dice relación con los médicos extranjeros, el cual, a mi juicio, requiere una discusión bien profunda dentro de la sociedad chilena.



Yo me adelanto a señalar que, al menos en la región que represento, la del Maule, la incorporación de médicos extranjeros ha sido muy importante. Quiero partir diciéndolo de inmediato, para evitar cualquier controversia, pues efectivamente, tal como ya se planteó, ellos han ido a ejercer especialidades que nadie está prestando. El Director del hospital de Curicó me habló, días atrás, de un horizonte de 500 médicos especialistas. Por tanto, se trata de una cifra muy relevante.



Paradojalmente -no sé si se encuentra en la Sala en estos momentos el Senador Navarro-, la mayoría viene de Venezuela.



¡Al Senador Navarro le gustaría que nos fuéramos de acá para allá…! Pero lo concreto es que, por alguna razón, se están viniendo de allá para acá. Y han sido un aporte muy importante, porque se trata de personas bastante capaces y con condiciones profesionales que han sido muy valoradas.



A la señora Ministra le quiero decir -por su intermedio, señor Presidente- que esta es también una instancia de reflexión mutua. Y, a mi juicio, el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina tiene que ser reformulado en función de los médicos extranjeros. 



Obviamente, la Senadora Van Rysselberghe apunta en el sentido correcto cuando señala que, en beneficio de los chilenos, de los niños, debe haber alguna prueba de certificación de calidad. No podemos no hacernos cargo de ello y decir simplemente: “Echémosle para adelante”. Pero mi idea, señora Ministra, es que la prueba que rindan esos médicos debe efectuarse respecto de la especialidad que presten en Chile y no respecto de conocimientos generales.



Yo lo dije en la Comisión: soy abogado -aquí hay varios colegas- y, si a uno lo hicieran dar el examen de grado de nuevo, probablemente sería muy difícil pasarlo, porque es muy complejo. Pero distinta es la situación si la prueba se centra en un tema específico. En el caso de un médico extranjero, ella podría versar sobre la anestesia y todas sus implicancias, tratándose de un anestesista; o sobre conocimientos de pediatría, tratándose de un pediatra. 



Creo que esa sería una buena forma de validar que efectivamente se preste calidad. Porque esto de hacer un examen de todo -yo lo he visto- lleva a que al final algunos médicos no terminen bien, no obstante representar una posibilidad de aporte muy relevante.



Por lo tanto, propongo cambiar el eje en esta materia para, de esa manera, poder recibir el aporte de médicos extranjeros. 



Y ya que llegó el Senador Navarro, les reitero que en mi zona la mayoría viene de Venezuela…

El señor NAVARRO.- ¡Hay 3 mil cubanos!

El señor COLOMA.-… y creo que, en general, serían muy útiles para nuestro país.



Por eso, señor Presidente, yo de verdad siento que esta forma de legislar es perversa, porque los temas importantes se agrupan en uno y se despachan como marmicoc (o sea, fast-track), siendo que deberían haber generado un debate mucho más profundo. Pero ojalá que la señora Ministra pueda retomar en algún momento al menos el aporte que hacen los médicos extranjeros.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, quiero contestarle al Senador Navarro.



Yo, por lo menos, no me reía del tema de los médicos cubanos, sino de su afirmación en el sentido de que ellos estaban voluntariamente combatiendo el ébola. Solo por la palabra “voluntariamente”. Para que usted sepa, en Cuba los médicos no saben nadar, porque los que aprendieron a nadar, ¡están todos en Miami…!

El señor LETELIER.- ¡Malo el chiste…!

El señor OSSANDÓN.- ¡Es que a usted le gusta el humor, pues…!

El señor NAVARRO.- ¡Que nunca caiga en manos de un médico cubano…!

El señor OSSANDÓN.- Son muy buenos.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Por favor, señores Senadores.

El señor OSSANDÓN.- Lo que pasa es que, cuando se hacen juicios políticos, que a veces también son descalificatorios, como que todos se rieran y nadie conociera el sistema.



Yo quiero decirles que trabajé muchos años con médicos ecuatorianos. Y les puedo contar que para el Dieciocho ya no bailábamos cueca, sino cumbia, por la cantidad de médicos extranjeros que había. Y ello no se debe a que hayamos tenido un problema, sino a que los médicos chilenos no quieren ir a trabajar a las poblaciones.



Sí vivimos otro problema, superserio -el doctor Accorsi lo conoce-, que es la falta de buenos médicos. Algunos estaban muy mal preparados y en mi municipio, al menos, debimos gastar harto dinero en un contrato relacionado con los programas Áncora. Ustedes saben que Áncora es el sistema de atención primaria de la Universidad Católica. Allí se inventó la beca de atención primaria (medicina familiar), que nos permitió capacitar a muchos médicos extranjeros.



En cuanto a este proyecto misceláneo, me gustaría decir que ojalá el Ministerio trabajara cuidando la calidad. Pero en la salud pública chilena el tema no es de calidad, sino de cobertura. Los médicos y el equipo de salud pública chilenos son buenísimos. El problema es que no tenemos cobertura. Por eso es que en muchos hospitales nos encontramos con gente internada que está en un sillón, porque no hay camas ni anestesistas. 



Y le respondo al Senador De Urresti, que no se encuentra en la Sala en este momento: por un tema de mercado, los pabellones de los hospitales públicos están todos cerrados en las tardes, porque no hay quién opere.



Pero también se da una disyuntiva: si ustedes van a un hospital público y piden pagar por un programa del FONASA, son operados en la semana. Si no, entran a la lista de espera. 



Así que es un tema de cobertura y no de calidad.



En seguida, quiero rescatar lo que dijo el Senador Quinteros. Los sistemas de atención primaria se financian por un per cápita o por programas; programas que son dirigidos por la autoridad política de la zona, que es el director del área de salud.



Entonces, es muy importante saber si estos médicos especialistas van a ser financiados vía per cápita, lo cual va a aumentar el déficit, o vía programas. 



Como dijo el Senador Girardi, una de las soluciones es, copiando el sistema inglés, aumentar el poder resolutivo de los consultorios. Eso es evidente. Pero, para ello, necesitamos maquinaria, necesitamos más exámenes, necesitamos especialistas. Y a estos hay que pagarles. Sin embargo, el sistema de financiamiento fijo, por inscritos validados, llamado “per cápita”, no da para pagar especialistas, que son ultranecesarios para no entrar al nivel secundario, donde las listas de espera superan los seis, siete meses.



Señor Presidente, yo voy a apoyar esta iniciativa de ley, porque creo que contiene medidas administrativas importantes, sobre todo para el caso del hospital Padre Hurtado. Pero ojalá trabajemos en el tema a mucho más largo plazo, porque este no es un problema del Gobierno de Piñera ni del pasado; es un problema endémico de la salud pública, en la que, como dijo hace algún tiempo el Senador Girardi, vamos a tener que amarrar de alguna manera a los especialistas y a los profesionales al sistema. Porque no sacamos nada con construir veinte hospitales si no tenemos cómo llenarlos.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, más allá de los chistes de algunos personeros de la UDI, yo espero que sus parlamentarios no se vayan, que no abandonen la Sala, como lo hicieron ayer en el debate sobre educación en la Cámara.



Lo cierto es que este proyecto es una gran noticia, porque resuelve problemas, y resuelve problemas de la salud.



Entonces, pido que no tengamos un doble estándar. Aquí se pueden decir muchas cosas, pero la verdad es que esta iniciativa, que a algunos no les gusta, tuvo un apoyo unánime en las Comisiones de Salud, de Hacienda y en la Sala de la Cámara, y también aquí, en las Comisiones unidas del Senado. Por lo tanto, si ella fuera improvisada, sin sustento, no entiendo cómo finalmente habría obtenido respaldo para llegar hasta acá.



Reitero, pues, que este proyecto es una gran noticia, ya que resuelve problemas bastante centrales de la atención primaria. Algunos, como se ha dicho, son de distinta naturaleza y vienen de hace bastante tiempo. 



Por supuesto, establecer un tope de tres años para las becas, como el que existe hoy, representa un inconveniente porque muchas especialidades requieren más tiempo. Por ende, pensar en cuatro años claramente ayudaría al ejercicio de estos especialistas en los centros asistenciales del país.



En seguida, se resuelve una situación que viene desde hace algún tiempo y respecto de la cual los funcionarios del hospital Padre Hurtado y la ex Ministra Helia Molina llegaron a un acuerdo. Nos parece bien que el Gobierno se haga cargo de eso y cumpla sus compromisos. Y ello significa que los funcionarios, los profesionales de ese hospital -que tiene un régimen especial, como hospital nuevo-, van a poder acceder a beneficios que hoy día les están siendo negados, lo que, por supuesto, produce un impacto en el sistema, en el servicio, dada la complejidad de ese centro asistencial y lo extenso de la atención que brinda.



Yo me quisiera detener en el estímulo a los especialistas básicos, otra de las noticias que estamos conociendo por este proyecto de ley.  Mediante ese estímulo, se busca que ellos se vayan a la atención primaria -lo ha dicho la Presidenta Bachelet desde un comienzo-, de manera de hacer más resolutivos los establecimientos que la imparten. 



Por eso, yo quisiera saludar muy especialmente y darle la bienvenida a la Ministra Carmen Castillo, quien tiene vasta experiencia en el sistema público. Lo conoce al revés y al derecho, porque ha sido directora de consultorios, directora de servicios, lo que, sin lugar a dudas, le da un plus muy importante a su función. Y esto también hay que vincularlo con la política pública, diseñada en este Gobierno, que busca duplicar el número de médicos generales de zona, a fin de que puedan acumular el puntaje necesario, legítimo, para acceder a becas de especialidad, y además, que los incentivos, que hoy apuntan más bien al desempeño en zonas aisladas de difícil acceso, se den en centros urbanos, con lo cual se podrían resolver muchos problemas. 



En la Región de La Araucanía, en la ciudad de Victoria, seguramente de aquí a abril, en el único consultorio existente, que cuenta con capacidad para 35 mil habitantes y con cuatro médicos generales en atención primaria, habrá tres médicos adicionales. Y esto pasará en todos los lugares de Chile gracias a esta política de 370 médicos generales de zona para reforzar la atención primaria.



Entonces, aquí hay un conjunto de medidas tanto legislativas (las misceláneas de este proyecto) como también de política pública cotidiana que lleva adelante este Ministerio.



El examen médico, al cual diversos señores Senadores se refirieron, va a ayudar bastante a que los facultativos extranjeros, que en general han tenido gran desempeño, puedan cumplir su labor de mejor manera y reforzar la atención primaria.



Hay que decirlo: en 2010, con motivo del terremoto, se instalaron en  Chillán -bueno, en varios lugares del país- algunos hospitales de campaña. Y hubo uno cubano que permaneció un año y medio en ese lugar, así como uno americano en Angol. Pero, como se ha hablado mucho de Cuba, quiero decir que el hospital de ese país no le significó un peso al Estado chileno, y la gente no quería que se fuera de Chillán.



Por consiguiente, lo referido al examen médico para facultativos chilenos y extranjeros representa una gran posibilidad para contar con un plazo más flexible y oportunidades para regularizarlo.



En general, vamos a respaldar esta iniciativa miscelánea, porque de verdad constituye una gran respuesta a múltiples problemas que hoy afectan a los servicios de salud y, particularmente, a la atención primaria.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Advierto que hay seis señores Senadores inscritos y todavía nos queda por iniciar el debate del proyecto sobre creación del Ministerio de la Mujer.



Sus Señorías no se hallan obligados a hablar durante cinco minutos, aunque están en su derecho a hacerlo. Pero les pido que, si lo tienen a bien, reduzcan sus tiempos.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo saludar a la señora Ministra de Salud y desearle el mayor de los éxitos. 



Gran parte de las encuestas ciudadanas señalan que la salud es hoy el área de mayor preocupación de nuestros compatriotas. Y, por lo tanto, que la Ministra del ramo tenga éxito en su gestión es muy importante para que aquellos a quienes representamos tengan más tranquilidad y seguridad en este ámbito.



Dicho eso, anuncio que voto favorablemente esta iniciativa porque comparto varios de sus objetivos.



Particularmente, me parece relevante que se conceda una asignación mensual de estímulo por competencias profesionales a los médicos cirujanos que se desempeñan en la atención primaria de salud.



Creo que esto debiera permitir la existencia de mucha menor rotación entre los médicos que atienden en ese sector y, de esa manera, poder garantizar una mejor atención de salud que, como bien sabemos, es la puerta de entrada hacia prestaciones de más alta complejidad.



Quiero sumarme a los señores Senadores que han expresado su preocupación respecto del financiamiento de lo dispuesto en esta norma. Creo que para el 2015 está bien resuelto en el sentido de que se señalarán las cantidades de dinero y los municipios a los cuales se les entregarán, de tal modo de garantizar el financiamiento.



Sin embargo, por supuesto habrá que asegurarlo para 2016 en adelante.



Y ocurre con gran frecuencia -así sucedió durante la discusión del Presupuesto del Ministerio de Salud para el presente año- que programas financiados por una vía paralela al per cápita en algún minuto se suman a este. Y aparece creciendo mucho, cuando en realidad simplemente no lo hace o muy poco.



Lo anterior se debe a que luego se busca incorporar situaciones como estas al per cápita, sin reconocer que se trata de recursos completa y absolutamente comprometidos.



Esperamos que no suceda eso con la asignación de estímulos por competencias profesionales a los médicos de la atención primaria de salud, entre otras razones, porque tenemos la obligación de asegurar el financiamiento de los municipios. No podemos sacar proyectos que les signifiquen nuevas obligaciones financieras sin estar debidamente asegurados los recursos.



Respecto del artículo 4°, que establece la bonificación por retiro voluntario, la verdad, señor Presidente, es que nos incorporamos más tarde a la Sala pues estábamos sesionando en la Comisión de Hacienda, y no sé si la votación que tendremos ahora será solo en general, porque tengo consultas sobre esa norma. 



Ellas son concretamente las siguientes.



Aquí se destinan cupos no utilizados conforme a la ley anterior, la N° 20.612, que otorgó a los funcionarios del sector salud una bonificación por retiro voluntario y una adicional que buscaban favorecer a 7 mil 700 trabajadores que cumplieran los requisitos señalados al 30 de junio del 2014.



No obstante, se permite que solo quienes hayan cumplido la edad requerida al 30 de junio del 2010 puedan acceder a los nuevos cupos.



Entonces, será muy importante que en la discusión en particular se aclare cómo va a operar esta nueva fórmula de incentivo al retiro.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, luego de escuchar toda esta discusión, ratifico mi impresión de lo relevante que era que el Ejecutivo le hubiera fijado urgencia antes a este proyecto. 



Se ha dicho que estos temas se vienen arrastrando desde hace tiempo, y a lo mejor así es. Pero si estos son tan importantes y afectan directamente a la calidad de vida de las personas y de la atención que reciben, ¡cómo le ponen “discusión inmediata” a esta iniciativa, de manera que ni siquiera pueda ser vista en la Comisión de Salud, sino que tenga que ser analizada en las Comisiones unidas de Salud y de Hacienda!



En segundo lugar, quiero referirme básicamente a dos puntos.



Primero, efectivamente, este proyecto tiene cosas buenas y necesarias que lamentablemente no pudieron ser discutidas en detalle, y espero que en la discusión en particular sea posible verlas y aclararlas.



Sin duda, nadie puede estar en contra de mejorar la calidad de la atención, sobre todo de la primaria, de la pública.



Cuando nos referimos al tema del EUNACOM, del examen de conocimiento médico, no planteamos la inexistencia de facultativos extranjeros en los consultorios.



¡Ojalá existan muchos, pero de calidad!



Si lo que queremos certificar es que la gente más vulnerable, que no tiene la opción de elegir dónde atenderse, que no tiene la opción de elegir el médico que la atiende pueda tener la certeza de que aquel facultativo de la salud que la atiende cuenta con los conocimientos técnicos y médicos para prescribir un adecuado diagnóstico y tratamiento.



¡De eso se trata!



Y cuando se posterga a médicos que trabajan desde hace 15 años, me pregunto, ¿por qué no han dado el examen pertinente?



Ese examen se creó cuando surgieron las universidades privadas con facultades de medicina para poder acreditar su calidad de la atención. Los médicos chilenos tienen que dar este examen, y más del 90 por ciento lo aprueban.



¿Quiénes no tienen el certificado del EUNACOM, y están trabajando en el sistema público de salud? ¡Aquellos que lo reprobaron!



¿Es lícito eso? Creo que no.



Esos médicos no debieran hacerlo, pues representan un riesgo sanitario para las personas a las cuales atienden, porque por alguna razón reprobaron ese examen.



Y, si esa obligación rige para los médicos chilenos, por la misma razón tendría que hacerlo para los extranjeros.



Me parece discriminatorio que permitamos que los médicos que atienden en los consultorios a las personas más vulnerables no acrediten su calidad técnica y su formación.



Ojalá vengan muchos médicos extranjeros, pero de calidad.



Estimo que la labor del Ministerio de Salud debe apuntar a aplicar el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina varias veces al año -como dije-, y no a suprimirlo. Y, si hay profesionales que deseen acreditar una especialidad en el extranjero, que esta se les pueda certificar.



Por ello, no soy partidaria de suprimir tal examen, pues sería un error sanitario que pondría en riesgo la salud de la gente más modesta.



Y, por último, quiero decir dos palabras con relación a la nivelación de sueldos del Director de FONASA.



La verdad es que si este problema venía arrastrándose desde el año pasado daba lo mismo que lo viéramos en marzo. ¿Por qué tramitarlo con “discusión inmediata” en una iniciativa de ley miscelánea? Ello no corresponde.



Entonces, si algunos colegas piensan que con insultos o descalificaciones nos vamos a quedar callados están equivocados. ¡No lo vamos a hacer, porque no corresponde! Si se trata de nivelar, veamos el contexto. El sueldo de ese Director no es “reguleque”; a lo mejor -y discúlpenme- no es el mismo que el de otros...

El señor NAVARRO.- ¡Es el mismo que el de los alcaldes!

La señora VAN RYSSELBERGHE.- No sé cuánto ganan los alcaldes en este momento, pero sí creo que no había razón alguna para analizar este tema hoy. ¡De verdad que no!



Pienso que no corresponde meter todos estos temas en un solo proyecto para evitar que se registre una discusión en detalle, que es una falta de respeto y constituye una práctica a la cual no debiéramos acostumbrarnos.

El señor NAVARRO.- ¡Una falta de respeto es lo de Penta!

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, hablaré como representante de una Región que, en materia de salud, no tiene la calidad de vida de muchas otras zonas del país.



Por eso, la urgencia no aparece aquí como un defecto sino como una virtud, toda vez que lo que la ciudadanía quiere y reclama son respuestas aquí y ahora, sobre todo en el sector salud, que debe ser el segundo problema más grave que enfrenta la zona norte de Chile después de la inseguridad ciudadana.



En tal sentido, y entrando en la materia que nos ocupa, el proyecto procura avanzar en el fortalecimiento de la atención oportuna y de calidad de los establecimientos públicos de salud y, por tanto, establece incentivos para atraer y retener a profesionales del rubro, particularmente a especialistas.



Debo recordar que a la zona norte a veces llegan médicos que a los tres meses se van porque carecen de estímulos para quedarse y también de círculos médicos para especializarse y desarrollarse. Además, el costo de la vida es brutalmente más alto que en el resto del país.



Por lo tanto, las soluciones que la iniciativa propone son perfectamente razonables y representan aspiraciones muy antiguas de la zona norte, en particular en cuanto a los programas de becas de perfeccionamiento y de especialización, que -eso queremos- deben ser una compensación a los tiempos de prestación de servicios que los médicos aportan a las regiones del norte del país.



¡No les cuento las dificultades que hay en el hospital de Tocopilla, por ejemplo, que cuenta con un excelente centro hospitalario pero sin médicos! ¡O el de Antofagasta donde escasean determinadas especialidades y, por tanto, los cupos disponibles que se producen en virtud del incentivo que otorga la Ley de Incentivo al Retiro podrían terminarse! 



Asimismo, creo imprescindible hacer algunas mejoras.



No me parece correcto que aquí se haga escarnio de la mejora de los sueldos de ciertos cargos, sobre todo por Senadores que vivimos el mismo problema cuando se reajustan nuestras dietas y que, por tanto, deberíamos ser capaces de ponernos en el lugar de otros funcionarios públicos, en vez de hacer sarcasmo de ello.



Por otra parte, considero que sería interesante revisar el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina y otra serie de barreras que muchas veces los propios médicos establecen para impedir el ingreso de especialistas que les hagan la competencia, considerando que aquello más bien tiene por objeto que los médicos nacionales mantengan remuneraciones altas y puedan desempeñarse en clínicas privadas, bloqueando la posibilidad de que profesionales de otros países atiendan en hospitales públicos.



Ello permitiría que la población accediera a una mejor prestación de salud.



Igualmente, conceder a los médicos cirujanos que se desempeñan en los establecimientos municipales de atención primaria en distintas áreas y especialidades una asignación de estímulo también constituye una antigua aspiración y una demanda de la zona norte, como una manera de compensar el desnivel de vida de nuestros profesionales en comparación con el centro del país.



Reconozco que se podría mejorar en materia de financiamiento si se precisara y garantizara que, cuando fuera necesario, existieran suplementos con cargo a la Partida Tesoro Público. Quizás podríamos perfeccionar esa parte del proyecto, lo que sería un gran avance.



Votaré a favor de la iniciativa, por supuesto, con mucho entusiasmo y esperanzado en que no se pierda el ritmo de urgencia para resolver los problemas genuinamente apremiantes de la población, e invito a mis colegas a no hacer sarcasmo cuando se trata de mejorar un área de la salud tan importante para la población, especialmente de las zonas extremas de nuestro país.



Voto  favorablemente.



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene  la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me sumo a la bienvenida que le dio mi jefe de bancada, el Senador García, a la señora Ministra de Salud. Ojalá le vaya bien por los enfermos de Chile.



Votaré a favor de esta iniciativa, porque uno de los problemas más serios que sufre la Región de Atacama, que represento en el Senado, es el de la salud.



Hay casos emblemáticos sobre el particular.



Hace veinte días, Jorge Salinas, director de la radio Progreso de Huasco, falleció después de esperar más de tres meses para ser derivado a la Quinta Región -a esta zona se envía a los pacientes de mi circunscripción-, pues el día en que se debía concretar su traslado se dijo que en el hospital no estaban los insumos para atenderlo.



Casos como este hay muchos.



Existen 24 mil personas en listas de espera aguardando por una atención de salud. Esto, francamente, es de extrema gravedad. 



El 36 por ciento de los médicos especialistas que se formaron durante una década en la Región de Atacama nunca volvieron, incumpliendo el compromiso adquirido con el Estado y con mi región. En efecto, ellos se especializaron gracias a los recursos del Servicio de Salud de Atacama y hoy trabajan en clínicas famosas de Santiago, de Las Condes, de Providencia, en circunstancias de que nuestra gente sigue esperando.



El proyecto de ley en comento es adecuado desde el punto de vista de que otorga incentivos para que los profesionales que se desempeñan en el sector salud se queden en las regiones o puedan instalarse en ellas.



He escuchado a diversos señores Senadores que plantean la posibilidad de abrir las puertas a médicos extranjeros. Al respecto hay un cuello de botella que evita que médicos foráneos -ojalá de buena calidad y no solamente de aquellos países de los cuales hoy día provienen con mayor regularidad, sino también de Argentina, de Uruguay, de España y de otros lugares- puedan venir a ejercer a Chile.



Finalmente, pienso que el mejoramiento de las condiciones de salida para la gente que lleva numerosos años de trabajo constituye una fórmula de recambio para el personal de salud que no quiere jubilar -usted, señor Presidente, ha planteado este tema en numerosas oportunidades-, pues, aunque percibe un ingreso muy bajo, por lo menos lo recibe, y si se pensionara quedaría expuesto a entrar a la línea de la pobreza y a pasar hambre.



En consecuencia, me parece bien que se le entregue un incentivo a todo ese personal y que ojalá podamos suplir con médicos extranjeros la falta de facultativos chilenos en aquellos lugares a donde estos no quieren ir, que son muchos. 



En la Región de Atacama cada día tenemos mayor presión por ese problema. Los médicos a veces se van de las regiones mineras -como se recordó aquí-,  porque los arriendos son muy caros, el valor de la vida es muy alto y no hay incentivos para quedarse ni posibilidades de ofrecerles casa o habitación.



Por lo tanto, señor Presidente, votaré a favor.



Creo que iniciativas como la que nos ocupa apuntan de alguna manera a resolver parte de esta problemática que, sin duda, es una de las que más nos reclaman en el día a día nuestros electores.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, quiero saludar y desearle el mayor de los éxitos a la doctora Carmen Castillo.



Como manifestaron varios colegas, la necesidad de salud que tiene y siempre ha tenido el país es fundamental.



Es cosa de ver las últimas encuestas, donde los problemas derivados de la delincuencia y de la salud son los que más afectan a la población, sobre todo a la gente más vulnerable que carece de recursos para ir al sistema de salud privado. 



Por eso le deseo el mayor de los éxitos, señora Ministra. 



Ojalá podamos concentrarnos en encontrar las soluciones que se precisan para darle una atención digna a la gente.



La encuesta Adimark de agosto muestra que solo el 29 por ciento de los chilenos aprueba la gestión del Gobierno en salud. Y este índice ha sido similar en todas las Administraciones anteriores: la apreciación se ha repetido históricamente. 



En cuanto al control de la delincuencia, el apoyo ciudadano llega solo a 18 por ciento. 



Es decir, delincuencia y salud son los problemas fundamentales para la población. 



Me salto lo del Transantiago, porque ese drama solo le concierne a la Región Metropolitana.



Voy a aprobar este proyecto, en atención a que los temas que aborda solucionarán muchas inquietudes que hemos reclamado como parlamentarios. 



Lo relativo a ampliar los plazos máximos de los programas de beca resulta esencial. Como hay especialidades distintas, se requiere una mayor amplitud en esos planes. En este objetivo estoy completamente de acuerdo.



El planteamiento de ocupar los cupos que quedaron disponibles del incentivo al retiro de la ley N° 20.612 me preocupa un poco. Por algo quedaron sin uso. Sin embargo, ahora se propone utilizarlos.



Por otro lado, se permite la contratación de médicos titulados en el extranjero. 



Obviamente, a todos nos encantaría contar con la mejor calidad y el mayor número posible de médicos chilenos. Es cierto. Pero la realidad es distinta, y debemos actuar de acuerdo a ella.



Hace unos minutos algunos colegas hablaron de experiencias con doctores extranjeros. 



Al respecto, quiero agradecer y valorar el trabajo de varios de ellos en mi Región. De hecho, a raíz del terremoto, en la ciudad de Rancagua se instaló un hospital de campaña con médicos cubanos. Y luego de la emergencia, tuvimos la suerte de que dos de ellos no se fueron y siguen trabajando en la zona. Aclaro que no se quedaron voluntariamente: ¡se enamoraron de dos chilenas…! Si no hubieran venido a ayudar por la circunstancia del terremoto, lo más probable sería que esos matrimonios no se hubieran consumado. 



En este caso, señora Ministra, se ha dado una integración importante por el amor, más que por la presión política.



Por otra parte, el Senador Quinteros consultó sobre un aspecto muy relevante, que me acaba de ratificar el doctor Accorsi, nuestro excolega como Diputado: los recursos no van a salir de los municipios. Esto es superimportante. De lo contrario, es muy fácil entregar responsabilidades e informar iniciativas que no vienen financiadas. 



La información de que disponemos es que los fondos para los estímulos van a venir de FONASA y para los médicos generales de zona, del nivel central del Ministerio de Salud. 



En consecuencia, el financiamiento de este proyecto no va a afectar los recursos de las municipalidades.



Ayer me encontraba en una de las comunas de mi región y escuché lo que una mujer le dijo al alcalde: “Ayer fui al consultorio y no había médico, porque el único que hay está de vacaciones”. En ese caso, todas las personas que se atienden ahí están obligadas a trasladarse al consultorio de otra ciudad. ¡Esa es la realidad de nuestras regiones! 



Señora Ministra, le pido realizar un especial esfuerzo para mejorar la atención primaria de salud: trabajar en prevención e impedir que lleguen a los hospitales muchas atenciones que no son necesarias.



Por último, quiero contarle -imagino que usted está informada- que, a más tardar en junio, vamos a inaugurar el hospital público, a mi juicio,  más moderno de Sudamérica: el Hospital de Rancagua. Esa es la información de que disponemos. 



Este proyecto fue elaborado por los médicos de nuestra región. Aprovecho de valorar el esfuerzo del doctor Fernando Soto, quien trabajó junto a los parlamentarios…

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Le doy un minuto adicional para que concluya.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Gracias, señor Presidente.



Decía que ese proyecto fluye de la necesidad regional, y fue apoyado por todos nosotros. 



Esperamos contar no solo con la infraestructura tecnológica y los implementos físicos, sino también con los recursos humanos necesarios, porque levantar un hospital que será un orgullo para Chile sin tener los especialistas y la calidad humana que requerimos en ese ámbito, sin duda, puede ser un problema serio.



En consecuencia, voto favorablemente esta iniciativa.



Señora Ministra, le deseo el mayor de los éxitos en su gestión.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor    Senador no ha emitido su voto? 

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en general (29 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron las señoras Van Rysselberghe y Von Baer. 


No votó, por estar pareado, el señor Girardi.  
El señor TUMA (Vicepresidente).- Corresponde ahora votar en particular.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El señor Presidente pone en votación el artículo 1° del proyecto…

La señora VAN RYSSELBERGHE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, quiero hacer una sugerencia. 



Me parece que hay bastante acuerdo en casi todos los temas, salvo en dos: el relativo a la postergación del EUNACOM y el concerniente al aumento del porcentaje de la asignación de dirección superior del Director del FONASA.



Propongo hacer tres votaciones: primero, las normas en las que hay consenso y, posteriormente, las disposiciones de cada una de las dos materias referidas. 



Así agilizamos la votación.

El señor TUMA (Vicepresidente).- De acuerdo.



Si le parece a la Sala, daremos por aprobados todos los artículos del proyecto respecto de los cuales no se ha pedido votación separada.



--Por unanimidad, se aprueban.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Secretaría necesita que se precise cuáles son los dos artículos que se votarán por separado.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Se los señalo de inmediato.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Es el artículo 5°, que figura en las páginas 10 y 11 del boletín comparado?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.
El señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo había pedido votación separada del artículo 4°, sobre bonificación por retiro voluntario. Está en la página 8 del comparado.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Muy bien.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el orden del proyecto, entonces, corresponde tratar primero el artículo 4°.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En votación el artículo 4°.



--(Durante la votación).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, seré muy breve.



No sé si alguien del Ejecutivo -entiendo que la Ministra está recién llegada- puede responder lo siguiente: ¿por qué se fija como corte el 30 de junio del 2010 para otorgar la bonificación por retiro voluntario a los funcionarios que hayan cumplido la edad respectiva para jubilar, en circunstancias de que la ley Nº 20.612 establece el mismo derecho para quienes cumplen el requisito al 30 de junio del 2014?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Si la señora Ministra lo desea, puede hacer uso de la palabra para aclarar la duda del señor Senador.

La señora CASTILLO (Ministra de Salud).- Señor Presidente, pido autorización para que don Enrique Accorsi dé respuesta a la inquietud planteada.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Enrique Accorsi. 

El señor ACCORSI (Asesor del Gabinete de la Ministra de Salud).- Señor Presidente, este asunto quedó pendiente de los retiros anteriores. 



Resulta que, como estas políticas se dan regularmente, la gente espera la posibilidad de un mejor retiro. Por eso quedaron estos cupos rezagados.



Cabe hacer presente que ellos corresponden solo a personas que estaban inscritas en el sistema. Aquí no hay ningún nuevo postulante. Se trata de 953 funcionarios de los servicios de salud que quedaron rezagados en este beneficio y a quienes les asiste este derecho.



Por esa razón, pedimos la autorización para que ellos puedan hacer uso de esta bonificación.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En consecuencia, dichas personas ya cumplen el requisito de la edad. Solo esperan la publicación de esta futura ley para acogerse a retiro con el incentivo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 4° (27 votos a favor y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Girardi.
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Tal como se solicitó, corresponde ahora votar separadamente el artículo 5° (páginas 10 y 11 del boletín comparado). 

El señor TUMA (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 5º (20 votos a favor, 2 en contra y 3 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Van Rysselberghe y el señor Pérez Varela.



Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Coloma y Orpis. 
El señor TUMA (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del señor Patricio Walker.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El último artículo que habría que votar en forma separada es el 7° (páginas 13 y 14 del informe comparado).

El señor TUMA (Vicepresidente).- En votación el artículo 7°.



--(Durante la votación).
La señora VAN RYSSELBERGHE.- Pido la palabra.

El señor TUMA (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría, para fundamentar su voto.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, solo preciso medio minuto.



Deseo que quede expresamente claro, dadas las afirmaciones que han emitido algunos señores Senadores en la Sala, que acá no se trata de no contratar médicos extranjeros, sino de modificar el sistema, a fin de flexibilizar el EUNACOM, de manera que pueda ser rendido varias veces al año y que, además, se tome por especialidad cuando los facultativos acrediten haber cursado alguna en el extranjero.



No estoy de acuerdo con que esto se suprima por dos años, con la sola promesa de que se va a enmendar. Dos años es un plazo enormemente largo y lo que está en riesgo es la salud de las personas más vulnerables.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero recordar que esos mismos médicos hoy trabajan en la Clínica Alemana, en la Clínica Las Condes, y no rinden ningún tipo de examen.



De las bancadas de la Derecha no se ve ninguna preocupación por la llamada “clase media”, por las personas que están en las isapres (muchas de ellas son de clase media). Ahí pueden laborar los médicos sin dar examen alguno; pero, cuando se trata de ir a trabajar con el pueblo en los consultorios municipales, entonces surgen los problemas y se ponen todas las trabas.



Yo no logro entender esa lógica perversa, clasista, discriminatoria. 



Espero que en dos años más efectivamente tengamos un mejor sistema. Por ahora, debemos salir adelante de este modo, porque la gente espera que lleguen los médicos que puedan atender las largas listas de espera, cuestión que no resolvió el Gobierno del Presidente Piñera y que intentaremos solucionar ahora con la nueva Ministra.



Voto a favor.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no hay nada peor que las caricaturas, y el Senador Navarro es una caricatura en sí mismo con relación a lo que expone. 

El señor NAVARRO.- ¡Por favor!

El señor COLOMA.- No lo digo en términos peyorativos. Pero siempre está tratando de que los otros se planteen en función de lo que él piensa.



Lo que ha manifestado la Senadora Van Rysselberghe, que comparto, es que se debe enfrentar este asunto de un modo más creativo, no de la forma como se está proponiendo en la iniciativa.



Yo planteé que, en vez de un examen general, se efectúe uno por especialidad. Creo que eso sería más valorado por los médicos extranjeros, y es lo que la ciudadanía tiene derecho a esperar.



La Senadora Van Rysselberghe está preocupada, y con razón, porque desea que sean médicos de calidad los que atiendan a la gente. Preocuparse por una buena atención sanitaria para las personas es la orientación contraria a la que plantea el proyecto. 



Y hay dos alternativas: efectuar examen por especialidad -me parece muy razonable- y realizar más exámenes al año. 



Es un problema no hacerlo de forma más periódica. Una medida así permitiría no generar esta especie de espada de Damocles respecto de médicos que, como dije en mi intervención en general, han sido muy importantes para la salud. 



Pero eso no obsta a que uno siempre busque cuidar la calidad o a que se propongan maneras más ingeniosas de  enfrentar el problema, como evaluar por especialidad y no por generalidad.



Esa es mi reflexión de fondo, que no corresponde a la caricatura que esbozó el Senador Navarro.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve.



En mi opinión, lo planteado por la Senadora Van Rysselberghe apunta a buscar una fórmula mejor para lograr el objetivo que persigue el artículo 7º.



En todo caso, yo me pronuncio afirmativamente. 



Aprovecho de decirle al Senador Navarro que valoro mucho la presencia de médicos venezolanos y cubanos en consultorios y hospitales nacionales. Y para que puedan seguir trabajando, voto a favor de esta norma, especialmente porque estimo que su aporte es duradero, ya que ninguno de ellos quiere irse de Chile, ninguno desea volver a Cuba ni a Venezuela. ¡Seguramente el Senador Navarro sabe por qué…!

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 7° (25 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones), y queda despachado el proyecto en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votó por la negativa la señora Van Rysselberghe.



Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Coloma y Pérez Varela.


--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, le ofrezco la palabra a la señora Ministra, doña Carmen Castillo.

La señora CASTILLO (Ministra de Salud).- Gracias, señor Presidente.



Agradezco a todos la votación favorable a esta iniciativa de ley.



Hago presente que este proyecto se generó con carácter misceláneo, en atención a que la carga legislativa de Sus Señorías es demasiado alta. Por eso hicimos un comprimido de muchos temas, todos los cuales fueron previamente trabajados con los gremios de la salud.



Estamos muy felices de que hoy se haya aprobado esta normativa, que viene a regularizar muchos asuntos que llevaban años esperando ser normalizados.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- A usted, señora Ministra.

CREACIÓN DE MINISTERIO DE LA MUJER Y LA EQUIDAD DE GÉNERO
La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género y modifica normas legales que indica, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

CREACIÓN DE MINISTERIO DE LA MUJER Y LA EQUIDAD DE GÉNERO



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.287-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 54ª, en 8 de octubre de 2014.



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización, sesión 71ª, en 26 de noviembre de 2014.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo), sesión 91ª, en 27 de enero de 2015.



Hacienda, sesión 91ª, en 27 de enero de 2015.



Discusión:



Sesión 73ª, en 10 de diciembre de 2014 (se aprueba en general).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 10 de diciembre de 2014.



La Comisión de Gobierno deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 6°, 12, 14 y 15 permanentes y las disposiciones transitorias segunda, tercera, cuarta, quinta y sexta. Estas normas deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, soliciten su discusión y votación.



Por otra parte, el inciso primero del artículo 8° de la iniciativa -no fue objeto de enmienda en el segundo informe- debe aprobarse en particular con quórum orgánico constitucional, por lo que requiere 21 votos favorables.



La Comisión de Gobierno efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de una de ellas, que será puesta en discusión y votación oportunamente.



Por su lado, la Comisión de Hacienda introdujo modificaciones en el artículo 10 y en los números 1), 3) y 4) del artículo primero transitorio del texto despachado por la Comisión de Gobierno. Estas enmiendas fueron acordadas por unanimidad en la Comisión de Hacienda.



Cabe recordar que las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifiesten su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, las efectuadas por la Comisión de Hacienda y el texto final que resultaría de aprobarse dichas modificaciones.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, una sola votación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¡Perfecto! Si hay acuerdo, hacemos una sola votación.



En discusión particular.



Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, el proyecto de ley que hoy conoce la Sala, en segundo trámite constitucional, tiene por objeto crear el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género y transformar el Servicio Nacional de la Mujer en el Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género.



Esta iniciativa, comprometida dentro de las primeras medidas del Gobierno de la Presidenta Bachelet, surge de la constatación de que si bien nuestro país ha avanzado en la eliminación de diferentes formas de discriminación hacia las mujeres, subsisten importantes brechas propias de una discriminación estructural, lo que hace necesario contar con un Ministerio que asuma con mayores facultades, recursos y presencia nacional esta misión.



De acuerdo con el proyecto, en el nuevo Ministerio se radicarán las funciones de formulación y evaluación de las políticas relativas a la mujer y a la equidad de género, y en el Servicio Nacional, las vinculadas a su ejecución.



Durante la discusión en particular se presentaron 92 indicaciones, 31 de las cuales fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, mientras que solo una fue despachada por mayoría de votos. A ella me referiré más adelante.



El debate de la Comisión se concentró en los alcances de ciertos conceptos incluidos en la misión, facultades y atribuciones de la nueva institucionalidad, como la equidad de género y la promoción de la protección de la maternidad, los que dan cuenta de distintas visiones en estas materias que ya se habían expresado en la discusión de la Cámara de Diputados.



Pese a estas diferencias, con la disposición favorable de las Senadoras Goic y Van Rysselberghe y de los Senadores Bianchi y Espina, que deseo destacar, se llegó a acuerdos sustantivos que permitieron mejorar el proyecto en diversos aspectos.



Entre otros, se llegó a un consenso para agregar un inciso tercero al artículo primero, que define la misión del nuevo Ministerio, declarando que “La equidad de género comprende el trato idéntico o diferenciado entre hombres y mujeres que resulta en una total ausencia de cualquier forma de discriminación arbitraria contra las mujeres por ser mujeres, en lo que respecta al goce y ejercicio de todos sus derechos humanos.”.



Sobre las funciones y atribuciones propias del Ministerio y del Servicio, la Comisión logró acuerdo en explicitar tres materias que fueron objeto de indicaciones.



En primer lugar, que deberá promover medidas que dignifiquen el trabajo en el hogar en el marco de la corresponsabilidad entre hombres y mujeres.



En segundo término, que fomentará políticas en favor de las mujeres que reconozcan y resguarden la multiculturalidad y las identidades étnicas, respetando sus propias visiones, prácticas, necesidades y creencias, en armonía con los derechos humanos.



Y en tercer lugar, en el proyecto se declara que el Ministerio protegerá la maternidad, reconociendo plenamente la diversidad de las mujeres y sus diferentes opciones de vida.



Alcanzando acuerdo sobre estos puntos, se acogieron indicaciones y modificaron otras, y con la redacción propuesta por el Ejecutivo se aprobaron en forma unánime.



En cuanto a las funciones centrales y la estructura del Ministerio no se produjeron discrepancias, así como tampoco respecto de las facultades delegadas y las normas de protección de los trabajadores ante los cambios que genera la nueva estructura del Ministerio que se crea y la del Servicio que se modifica, pues con ocasión del primer informe se recibió la opinión favorable de los representantes de los funcionarios.



Como señalé, solo una de las indicaciones aprobadas fue acordada por mayoría de votos. Esta recae en el artículo 1°, referido a la misión del Ministerio. En él se señala que estará a cargo de “colaborar con el Presidente o Presidenta de la República en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover la equidad de género, la igualdad de derechos”. La indicación agregó la frase: “respetando la naturaleza y especificidad de la mujer que emana de la diversidad natural de los sexos”.



Los promotores de esta indicación se basaron en que esta referencia existe actualmente en la ley que creó el Servicio Nacional de la Mujer. Por su parte, los representantes del Ejecutivo destacaron justamente que el proyecto en debate surgía de la necesidad de evaluar los cambios operados en los 25 años transcurridos desde su creación.



Para el Ejecutivo y el voto de minoría, la indicación no da cuenta de los cambios acaecidos en este período, afirmando que la “diversidad natural de los sexos” correspondería a una concepción según la cual existiría un “orden natural” centrado en el componente biológico, que definiría los roles de la mujer y del hombre desconociendo la influencia de los factores culturales y limitando, con ello, el campo de acción del futuro Ministerio en función del objetivo de la eliminación de toda forma de discriminación arbitraria…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Puede continuar.

El señor QUINTEROS.- Gracias.



Señora Presidenta, más allá de la diferencia puntual a la que me he referido, la discusión de las 92 indicaciones presentadas y su resultado dan cuenta de un amplio consenso en cuanto a que la creación de esta nueva institucionalidad es de la máxima relevancia para el funcionamiento del Estado en materia de políticas a favor de la mujer y la equidad de género.



Junto con el diseño y promoción de estas políticas, el nuevo Ministerio deberá también velar por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia de equidad de género, de manera de asegurar su transversalidad en el Estado, al tiempo que contará con un Servicio Nacional que se constituirá en su brazo ejecutor, con un marcado acento descentralizador.



Con la aprobación de este proyecto de ley el país estará dando un paso significativo tras el objetivo de terminar con toda forma de discriminación arbitraria en contra de la mujer, poniéndose al día con los cambios sociales, económicos y culturales acaecidos en el país y en el resto del mundo en los últimos años.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Señor Senador, ¿necesita más tiempo?

El señor QUINTEROS.- He concluido, señora Presidenta.



Como solo respecto de una modificación hay voto de mayoría, propongo que se realice únicamente esa votación, pues el resto del proyecto fue aprobado por unanimidad.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muy bien.



En primer término, siempre se procede a dar por aprobadas todas las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Y, en seguida, las modificaciones unánimes.



Está claro que solo la enmienda al artículo 1° debe votarse separadamente, porque fue aprobada por mayoría en la Comisión de Gobierno.



Eso es lo que tendríamos que poner en votación.



Hecho aquello, podríamos realizar, si hubiera acuerdo, una sola votación para lo demás, que fue despachado por unanimidad en cada Comisión.



Entonces, se darían por aprobadas todas las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones.



--Se aprueban reglamentariamente.

La señora ALLENDE (Presidenta).- A continuación, correspondería votar la enmienda al artículo 1°, que fue objeto de una indicación aprobada -como dije- por mayoría en la Comisión de Gobierno.



Hay tres señores Senadores inscritos.



En estos momentos está sesionando la Comisión Mixta encargada de zanjar las diferencias surgidas en torno al proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja. El Senador señor Espina, como miembro de la Comisión de Constitución, debe ir a votar. De modo que les pediría a las dos señoras Senadoras que están inscritas antes que le permitieran a Su Señoría intervenir primero.

La señora GOIC.- Por supuesto, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Muy bien.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, lo que se pondrá en votación es la única enmienda aprobada por mayoría y que se consigna en las páginas 1 y 2 del comparado. Después debe votarse lo demás, por cuanto hay una norma de quórum especial.



Quienes estén de acuerdo con la modificación propuesta deben votar que sí y quienes la rechacen, que no.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación la enmienda recaída en el inciso primero del artículo 1° del proyecto.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, en primer lugar, les agradezco tanto a usted cuanto a las Senadoras señoras Muñoz y Goic la gentileza de dejarme intervenir antes. Efectivamente, se encuentra sesionando en estos momentos la Comisión Mixta y estamos votando en torno al proyecto sobre acuerdo de vida en pareja, que -se los cuento a Sus Señorías- ahora se pasará a llamar “Acuerdo de Unión Civil”.



Quiero aprovechar la oportunidad para decir que, a mi juicio, la forma como tramitamos la ley en proyecto constituye un excelente ejemplo de cómo se puede llevar a cabo un buen trabajo legislativo.



Deseo reconocer el esfuerzo no solo de los cinco miembros de la Comisión, sino también de la Senadora Goic, quien estuvo presente, y de la señora Ministra.



Creo que en verdad hicimos un muy buen proyecto.



Es cierto que hay un debate acerca del inciso primero del artículo 1°, que tendrá que resolverse democráticamente.



Quiero destacar que por primera vez en Chile definimos el concepto de “equidad de género”, cuestión que no se había hecho nunca en nuestro país.



Me parece un avance gigantesco con respecto a la manera en que se deben abordar los distintos temas vinculados a la mujer.



En síntesis, esta iniciativa hace posible que un Ministerio se transforme en una institución pública que desarrolle, potencie todas las fortalezas de la mujer, atendidas sus características propias y naturales, permitiendo su incorporación plena en todas las áreas del quehacer nacional.



Haber incorporado en diversas normas el concepto relativo a impedir la discriminación arbitraria constituye un avance gigantesco. Porque, aunque no lo creamos, la sociedad chilena muchas veces discrimina a las mujeres en las cosas más pequeñas e increíbles.



Desde luego, si uno analiza los propios horarios laborales; cómo han de relacionar el cuidado de sus hijos con su trabajo; cómo se desarrollan en la actividad cotidiana; las remuneraciones que reciben en comparación con los hombres, uno se da cuenta de que las mujeres en nuestro país sufren una muy profunda discriminación.



Además, establecimos una cuestión que para mí es superrelevante -se acordó por unanimidad en la Comisión-, que dice relación con el rol de la mujer como dueña de casa.



Se trata de una función importante. Hay muchas mujeres que, simultáneamente, son dueñas de casa y poseen un trabajo remunerado. A mi juicio reviste un valor enorme que la sociedad destaque, aprecie lo que para una mujer significa trabajar para conseguir el sustento familiar, sobre todo cuando es jefa de hogar, y, adicionalmente, el rol que cumple como dueña de casa.



En mi concepto, esa es una de las funciones en que Chile exhibe mayor retraso. Pareciera ser que el papel de dueña de casa de una mujer no tuviera validez en la sociedad. Ello es de una injusticia enorme.



Por lo tanto, hemos logrado un muy buen equilibrio en establecer los derechos de la mujer sin pretender jamás imponerle lo que hará con su vida, pero intentando que el nuevo Ministerio aborde las distintas realidades que enfrenta y colabore en su desarrollo en todos los aspectos de la vida humana.



Creo, pues, que hemos despachado un muy buen proyecto.



Asimismo, quiero destacar que incorporamos normas que por lo menos para quienes representamos zonas mapuches son muy valiosas: se tendrá que tomar en consideración potenciar y fortalecer a la mujer indígena, quien vive una realidad muy dura en Chile.



Se trata de disposiciones que permiten al Ministerio tomar en cuenta la realidad de la vida de la mujer indígena, al igual que la de la mujer que se encuentra en el campo, pero también la de la que vive en las grandes ciudades, que se levanta todos los días a las 5 y media de la mañana a tomar el Transantiago para llegar a su trabajo a las 8 y media, 9 de la mañana; que termina de laborar a las 5 y media de la tarde y que cuando, finalmente, regresa a su casa a las 9 de la noche se encuentra con un mundo de problemas.



Al respecto, el Ministerio tendrá la labor de fijar normas que posteriormente serán ejecutadas por el Servicio Nacional de la Mujer.



En síntesis, señora Presidenta, hemos elaborado un buen proyecto, el cual se valorará en toda su dimensión cuando entren en aplicación sus disposiciones.



Se ha respetado la diversidad de opiniones existentes en el Senado.



Lo que más valoro de la señora Ministra es que tuvo la voluntad en un momento en que había posiciones que parecían tan antagónicas para que estas se explicitaran y pudiéramos en definitiva llegar a acuerdo.



Fue realmente una muy buena experiencia el trabajo obrado en la Comisión de Gobierno.



Quiero felicitar a su Presidente, porque tuvo la paciencia, primero de soportarme a mí, y después, para trabajar con toda la Comisión. Creo que llevamos a cabo una labor muy eficiente, que en esencia logra que, en los distintos roles y actividades que desarrolla una mujer, el Ministerio pueda ayudarla, potenciarla y sacar adelante todas sus virtudes y cualidades.



También fue muy valioso incorporar muchas veces en el texto el concepto de “discriminación arbitraria”.



Ser capaces de decir que “La equidad de género comprende el trato idéntico o diferenciado entre hombres y mujeres que resulta en una total ausencia de cualquier forma de discriminación arbitraria contra las mujeres por ser mujeres, en lo que respecta al goce y ejercicio de todos sus derechos humanos” me parece un gran avance, que me alegra mucho, sobre todo porque se trató de una indicación que presenté, la cual fue acogida rápidamente por los demás miembros de la Comisión. Ello demuestra el espíritu con que se trabajó.



Voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En relación con lo que señaló el señor Senador respecto a la paciencia que le tuvo el Presidente de la Comisión de Gobierno, ¡a confesión de parte, relevo de prueba…! Usted mismo se autoconfesó. Pero me imagino que la Comisión trabajó con mucho agrado con Su Señoría.



Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, en verdad, la sesión que realizamos en la Comisión de Gobierno fue muy entretenida. Hubo una discusión bastante productiva -lo digo en beneficio del Senador Espina-, que nos permitió mejorar la ley en proyecto.



De igual forma, quiero destacar el rol de la Ministra y de su equipo. También concurrió el equipo de la SEGPRES. Todos colaboraron mucho.



El único punto que se aprobó por mayoría en la Comisión es justamente el que estamos votando en este minuto: la enmienda al inciso primero del artículo 1°, mediante la cual se intercala la frase “respetando la naturaleza y especificidad de la mujer que emana de la diversidad natural de los sexos”. 



Se trata de una indicación de la Senadora Van Rysselberghe. Y quiero argumentar la razón de mi voto en contra.



Todo lo relativo al Ministerio de la Mujer -constituye una gran ganancia tanto para las mujeres cuanto para la perspectiva de equidad de género- se basa justamente en ir cambiando la visión de la mujer encasillada en lo que quizás uno podría decir que biológicamente está determinado.



Si reafirmáramos lo que se plantea con la referida indicación, estaríamos dando crédito a aquel mito que dice que el rol de la mujer tiene que ver con la familia y el hogar y que eso no es función de los hombres; o que el espacio propio de la mujer es el privado y no el público.



Pienso que hay una opinión transversal en el sentido de que ganamos como sociedad en la medida que reconocemos que hay roles compartidos y que no existe determinación biológica o natural, sino que ello se halla cruzado por nuestras construcciones sociales, culturales, por nuestras visiones.



Creo que el mejor ejemplo al respecto son la forma como hemos avanzado en reconocer la importancia de la paternidad en la crianza (es toda un área que para los hombres, en nuestra legislación, muchas veces parece incluso negada) y la manera en que eso ha permitido aun construir mejores familias.



Qué duda cabe de la relevancia de la incorporación de las mujeres en el mundo de lo público. Y es esa justamente la visión que queda contradicha en lo que plantea el Ministerio como esencia de su rol, de su mirada respecto de la enmienda que planteamos rechazar.



Junto con eso, me gustaría destacar -ya lo hizo el Senador Espina- la existencia de una definición de equidad de género. Ello despeja muchas de las dudas que suscita el texto, a cuya comprensión contribuye la especificación del concepto de discriminación arbitraria. 



Se asume como función del Ministerio el promover la protección de la maternidad reconociendo la diversidad de las mujeres, sus distintas realidades y sus diferentes opciones de vida, y entendiendo que aquella puede ser un proyecto para algunas pero no para otras. 



Se establece con claridad el término “corresponsabilidad”, haciéndose presente la necesidad de incluir una educación que incorpore tanto a hombres cuanto a mujeres.



La maternidad tiene una función social. No compromete únicamente a las mujeres. Y con esto reafirmo lo que señalaba para argumentar en contra de la modificación contenida en el artículo 1°. 



O sea, la maternidad no es solo una responsabilidad de las mujeres como -si fuera correcto decirlo así- está determinado biológicamente, sino que hay, por una parte, una función social -y se asume de esa manera dentro de las funciones del Ministerio-, y por otra, una corresponsabilidad de hombres y mujeres en el objetivo de dignificar y relevar el trabajo doméstico (se discutió asimismo), el cual también se asocia como algo propio de las mujeres y se estima un aporte de segunda categoría.



Se señalaba, asimismo, el resguardo de la multiculturalidad, de las identidades étnicas. Y esto, remitido no solo al mundo mapuche, sino a todas las etnias originarias existentes a lo largo de nuestro país. Hay allí un grupo de mujeres que sufren una triple discriminación: por ser mujeres, por ser indígenas y, muchas veces, por falta de acceso a medios económicos y de oportunidades para desarrollarse. 



Creo que este es un buen proyecto; constituye un tremendo paso, que quiero destacar.



Existe el compromiso de la Presidenta Michelle Bachelet de dar el estatus que requiere un Ministerio que aborde la temática de la mujer y la perspectiva de equidad de género en forma moderna, como transversalmente se han ido incorporando no solo en nuestro país sino en el contexto internacional y en el ámbito del reconocimiento de los derechos humanos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, me tocó participar en el análisis de este proyecto en la Comisión de Gobierno, y creo que este es un ejemplo de cómo se deben dar las discusiones: con altura de miras, buscando los puntos de encuentro, tratando de captar las distintas sensibilidades y las diversas posiciones, que en muchos casos pueden ser comunes.



Desde esa perspectiva, agradezco la posición que tuvieron el Ministerio y la Ministra. Y quiero plantear que aquel recoge aspectos que al principio no se habían considerado. 



En efecto, primero yo me abstuve, pues creía que el Ministerio estaba incluso debilitando funciones actuales del SERNAM. Por ejemplo, al resguardar la maternidad solo en los casos en que está planificada. Y esto se modificó.



En efecto, cerca de 40 por ciento de mujeres tienen embarazos no planificados y aceptan su maternidad con gusto, con alegría, aunque no estaba dentro de sus planes de vida originales. En este caso, el Ministerio lo ve como una cosa positiva y lo incluye dentro de sus líneas de trabajo.



Lo mismo sucede con lo relativo al trabajo de las dueñas de casa, que se había eliminado y fue reincorporado, pues una de cada tres mujeres realiza esa labor a tiempo completo. Al respecto, subsistía una diferencia de opinión -básicamente porque no habíamos logrado ver aquello que nos unía-, surgida a partir del criterio de que en el trabajo del hogar debe haber corresponsabilidad. Eso es así. Pero en la medida que esa labor no se dignificaba porque el Estado la invisibilizaba teníamos menos posibilidades de incorporar en ella a los hombres. 



Por lo tanto, se concordó finalmente en la necesidad de resguardar como línea de trabajo la actividad de las mujeres como dueñas de casa, poniéndose énfasis en la corresponsabilidad de hombres y mujeres.



De otro lado, tal como dijo la Senadora Goic, se incorporó a las mujeres indígenas, lo que considero superimportante, pues son discriminadas por distintos motivos: no solo por esa condición, sino también por ser mujeres y por su vulnerabilidad.



Entonces, creo de verdad que se mejoró sustancialmente el proyecto.



Sin embargo, existió entre nosotros una diferencia, la que se discutió en la Comisión. Y quiero explicarla. 



Dentro de la teoría de género, algunos plantean una definición extrema: la que dice que el género es solo biológico.



Me parece que eso no corresponde: nadie es únicamente su cuerpo. 



Hay otra definición extrema, cual es la que expresa que el género es solamente un constructo social, abstrayéndose de una realidad física: lo que somos.



Y existe una postura mixta: la que postula que somos las dos cosas, que somos un cuerpo que se construye socialmente a base de las realidades que se van viviendo.



En nuestra opinión, es importante dejar plasmado que las mujeres no somos solo un constructo social; que tampoco somos únicamente un cuerpo, y que somos la suma de ambas cosas.



A mí me parece que el nuevo Ministerio, que apunta a la equidad de género buscando la igualdad de oportunidades y derechos de las mujeres, debe basarse en una realidad: la de que nosotras somos mujeres construidas socialmente.



Esa es la razón por la cual defendemos la modificación que se vota. Y creemos que debiera aprobarse, pues enriquece el proyecto en la medida que, en definitiva, revela cómo se construyen los seres humanos, cómo se construyen las personas. 



Las personas no somos solo un cuerpo; tampoco somos únicamente una cosa social: somos la suma de ambas cosas. Y eso debe quedar reflejado en esta iniciativa, porque es lo que nos hace diferentes a todos y cada uno de nosotros, hombres y mujeres. Nos hace diferentes nuestra biología, que es modelada por el contexto social en que nos toca vivir.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señora Presidenta, yo me sumo a la alegría existente por la conclusión del estudio de este proyecto, que es de suyo complejo y que entra en las dimensiones del debate cultural. Y las resistencias culturales a los cambios en el ámbito político son muy fuertes.



Así que quiero felicitar a la Ministra, al Presidente de la Comisión, a los demás miembros de esta, y sumarme a lo que señaló el Senador Espina en el sentido de que se hizo un gran trabajo, que está terminando con un texto muy bueno.



Yo me voy a referir también, señora Presidenta, a la enmienda de que hizo mención la Senadora Van Rysselberghe.



Mediante la enmienda en comento se establece que todos los programas y planes orientados a construir equidad de género deben hacerse “respetando la naturaleza y especificidad de la mujer que emana de la diversidad natural de los sexos”.



En mi opinión, eso contradice la esencia del proyecto, que busca la equidad de género.



La equidad de género  significa dejar atrás las desigualdades existentes entre hombres y mujeres, las que no se originan en la diferencia biológica entre los sexos, sino en la construcción cultural de identidades y roles que se asocian a los hombres, como género masculino, y a las mujeres, como género femenino.



La biología, efectivamente, se asocia al sexo: hombre y mujer. La cultura se asocia al género: femenino y masculino. Es, entonces, en un proceso cultural y civilizatorio que se originan las desigualdades, dando nacimiento a la discriminación y la subordinación de las mujeres, género femenino, y a la supremacía y dominio del hombre, género masculino.



Así es. Hemos vivido cinco mil años. Por tanto, conocemos qué significa eso.



En definitiva, es bienvenida la diferencia entre los sexos, pero rechazada la desigualdad entre hombres y mujeres, vale decir, entre géneros. 



Por eso, el propósito del proyecto es avanzar hacia la igualdad de género y no a la igualdad entre los sexos, dado que, biológicamente, esta última es imposible.



¡Tendría que venir Mandrake el Mago para provocar la igualdad entre los sexos...!



Hombres y mujeres no podemos ser iguales desde el punto de vista biológico. Pero culturalmente, sí. Porque la desigualdad nace de ahí: de una construcción cultural.



Se puede pensar que las mujeres somos biológicamente aptas para el trabajo doméstico, para tejer, para cuidar niños. Y los hombres, ¿no? ¿O más bien se trata de roles construidos y asociados a un sexo u otro, dando origen a habilidades femeninas y masculinas?



En realidad, el tiempo ha ido cambiando aquello. Hoy existen hombres que cocinan y mujeres que pilotan aviones.



Entonces, aquí hay algo que se halla en la cultura, no en el sexo.



Señora Presidenta, no se debe temer al concepto “género”. No es un concepto subversivo del marxismo como se ha tratado de instalar: es un concepto de la sociología que da cuenta de procesos culturales, civilizatorios, en que se van construyendo identidades, roles y conductas que se transmiten entre seres humanos que viven en sociedad.



Por eso, voto en contra de la enmienda propuesta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Vi la cara de preocupación del Senador Montes. 



¡No se angustie tanto respecto a la igualdad de género, Su Señoría...!

El señor MONTES.- ¡No, señora Presidenta: estaba escuchando con gran atención!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Vi que miraba con mucha preocupación a la Senadora Muñoz.



¡Quédese tranquilo, Su Señoría: no se preocupe...!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se rechaza la enmienda de mayoría introducida por la Comisión de Gobierno al inciso primero del artículo 1° (16 votos en contra y 13 a favor).


Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores De Urresti, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Ahora vamos a pedir que se hagan sonar los timbres para llamar a los señores Senadores, especialmente a los que están en la Comisión de Constitución, porque realizaremos una sola votación para pronunciarnos sobre las restantes modificaciones unánimes y acerca del artículo 8°, para cuya aprobación se requieren 21 votos favorables, por tratarse de una norma de quórum especial.



Por lo tanto, les ruego a los jefes de bancada que llamen a sus integrantes, pues tras cinco minutos de accionados los timbres procederemos a la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La señora Presidenta pondrá en votación todas las enmiendas unánimes, más el artículo 8°, que, aunque no sufrió enmiendas, debe aprobarse con al menos 21 votos favorables, por ser  orgánico constitucional.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.



¿Votaron ya los miembros de la Comisión de Constitución?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, señora Presidenta.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas unánimes y el artículo 8°, dejándose constancia de que respecto de este se reúne el quórum constitucional requerido (27 votos favorables), y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Pérez Varela. 



Queda despachado en particular el proyecto que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.



--(Aplausos en la Sala).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PASCUAL (Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer).- Señora Presidenta, agradezco al Honorable Senado la aprobación del proyecto de ley que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.


Somos conscientes de que fue un arduo trabajo legislativo (se extendió hasta comienzos de este año), que demandó mucho esfuerzo a Senadoras y Senadores.


Por consiguiente, vayan nuestra gratitud y nuestro reconocimiento.


Como Gobierno, estamos avanzando en el programa que le propusimos al país. Sabemos que nuestra agenda es importante y que a veces requiere un duro trabajo. Pero tenemos el convencimiento de que debemos dar respuesta a las demandas de la ciudadanía para construir una nación con menos desigualdades y con más oportunidades para todas y todos.



El Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género es una iniciativa largamente esperada por las mujeres de Chile. Responde a la necesidad de que al más alto nivel del Estado exista una institucionalidad a cargo de políticas públicas orientadas a ellas, a fin de responder a sus necesidades.


Como sabemos, las mayores desigualdades económicas, políticas, sociales y culturales de nuestro país afectan a las mujeres: estas tienen menos acceso al trabajo; desempeñan labores de menor calidad, muchas veces sin previsión y con remuneraciones inferiores a las de los hombres. A eso se suma que disponen de menos posibilidades para desarrollar carreras profesionales.



También las mujeres se hallan menos representadas en los espacios de decisión política. Pero eso podrá ir cambiando luego de la aprobación de la reforma electoral, que incluyó el criterio de paridad de género.


Las mujeres, sin importar su condición social u origen, viven distintas situaciones de discriminación, producto de una cultura que las sigue considerando inferiores a los hombres o en situación de dependencia de ellos.


Entre los obstáculos que las mujeres deben sortear muchas veces para desarrollarse se encuentran las regulaciones de la sociedad conyugal, que no reconocen a sus integrantes igualdad de condiciones.



Al mismo tiempo, este orden cultural es el que permite que la violencia contra las mujeres se encuentre naturalizada y se siga tolerando en nuestra sociedad. De ello dan cuenta las cifras, que nos hablan de que, en Chile, una de cada tres ha experimentado una agresión física, sicológica o sexual en su vida. Por eso, necesitamos avanzar también en una legislación que las proteja de las distintas formas de violencia, más allá del espacio familiar.



El Ministerio deberá coordinar el trabajo transversal del Estado para las mujeres y por la equidad de género.



Cuando mencionamos las políticas en favor de ellas, hacemos referencia a más de la mitad de los habitantes de nuestro país. No nos cansamos de recordar que no somos una minoría.



Chile no puede desarrollarse y ofrecer más a su ciudadanía si las mujeres siguen postergadas; si sus capacidades, competencias, conocimiento y creatividad continúan desconocidas. El Ministerio viene a reconocer tal contribución en toda su diversidad, conforme a distintos proyectos de vida.



Necesitamos el aporte proveniente de las que están en sus casas, así como el de las que trabajan fuera de ellas. En el proyecto ha quedado reconocido el valor del trabajo doméstico en corresponsabilidad.



Necesitamos el aporte de las mujeres de los pueblos originarios, el de las migrantes y las afrodescendientes, el de las campesinas y las que viven en zonas rurales o urbanas, el de las que se encuentran organizadas y las que no lo están.



El Estado, por su parte, debe responder a la diversidad de demandas y necesidades a través de la institucionalidad que estamos creando.



Estamos convocados, como Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, a diseñar, coordinar y evaluar “las políticas, planes y programas destinados a promover la equidad de género, la igualdad de derechos y de procurar la eliminación de toda forma de discriminación en contra de las mujeres.”



Con el aporte de los parlamentarios en el Congreso, estamos avanzando, así, para construir un país con menos desigualdad y que les reconoce a las mujeres el lugar que les corresponde.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala).

La señora ALLENDE (Presidenta).- No puedo dejar de expresar -discúlpenme Sus Señorías que lo haga desde la testera- que me siento muy orgullosa de la aprobación de la iniciativa.



Estoy muy contenta de que ello me haya tocado.



Muchas gracias.

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.551, que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras, y el decreto ley N° 3.525, de 1980, que crea el Servicio Nacional de Geología y Minería (boletín N° 9.624-08) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Queda para tabla.

El señor LABBÉ (Secretario General).- También se ha recibido una moción, de los Honorables señor Espina, señora Van Rysselberghe y señores Larraín, Pérez Varela y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que otorga una mayor protección a la ciudadanía al establecer sanciones más efectivas para la reincidencia en el delito de hurto y agrava la penalidad en los delitos de robo y hurto cometidos en medios de transporte público (boletín N° 9.879-07) (Véase en los Anexos, documento 8).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

)--------------(

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor TUMA (Vicepresidente).- Sí, Su Señoría.

El señor ESPINA.- El proyecto que se encuentra a continuación en el Orden del Día, en segundo trámite constitucional, modifica la ley N° 19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaría de Prevención del Delito.



A mí me interesa mucho participar en el debate -de hecho, estamos trabajando en el asunto con la Subsecretaría-, por lo que pido poner la iniciativa en el primer lugar del Orden del Día de la tabla de mañana. No puedo estar votando el acuerdo de vida en pareja y ocupándome simultáneamente en esta otra materia. Entonces, solicito un poco de consideración por quienes hemos tratado de actuar con la mayor lealtad. En efecto, se despachó la creación del Ministerio de la Mujer, que mejoramos, y ahora estamos en el AVP.



Formulo la petición porque tengo que ir a votar este último, que no quiero retrasar. Me interesa mucho poder exponer mis puntos de vista sobre el proyecto que corresponde ver ahora, que es un buen texto y es preciso mejorar.



Prefiero que se acceda, para no pedir aplazamiento de la votación.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Por mi parte, no tengo inconvenientes en cuanto a lo que usted le interesa, señor Senador. Deseo precisar, sin embargo, que el punto tendría que colocarse en el segundo lugar del Orden del Día, porque otra iniciativa ha sido calificada con urgencia de “discusión inmediata”.

El señor ESPINA.- Con la misma lealtad, quisiera subrayar que la aprobación tiene que ser mañana, señor Presidente. Deseo explicar por qué: como el plazo para presentar indicaciones vencerá en marzo y empezará la competencia de fútbol, toda la tramitación debe concluir a más tardar a fines de ese mes.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, la materia a la que se ha hecho referencia quedará para la sesión de mañana.



Acordado.

RESPONSABILIDAD JURÍDICA POR ACCIÓN DE ANIMALES POTENCIALMENTE PELIGROSOS
La señora ALLENDE (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía, con informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6.499-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Kuschel, Ruiz-Esquide y de los entonces Senadores señores Arancibia y Ominami):


En primer trámite, sesión 14ª, en 5 de mayo de 2009.


En tercer trámite, sesión 34ª, en 23 de julio de 2014.


Informes de Comisión:



Salud: sesión 19ª, en 19 de mayo de 2009.



Salud (nuevo): sesión 63ª, en 10 de noviembre de 2009.



Salud (complementario del nuevo): sesión 18ª, en 17 de mayo de 2011.



Salud (segundo): sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.



Hacienda: sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.



Salud (tercer trámite): sesión 61ª, en 5 de noviembre de 2014.


Discusión:



Sesiones 22ª, en 2 de junio de 2009 (vuelve a Comisión de Salud para un nuevo informe); 19ª, en 18 de mayo de 2011 (queda para segunda discusión); 21ª, en 31 de mayo de 2011 (queda aplazada su votación); 22ª, en 1 de junio de 2011 (se aprueba en general); 44ª, en 29 de agosto de 2012 (queda para segunda discusión); 51ª, en 2 de octubre de 2012 (se aprueba en particular).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobó las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, con excepción de las recaídas en los numerales 9) y 10) del artículo 2°; en el artículo 3°; en la sustitución del artículo 4°, salvo los incisos tercero, quinto y séptimo; en el inciso primero del artículo 5°; en el inciso cuarto del artículo 6°; en el artículo 8°; en el inciso segundo del artículo 9°; en el artículo 11; en el encabezamiento del artículo 12 y en el inciso segundo, respecto de la primera modificación; en el número 2 del artículo 14; en el inciso primero del artículo 15, en cuanto a la primera sustitución; en el Título V y los artículos 20 y 21; en el inciso segundo del nuevo artículo 18; en el nuevo artículo 19; en el inciso tercero del nuevo artículo 21; en los nuevos artículos 24, 25 y 26; en el inciso segundo del nuevo artículo 33, y en el número 2) del nuevo artículo 35.


En el caso de que la Sala acuerde aprobar la proposición del órgano técnico, las enmiendas que inciden en el inciso tercero del artículo 4° y el inciso segundo del artículo 28 del texto de la Cámara de Diputados requieren 27 votos para su aprobación, por ser normas de rango orgánico constitucional.



Del mismo modo, si la Sala decidiera acoger el artículo 3° propuesto por la otra rama del Congreso, que la Comisión recomienda rechazar, los incisos segundo y tercero del precepto revisten carácter orgánico constitucional, por lo que necesitan 21 votos para su aprobación.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcribe el texto sancionado por el Senado, las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados y la proposición de la Comisión de Salud.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si se aprueban las proposiciones contenidas en el informe y que ha expuesto el señor Secretario, tendrá que formarse una Comisión Mixta. Entiendo que eso es exactamente lo que se desea, por lo que se llevará a cabo una sola votación.

El señor ORPIS.- ¿Eso pide el órgano técnico?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Así es.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Hubo unanimidad?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Me parece que sí, pero si alguien pide votación, se procederá a llevarla a cabo.

El señor ORPIS.- Votemos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se verificará un solo pronunciamiento para todas las proposiciones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Si ellas se acogen, no se necesitará quórum especial para la única norma cuya aprobación podría demandarlo.



Quienes estén de acuerdo con lo planteado por la Comisión votarán que sí y quienes estén en desacuerdo lo rechazarán.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.



--(Durante la votación)

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, la tramitación de la iniciativa sobre tenencia responsable de mascotas se inició hace alrededor de seis años. Cada vez que una de ellas mordía con resultado de muerte o de lesiones graves gravísimas, la cuestión volvía a estar en el eje de la discusión pública y se pedía “suma” urgencia o “discusión inmediata”.



Finalmente, el Gobierno del Presidente Piñera asumió la materia por el lado del Ministerio del Interior y efectuó la calificación pertinente.



La anterior Ministra de Salud, señora Helia Molina, también la consideró una prioridad. De hecho, durante gran parte del trabajo legislativo en el último año estuvimos en la Comisión técnica sacando adelante el proyecto de ley.



El texto contempla un cambio importante en términos de que se da la posibilidad cierta de una regulación que permita modificar el marco normativo. En primer lugar, contempla una definición de lo que se entiende por “mascotas o animales de compañía”, “animal abandonado”, “perro callejero”, “perro comunitario”, “animal perdido”, “animal potencialmente peligroso”, “tenencia responsable de mascotas o animales de compañía”, “centros de mantención temporal de las mascotas o animales de compañía”, “criador” y “criadero”, entre otras materias de importancia.



En seguida, se establecen un marco regulatorio de los recintos en que se pueden mantener las mascotas; las condiciones para la presencia de los animales en la vía pública; los seguros de responsabilidad civil que deberán contratar dueños, poseedores o tenedores, y algunas acciones populares para el resguardo de la población.



Estimamos que así se está dando un paso decisivo para contar con una normativa que efectivamente permita, por una parte, la tenencia responsable de mascotas, y por la otra, la protección de las personas ante razas o especies potencialmente peligrosas.



Consideramos que sin lugar a dudas se deben aprobar las proposiciones contenidas en el informe y despachar por fin una iniciativa largamente esperada tanto por las asociaciones animalistas como por la sociedad civil.



De ese modo, en eventualidades de la naturaleza de una mordedura de un perro con resultado de muerte o de lesiones graves, nunca más se tendrá que mirar nuevamente hacia el Congreso Nacional, sino que más bien se darán todas y cada una de las condiciones necesarias, desde el punto de vista tanto de los seguros de responsabilidad civil como de las sanciones penales que determina el proyecto.



Por tanto, voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señora Presidenta, solo deseo fundamentar mi aprobación de las recomendaciones de la Comisión.



La tramitación de la iniciativa ha sido larga. En general, en su segundo trámite fue mejorada sustantivamente. Creo que en el órgano técnico existió un acuerdo bastante transversal con relación al texto. Lo que hemos hecho es considerar la formación de una Comisión Mixta en cuanto a algunos aspectos que incluso están acordados con el Ejecutivo, así como introducir mejoras y adecuaciones de redacción en algunos de los artículos.



Cabe destacar la importancia de avanzar a la Comisión Mixta y dejar acotado hoy día el trámite, para que en marzo, a partir de la primera semana, sea posible constituirla y darle celeridad a la tramitación del proyecto. Cada vez que un niño o una persona son agredidos por un perro de una raza potencialmente peligrosa o uno callejero se nos pregunta a los parlamentarios qué sucede con la normativa, y creo que es una buena señal de estar haciendo nuestro trabajo el que podamos darle curso a la tramitación.



Uno de los aspectos en que logramos acuerdo y que vale la pena comentarles sobre todo a los colegas que no fueron parte de la discusión es que nos interesa dejar muy nítidamente definidas las responsabilidades sobre el particular de las instancias públicas. El asunto no solo dice relación con el Ministerio de Salud, que por supuesto cumple un rol en la materia, sino también con el Ministerio del Interior. De hecho, los recursos que deben contemplarse para los municipios con miras a la esterilización y los programas respectivos se canalizan a través de esta última Cartera.



Con las modificaciones expuestas se vincula lo que tenemos que trabajar en la Comisión Mixta y que sería conveniente sacar adelante en forma rápida en marzo -repito- para que la iniciativa se transformara en ley y permitiese una mejor actuación, tanto de los gobiernos locales como de las instancias de los servicios públicos relacionados, en orden a lograr un mejoramiento en términos de educación en la tenencia responsable de mascotas. Ojalá se eviten, así, las situaciones que se dan hoy día y que han afectado gravemente la salud de muchos niños y demás personas.



Por eso, voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señora Presidenta, parto por consignar que no hay un vacío legal en esta materia delicada de mascotas y animales y de los daños que potencialmente pueden causarles a las personas. Cada vez que se registra una mordedura dicen: “En el Congreso Nacional duerme tal proyecto”, como si no hiciéramos nada. El asunto está regulado en la ley sobre protección de animales, en el Código Penal y en el Código Civil.



Ahora, el proyecto efectivamente significa un progreso en el sentido de asignar roles y generar algunas instancias que conviene tener en cuenta.



Además, avanza en la tenencia responsable y en la posibilidad de llevar a cabo finalmente procesos de esterilización preventivos. 



Lo clave es la educación. Si la tenencia irresponsable o soltar mascotas es una actividad permanente, de ahí nace el peligro. Existen los perros vagos, que no le hacen daño a nadie, con la salvedad de que es preciso cuidarse desde el punto de vista sanitario; los que tienen dueño y se hallan bien resguardados, y los que tienen dueño y son sanos a los que se suelta. Estos últimos son los más peligrosos, porque, además, son territoriales.



Estimo que se requiere un esfuerzo importante desde el punto de vista económico y de la institucionalidad. A propósito de lo expuesto por la Senadora señora Goic, quisiera manifestar que ha habido una pugna entre el Ministerio de Salud, el Ministerio del Interior y los municipios. Estos últimos no disponen de fondos para los planes de esterilización y lograr una tenencia responsable a través del microchip o de la antigua placa utilizada para identificar a los dueños y conocer la historia de las mascotas.



En este sentido, se registra un avance, pero quisiera observar que es preciso actuar con alguna prevención, dado que existe una mentalidad más antigua en algunos sectores de la salud que creen que el problema se resuelve por la vía de eliminar a los perros vagos o a otras especies potencialmente peligrosas. Está demostrado que eso, además de ser antiético, no es así.



Quisiera darles el crédito que les corresponde a las organizaciones de protección animal, entre ellas al Comité Pro-Animal y a su presidenta, Patricia Cocas, como también a los Diputados que iniciaron el proyecto de ley sobre animales potencialmente peligrosos y peligrosos, entre ellos el ex parlamentario Leopoldo Sánchez.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, la iniciativa efectivamente lleva mucho tiempo de tramitación. De hecho, prácticamente durante todo el último año la hemos estado analizando en la Comisión, en lugar de ocuparnos en aspectos propios de la salud pública propiamente tal, relacionada de manera directa con lo que sucede en hospitales y consultorios.



Pienso que el proyecto en verdad significa un avance en lo referente a la tenencia responsable y, probablemente, a las razas peligrosas. Pero es preciso no crear falsas expectativas: no se resuelve el problema de los perros vagos y callejeros. En las poblaciones hay animales territoriales, peligrosos y enfermos, que ocupan plazas y espacios públicos, y la normativa en examen no se hace cargo de la situación. Tampoco se entregan recursos para poder generar alguna solución al respecto y devolverles esos lugares a la gente que no cuenta con otros para disfrutar y salir a pasear.



Por lo tanto, si bien se ha realizado un esfuerzo legislativo y tenido lugar un progreso, me parece que ello es absolutamente insuficiente para la realidad que se está viviendo sobre todo en los barrios populares en nuestro país.



Quienes hemos sido alcaldes sabemos que hay sectores donde los vecinos piden hacer algo por correrse el riesgo de que perros peligrosos ataquen a los niños y que no hay ninguna respuesta que darles.



No sé cuál tiene que ser la contestación, pero debiera haber alguna. Porque la ley en proyecto dice relación, básicamente, con los perros que tienen dueño y la cuestión se suscita con los perros que no lo tienen, que ocupan, por ser territoriales, los espacios públicos de las poblaciones más vulnerables. 



Entonces, me alegro de que se haya avanzado, pero se trata de un esfuerzo claramente insuficiente, que no resuelve el problema ni soluciona lo que hoy está pasando en el Chile real, y que, si bien nos deja contentos, de alguna manera, como legisladores, no satisface las demandas de la comunidad. 



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).-No tengo más inscritos para intervenir.



Señor Secretario, consulte. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).-Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe de la Comisión de Salud, que sugiere rechazar algunas de las modificaciones introducidas al proyecto por la Cámara de Diputados en el segundo trámite (20 votos a favor), y se designa como integrantes de la Comisión Mixta que deberá formarse a los señores Senadores miembros de la referida Comisión de Salud.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quintana, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa. 

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, solicitándole DIVERSAS ACCIONES RELACIONADAS CON “PROYECTO EIA PLAN DE EXPANSIÓN CHILE LT 2x500 KV CARDONES-POLPAICO”.



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro de Energía, requiriéndole ANTECEDENTES ACERCA DE CONVENIO DE COLABORACIÓN TÉCNICA SUSCRITO CON MINISTERIO DE SALUD PARA EJECUCIÓN DE PLAN DE EFICIENCIA ENERGÉTICA EN 57 HOSPITALES PÚBLICOS. Al señor Director del Servicio Agrícola y Ganadero, pidiéndole información en cuanto a POLÍTICAS PÚBLICAS DE MINISTERIO DE AGRICULTURA SOBRE USO DE BIOCONTROLADORES. Al señor Director Nacional de la Corporación Nacional Forestal, requiriéndole envío de RESULTADOS DE PROGRAMA DE CONTROL BIOLÓGICO EN ÚLTIMOS AÑOS. Al señor Director Ejecutivo del Instituto Forestal, para que remita antecedentes acerca de PORCENTAJE DE EDIFICACIÓN CON MADERA EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS Y PROMOCIÓN Y CONTROL DE CALIDAD DE PRODUCTO. Y al señor Director Ejecutivo de la Fundación para la Innovación Agraria, a fin de que envíe información respecto de FINANCIAMIENTO DE PROYECTOS DE BIOPLAGUICIDAS O BIOCONTROLADORES



Del señor CHAHUÁN:



A la señora Ministra de Salud, a fin de que se sirva informar si su Cartera ha procedido a la CELEBRACIÓN DE CONTRATOS, ACUERDOS DE COMPRA, NEGOCIACIONES U OTRO TIPO DE ACTOS CON FEDERACIÓN INTERNACIONAL DE GINECOLOGÍA Y OBSTETRICIA (FIGO).



Del señor GARCÍA:



Al señor Director Nacional de la Corporación Nacional Indígena, con el propósito de solicitarle antecedentes sobre FAVORECIDOS CON SUBSIDIOS DE COMPRA DE TIERRAS QUE NO HAYAN HECHO USO DEL BENEFICIO Y CONSULTORAS CON CONTRATOS VENCIDOS CON CONADI.



De la señora MUÑOZ:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole información sobre CONVENIOS PARA ASESORÍA, ASISTENCIA TÉCNICA Y GESTIÓN DE PROYECTOS REFERIDOS A APR DE REGIÓN DE COQUIMBO. Y al señor Ministro de Agricultura, solicitándole estudiar MODIFICACIONES A NORMATIVA LEGAL EN MATERIA DE BONIFICACIONES A OBRAS DE REGADÍO Y TECNIFICACIÓN DE RIEGO.



Del señor QUINTEROS:



Al señor Subsecretario del Interior, consultándole por PETICIÓN DE TRABAJADORES PORTUARIOS DE PUERTO MONTT PARA OBTENCIÓN DE PENSIÓN DE GRACIA. Y a los señores Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura y Secretario Ejecutivo del Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal, para que informen MEDIDAS ADMINISTRATIVAS A CONSULTORA ANTE RECHAZO DE SOLICITUD DE CONCESIÓN MARÍTIMA A SINDICATO “RÍO PUDETO DE ANCUD”.
)----------(


--Se levantó la sesión a las 19:26. 









Manuel Ocaña Vergara, 








  Jefe de la Redacción
1

INFORME DE COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO AERONÁUTICO, EN MATERIA DE TRANSPORTE DE PASAJEROS Y SUS DERECHOS

(4.595-15 y 4.764-15, refundidos)

HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

Vuestra Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Honorable Senado y la Honorable Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el rubro, originado en Mociones refundidas del Honorable Senador señor Letelier y de los ex Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (Boletín Nº 4.595-15), y de los ex Senadores señores Vásquez, Ávila, Gómez, Naranjo y Zaldívar, don Adolfo, que modifica el Código Aeronáutico, estableciendo un seguro flotante colectivo en caso de suspensión de operaciones de líneas aéreas (Boletín Nº 4.764-15).
- - - - - - - -


El Honorable Senado, Cámara de origen, en sesión celebrada el día 13 de mayo de 2014, designó como miembros de la Comisión Mixta a los integrantes de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, los Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal. 


La Honorable Cámara de Diputados, por su parte, por Oficio Nº 11.287, de fecha 14 de mayo de 2014, comunicó la designación, como integrantes de la Comisión Mixta de los Honorables Diputados señora Maya Fernández Allende y señores Jaime Bellolio Avaria, José Manuel Edwards Silva, Sergio Espejo Yaksic y Daniel Farcas Guendelman. 

Posteriormente, el Honorable Diputado señor Daniel Farcas Guendelman fue reemplazado por la Honorable Diputada señora Loreto Carvajal Ambiado en las sesiones celebradas los días 1 de octubre y 15 de diciembre de 2014 y 5 de enero de 2015, luego el Honorable Diputado señor Joaquín Tuma Zedán sustituyó a la señora Carvajal en la sesión del 19 de enero de 2015. A su vez el Honorable Diputado señor Sergio Espejo Yaksic fue reemplazado por el Honorable Diputado señor Patricio Vallespín López, en la sesión del 1 de octubre de 2014.

Previa citación de la señora Presidenta del Honorable Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 1 de octubre de 2014, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Manuel José Ossandón Irarrázabal, y Honorables Diputados señoras Maya Fernández Allende y Loreto Carvajal Ambiado (Daniel Farcas Guendelman) y señores Jaime Bellolio Avaria, José Manuel Edwards Silva y Patricio Vallespín López (Sergio Espejo Yaksic). En dicha oportunidad, por la unanimidad de sus miembros presentes, eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Manuel José Ossandón Irarrázabal, y de inmediato se abocó al cumplimiento de su cometido.


A una de las 4 sesiones celebradas por la Comisión Mixta asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Antonio Horvath.

Durante la tramitación de este proyecto de ley, vuestra Comisión Mixta contó con la colaboración y participación del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes; del Asesor del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Valladares; del Asesor del Gabinete del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Berazaluce; del Asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Adrián Fuentes; de la Asesora Legislativa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia; del Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder y del Asesor Legal de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Álvaro Lisboa.


Además, contó con la asistencia de los Asesores del Honorable Senador señor Ossandón, señores Alberto Jara y José Huerta; del Honorable Senador señor Letelier, señores Sebastián Divin y José Fuentes; del Honorable Senador señor Girardi, señor Nicolás Fernández; de la Honorable Diputada señora Fernández, señor Tomás Laibe; del Comité PPD, señor Miguel Fernández y de la Segpres, señora Marta Valenzuela y señores Octavio del Favero y Hermes Ortega.
- - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que el artículo 133 F contenido en el Nº 2 del artículo 1º, deberá votarse de acuerdo con el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, como norma de ley orgánica constitucional, requiriendo para su aprobación, modificación o derogación de las cuatro séptimas partes de los Diputados y Senadores en ejercicio, por incidir en la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, de acuerdo con el artículo 77 de la Carta Fundamental.
OPINIÓN DE EXCMA. CORTE SUPREMA


Hacemos presente que vuestra Comisión Mixta envió oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia, respecto al artículo 133 F, contenido en el número 2 del artículo 1º del texto que se propone, en cumplimiento con lo preceptuado en el artículo 77 de la Carta Fundamental, y el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.

- - - - - - 

MATERIA DE LA DIVERGENCIA Y

ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA
Posiciones de ambas ramas del Congreso Nacional


La controversia se ha originado por el rechazo del Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, de la modificación introducida por la Honorable Cámara de Diputados, en su segundo trámite constitucional, que consistió en la sustitución total del proyecto de ley.


A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley aprobado por el Honorable Senado y el texto sustitutivo aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, así como los acuerdos adoptados por la Comisión Mixta.


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional aprobó el siguiente proyecto de ley:


“PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º. – Introdúcense, en el Código Aeronáutico las siguientes modificaciones:


1.- Reemplázase el Párrafo 1 del Capítulo V del Título VIII, por el siguiente:


“1.- Del transporte de pasajeros y sus derechos


Artículo 131.- El transportador dará al pasajero un billete de pasaje, que deberá contener, a lo menos, las siguientes indicaciones:


a) Lugar y fecha de expedición;


b) Nombre del pasajero y del transportador o transportadores;


c) Puntos de partida y de destino;


d) Precio y clase del pasaje, y 


e) La explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que está sujeto y de todos los derechos compensatorios y prestaciones contemplados en esta ley.


El transportador podrá expedir el billete de pasaje por cualquier medio, siempre y cuando éste permita cumplir con lo señalado anteriormente.


El billete de pasaje hace fe de la celebración y de las condiciones del contrato de transporte. La falta, irregularidades o pérdida del billete no afectarán a la existencia ni a la validez del contrato.


Artículo 132.- El transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituyere un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo, o cuando requiriere atención o cuidado especial durante el viaje.


Un reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se autorizará el transporte de personas discapacitadas, orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.


Artículo 133.- El transportador aéreo que no embarcare a un pasajero que se hubiere presentado oportunamente y cuyo billete de pasaje tuviere espacio previamente confirmado en un vuelo determinado, estará obligado, a elección del pasajero, al reembolso del importe pagado o a embarcarlo en el primer vuelo disponible que acepte.


En este último caso el transportador estará obligado, además, a proporcionar al pasajero las prestaciones que señale el reglamento, las que como mínimo deberán incluir:


a) Comunicaciones telefónicas que necesite efectuar;


b) Comidas y refrigerios necesarios hasta el embarque en el otro vuelo;


c) Alojamiento, cuando el tiempo de espera para embarcar en el otro vuelo así lo requiera;


d) Movilización desde y hacia el aeropuerto, y


e) Los arreglos y prestaciones que sean necesarias para continuar el viaje, en caso de que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.


Las prestaciones anteriores son sin perjuicio de las acciones de indemnización que correspondan.


Si el viaje ya iniciado se interrumpiere o suspendiere por causa que no exima de responsabilidad al transportador, éste estará obligado, a sus expensas, a proporcionar mantención y hospedaje a los pasajeros.


De igual modo deberá ofrecerles, a elección de ellos, cualquiera de las siguientes opciones:


a) Reembolso del importe proporcional del trayecto no realizado;


b) Continuación del viaje, con la demora prevista para solucionar su interrupción;


c) Reanudación del viaje con otro transportador, en las mismas condiciones estipuladas, agotando las gestiones tendientes a que el pasajero recupere las conexiones que hubiere perdido, y


d) Retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje.


Artículo 133 bis.- El transportador que, con retardo injustificado respecto de la hora estipulada, iniciare un vuelo que no pueda arribar al punto de destino a la hora indicada en el billete de pasaje, deberá prestar a los pasajeros las mismas compensaciones que se señalan en el artículo 133.


El transportador que cancele injustificadamente un vuelo estará obligado a proporcionar a los pasajeros las mismas prestaciones señaladas en el artículo 133.


Artículo 133 ter.- Las acciones individuales o colectivas destinadas a sancionar las infracciones a las normas contenidas en este Párrafo y a la obtención de las prestaciones, reparaciones e indemnizaciones que en él se establecen, se tramitarán conforme al procedimiento y ante los tribunales señalados en el Título IV de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.”.


2.- Suprímese el artículo 147.


Artículo 2º.- Agrégase, al artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº 241, de 1960, Estatuto Orgánico de la Junta de Aeronáutica Civil, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Asimismo, las empresas de aeronavegación comercial estarán obligadas a registrar sus itinerarios en la Junta de Aeronáutica Civil.”.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional sustituyó este proyecto de ley, por el siguiente:

“PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense en el Código Aeronáutico las siguientes modificaciones:


1.- Agrégase en su artículo 127 el siguiente inciso tercero:


“Sin perjuicio de lo anterior, el transportador deberá informar a cada pasajero los derechos que le asisten en los casos de cancelación, retraso del vuelo o denegación de embarque, de acuerdo a las condiciones previstas en el presente capítulo.”


2.- Reemplázase el Párrafo 1 del Capítulo V del Título VIII por el siguiente:


“1.- Del transporte de pasajeros y sus derechos.


Artículo 131. El transportador dará al pasajero un billete de pasaje, que deberá contener, a lo menos, las siguientes indicaciones:


a) Lugar y fecha de expedición.


b) Nombre del pasajero y del transportador o transportadores.


c) Puntos de partida y de destino, precio y clase del pasaje.


d) La explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que está sujeto y de todos los derechos contemplados en el presente capítulo.


El transportador podrá expedir el billete de pasaje por cualquier medio, siempre y cuando éste permita cumplir con lo señalado anteriormente.


El billete de pasaje hace fe de la celebración y de las condiciones del contrato de transporte. La falta, irregularidades o pérdida del billete no afectarán a la existencia ni a la validez del contrato.


Con todo, el transportador estará obligado a tener a disposición de los pasajeros folletos informativos con especificación de sus derechos, en un lugar visible de sus oficinas de venta de pasajes y en los mostradores de los aeropuertos.


Artículo 132. El transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituyere un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo, o cuando requiriere atención o cuidado especial durante el viaje.


Un reglamento del Ministerio de Defensa Nacional establecerá las condiciones técnicas y de seguridad bajo las cuales se autorizará el transporte de personas con discapacidad, orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.


Artículo 133. Denegación de Embarque. En el evento que el transportador prevea que tendrá que denegar el embarque de uno o más pasajeros por sobreventa, los cuales se hubieren presentado oportunamente y cuyo billete de pasaje estuviere previamente confirmado en un vuelo determinado, deberá pedir en primer lugar que se presenten voluntarios que renuncien a sus reservas a cambio de determinadas prestaciones y reparaciones que se acuerden entre los voluntarios y el transportador. Si el número de voluntarios es insuficiente para que los restantes pasajeros con billetes confirmados puedan ser embarcados en el respectivo vuelo, el transportador podrá denegar el embarque a uno o más pasajeros contra su voluntad, para lo cual deberá:


1.- A elección del pasajero:


a) Embarcar en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador, o en un transporte alternativo, si es que decidiera persistir en el contrato de transporte aéreo;


b) Reembolso del monto total pagado por el billete, si el pasajero se desiste del contrato de transporte aéreo y éste no hubiera comenzado su ejecución, o


c) Si ya se hubiera iniciado la ejecución de un viaje con escala y,o conexión, el transportador deberá ofrecer, a elección del pasajero, cualesquiera de las siguientes opciones:


i.- Embarque en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador o en un transporte alternativo, si es que decidiera persistir en el contrato de transporte aéreo.


ii.- Reembolso de la porción no utilizada.


iii.- Retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje.


2.- Sin perjuicio de lo anterior, el transportador deberá ofrecer al pasajero afectado con la denegación de embarque una suma equivalente a:


a) 2 unidades de fomento para vuelos de menos de 500 kilómetros.


b) 3 unidades de fomento para vuelos de entre 500 y 1000 kilómetros.


c) 4 unidades de fomento para vuelos de entre 1.000 y 2.500 kilómetros.


d) 10 unidades de fomento para vuelos de entre 2.500 y 4.000 kilómetros.


e) 15 unidades de fomento para vuelos de entre 4.000 y 8.000 kilómetros.


f) 20 unidades de fomento para vuelos de más de 8.000 kilómetros.


El pasajero que acepte dichas compensaciones no podrá con posterioridad ejercer acciones contra el transportador por el mismo hecho.


3.- Si, conforme al número 1 letra a) del presente artículo, se embarca al pasajero en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador, y la diferencia en la hora de salida respecto a la prevista para el vuelo inicialmente reservado es inferior a dos horas y media, no procederá compensación alguna conforme al número anterior.


4.- Por “viaje con escala y,o conexión” se entiende aquel cuya llegada al punto de destino contempla un punto de partida y uno o más puntos intermedios de escala y,o conexión, cuando formen parte de un mismo contrato.


5.- Del Derecho a Prestaciones. Si el pasajero decide perseverar en el contrato ante una denegación de embarque, el transportador estará obligado a las siguientes prestaciones asistenciales:


a) Comunicaciones telefónicas que necesite efectuar, si es que hubiere una diferencia en la hora de salida prevista para el vuelo inicialmente reservado superior a dos horas y media.


b) Comidas y refrigerios necesarios hasta el embarque en el otro vuelo, si es que hubiere una diferencia en la hora de salida prevista para el vuelo inicialmente reservado superior a dos horas y media.


c) Alojamiento para pasajeros con vuelo de retorno y para pasajeros con vuelo de ida que se les deniega el embarque en un punto de conexión, no residentes en la ciudad, localidad o área del aeropuerto de salida, en caso de que se les ofrezca un nuevo vuelo cuya salida sea como mínimo al día siguiente de la salida programada en el billete de pasaje, y siempre que el pasajero deba pernoctar una o varias noches y el tiempo de espera para embarcar en el otro vuelo así lo requiera.


d) Movilización desde y hacia el aeropuerto, en caso que fuere aplicable.


e) Los arreglos y prestaciones que sean necesarias para continuar el viaje, en caso de que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.


6.- Por “noche” se entenderá desde la medianoche hasta las 6 horas a.m.


7.- Para los efectos de este artículo, se entenderá que un billete de pasaje se encuentra confirmado, con respecto a los puntos de partida y destino indicados en el mismo, incluyendo puntos intermedios de conexión o escala, en la medida que conste que la reserva o el billete de pasaje ha sido aceptado y registrado por el transportista aéreo o por su agente autorizado.


8.- Sin perjuicio de otros servicios adicionales que puedan ofrecer los transportistas, de acuerdo con las circunstancias y la especial condición del pasajero, en caso de denegación de embarque el transportador deberá embarcar de manera prioritaria a los niños no acompañados, a personas con discapacidad, a los pasajeros de edad avanzada o delicados de salud y, en general, a los pasajeros que, por razones humanitarias calificadas por el transportador, deban ser embarcados con prioridad, como aquellos que viajen por motivos de fallecimiento o enfermedad de un miembro de su familia.


Artículo 133 bis. 1. Del Retraso de Vuelos. En caso de retraso de un vuelo, el pasajero afectado tendrá los siguientes derechos:


a) Derechos en la forma prevista en las letras a) y c) del número 1 del artículo 133.


b) Derecho a prestaciones, conforme a lo dispuesto en el número 5 del artículo 133.


c) En caso que el retraso se deba a causa imputable al transportador y sea superior a cuatro horas respecto a la hora de salida prevista en el billete de pasaje, derecho a indemnización con arreglo a lo previsto en el artículo 147.


d) Si el pasajero decide no perseverar en el contrato y el retraso es superior a cuatro horas respecto a la hora de salida prevista en el billete de pasaje, el derecho a la completa devolución del pasaje o de la porción no utilizada, según fuere el caso.


Lo dispuesto en las letras a) y b) de este número no será aplicable respecto de atrasos y cancelaciones que sean causados por uno o más eventos que motiven la declaración de un estado de excepción constitucional.


2. De la Cancelación de Vuelos. En caso de cancelación de un vuelo, el pasajero afectado tendrá los siguientes derechos:


a) Derechos en la forma prevista en las letras a) y c) del número 1 del artículo 133.


b) Derecho a prestaciones, conforme a lo dispuesto en el número 5 del artículo 133.


c) En caso que la cancelación del vuelo se deba a causa imputable al transportador, el derecho a indemnización con arreglo a lo previsto en el artículo 147, salvo que se informe al pasajero de la cancelación y se le ofrezca tomar otro vuelo que le permita salir con no más de cuatro horas de retraso con respecto a la hora de salida prevista.


d) Si el pasajero decide no perseverar en el contrato, el derecho a la completa devolución del pasaje o de la porción no utilizada, según fuere el caso.


e) Para los efectos de lo dispuesto en la letra c) precedente, el pasajero, al efectuar la reserva o compra de su billete de pasaje, informará al transportista, en forma directa o a través de sus agentes autorizados, sus datos de contacto, tales como dirección, teléfono y correo electrónico.


Lo dispuesto en las letras a) y b) de este número no será aplicable respecto de atrasos y cancelaciones que sean causados por uno o más eventos que motiven la declaración de un estado de excepción constitucional.


3. Del Derecho a Devolución de Tasas  Aeronáuticas. En caso de no verificarse el viaje, ya sea por causas imputables al transportador, al pasajero o por razones de seguridad o de fuerza mayor sobrevinientes, las tasas, cargas o derechos aeronáuticos que hubiere pagado el pasajero deberán restituirse a su solo requerimiento en cualquier oficina del transportador o a través del sitio web del transportador aéreo.


4. Del Derecho a Reparación del Transportador. El Transportador que pague cualquier indemnización o proporcione prestaciones o asistencia a un pasajero por causas o circunstancias que se deban en todo o parte al hecho o culpa de un tercero cualquiera, siempre tendrá el derecho de exigir de tal tercero la indemnización de los perjuicios sufridos por el transportador, incluyendo los costos o gastos de tales compensaciones, prestaciones y asistencias de acuerdo a las reglas generales del Derecho.


Artículo 133 ter. En caso que el transportador acomode a un pasajero en una clase superior a la que había pagado, y esto se deba a cualquier causa ajena a la voluntad del pasajero, tal como la falta de espacio en la clase primitiva, no podrá el transportador exigir pago suplementario alguno.


Artículo 133 quáter. Las acciones individuales o colectivas destinadas a sancionar las infracciones a las normas contenidas en este Párrafo y a la obtención de las prestaciones, reparaciones e indemnizaciones que en él se establecen, se tramitarán conforme al procedimiento y ante los tribunales señalados en el Título IV de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.”.


3.- Reemplázase el artículo 147 por el siguiente:


“Artículo 147. La indemnización por retardo en la ejecución del transporte de pasajeros no excederá de doscientas cincuenta unidades de fomento por cada uno de ellos.


Sin embargo, no procederá esta indemnización si el transportador probare que adoptó las medidas necesarias para evitar el hecho causante del retardo o que le fue imposible adoptarlas.


La indemnización a que se refiere este artículo es sin perjuicio de los derechos que le corresponden al pasajero conforme al número 1 del artículo 133 bis.”.


Artículo 2°.- Reemplázase el artículo 12° del decreto con fuerza de ley N°241, de 1960, del Ministerio de Hacienda, por el siguiente:


“Artículo 12°. Las empresas de aeronavegación comercial estarán obligadas a proporcionar los antecedentes que les solicite la Junta de Aeronáutica Civil para los efectos de elaborar las estadísticas de tráfico aéreo.


Toda información proporcionada por los operadores en relación a los costos de operación tendrá el carácter de reservada.


La Junta de Aeronáutica Civil deberá publicar en un lugar destacado de su sitio web los vuelos retrasados y cancelados, por cada línea aérea, ruta y aeropuerto, para operaciones nacionales e internacionales, en forma desagregada e individual por cada vuelo. Esta información deberá ser publicada para fines estadísticos y de información general.”.


Artículo 3°.- Agrégase en el artículo 43 de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, el siguiente inciso final:


“Se exceptúan de lo anterior los contratos de transporte aéreo de pasajeros, en que por incumplimiento de las obligaciones del transportador, el pasajero podrá ejercer acciones en contra del intermediario o del transportador, sin perjuicio de su derecho a repetir.”.”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional rechazó el texto propuesto por la Honorable Cámara de Diputados.
DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN MIXTA

El Ministro de Economía, señor Luis Felipe Céspedes, inició su presentación señalando que se ha elaborado una propuesta que representa fielmente lo que son las distintas opiniones de los parlamentarios que han intervenido en este debate. De esta forma, se ha trabajado en 4 áreas:


1.- La propuesta que se ha elaborada recoge en gran parte, en un porcentaje muy significativo, más de un 90% las proposiciones de la Cámara de Diputados y considerando un elemento central que se discutió en el Senado y que motivó el rechazo del proyecto de ley.


La propuesta reordena el articulado del proyecto de ley.

2.- Establecer las excepciones en las compensaciones por las prestaciones asistenciales, en los casos fortuitos y de fuerza de mayor, lo que motivó la discusión en el Senado. Este proyecto de ley, inicialmente, regulaba la sobreventa de pasajes, sin embargo, en ese proceso se incluyeron las prestaciones asistenciales en los casos en que se producen retrasos y cancelaciones.


En los casos en que los retrasos y cancelaciones sean imputables a las compañías aéreas, se mantiene la obligación de entregar las prestaciones asistenciales y cuando se trata de casos fortuitos o fuerza mayor, que también habían sido establecidos como condiciones para otorgar prestaciones asistenciales, se elimina en la proposición del Ejecutivo, por considerar que no corresponden porque los motivos por los cuales se retrasan los vuelos no es imputable a las compañías aéreas. Esta situación es muy importante para las compañías aéreas menores por el costo que pueden significar estas prestaciones, se trata de líneas que realizan vuelos entre regiones del país.


3.- También se considera una proposición relativa a los distintos plazos que establece el proyecto de ley, que en algunos casos se refiere a dos horas y media, tres y cuatro horas. En estos casos se uniforman los plazos a tres horas, para que el pasajero tenga claridad en el sentido de que existe un límite único que gatilla las distintas prestaciones asistenciales.


4.- Revisión de los casos de excepción constitucional y de los que son imputables a las compañías aéreas. La proposición del Ejecutivo establece que los casos de excepción constitucional no son imputables a las compañías, en lo que dice relación con las cancelaciones y retrasos de los vuelos.


Finalmente, el señor Ministro reiteró que esta proposición ha sido debatida con todos los parlamentarios, que originalmente conformaban la Comisión Mixta y recoge en un 90% el texto emanado de la Cámara de Diputados. Durante la discusión en el Senado surgieron dudas respecto de la situación que ocurre como consecuencia del caso fortuito y de la fuerza mayor. Como el proyecto de ley era de difícil lectura no resultaban claras las distintas implicancias, por lo que se rechazó en su totalidad y ahora se ha propuesto un nuevo orden, que indique claramente los cambios que se proponen, que dicen relación con los casos fortuitos, fuerza mayor, estados de excepción constitucional, fijación de plazos para el otorgamiento de prestaciones asistenciales y el resto de la proposición es un reordenamiento de las normas.

- - - - 


La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, efectuó un reordenamiento de las normas de este proyecto de ley y formuló la siguiente proposición, que fue debatida, modificada, votada y aprobada en los términos que se señalan a continuación: 

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense en el Código Aeronáutico las siguientes modificaciones:


1.- Agrégase en su artículo 127 el siguiente inciso tercero:


“Sin perjuicio de lo anterior, el transportador deberá informar a cada pasajero los derechos que le asisten en los casos de cancelación, retraso del vuelo o denegación de embarque, de acuerdo a las condiciones previstas en el presente capítulo.”.


- En votación este nuevo inciso que se agrega al artículo 127, fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y por los Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


2.- Reemplázase el Párrafo 1 del Capítulo V del Título VIII por el siguiente:


“1.- Del transporte de pasajeros y sus derechos.


Artículo 131.- El transportador dará al pasajero un billete de pasaje, que deberá contener, a lo menos, las siguientes indicaciones:


a) Lugar y fecha de expedición.


b) Nombre del pasajero y del transportador o transportadores.


c) Puntos de partida y de destino, precio y clase del pasaje.


d) La explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que está sujeto y de todos los derechos contemplados en el presente capítulo.


El transportador podrá expedir el billete de pasaje por cualquier medio, siempre y cuando éste permita cumplir con lo señalado anteriormente.


El billete de pasaje hace fe de la celebración y de las condiciones del contrato de transporte. La falta, irregularidades o pérdida del billete no afectarán a la existencia ni a la validez del contrato.


Con todo, el transportador estará obligado a tener a disposición de los pasajeros folletos informativos con especificación de sus derechos, en un lugar visible de sus oficinas de venta de pasajes y en los mostradores de los aeropuertos.


- En votación este artículo 131, fue aprobado sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y por los Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


Artículo 132.- El transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituyere un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo, o cuando requiriere atención o cuidado especial durante el viaje.


Un reglamento del Ministerio de Defensa Nacional establecerá las condiciones técnicas y de seguridad bajo las cuales se autorizará el transporte de personas con discapacidad, orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.


En discusión el artículo 132 se hizo presente que no es necesario indicar el Ministerio del cual emana el reglamento, toda vez que el ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde exclusivamente al Ejecutivo.


- En votación este artículo 132, fue aprobado sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y por los Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


Artículo 133.- Denegación de Embarque. En el evento que el transportador prevea que tendrá que denegar el embarque de uno o más pasajeros por sobreventa, los cuales se hubieren presentado oportunamente y cuyo billete de pasaje estuviere previamente confirmado en un vuelo determinado, deberá pedir en primer lugar que se presenten voluntarios que renuncien a sus reservas a cambio de determinadas prestaciones y reparaciones que se acuerden entre los voluntarios y el transportador. Si el número de voluntarios es insuficiente para que los restantes pasajeros con billetes confirmados puedan ser embarcados en el respectivo vuelo, el transportador podrá denegar el embarque a uno o más pasajeros contra su voluntad, para lo cual deberá:


1.- A elección del pasajero:


a) Embarcar en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador, o en un transporte alternativo, si es que decidiera persistir en el contrato de transporte aéreo;


b) Reembolso del monto total pagado por el billete, si el pasajero se desiste del contrato de transporte aéreo y éste no hubiera comenzado su ejecución, o


c) Si ya se hubiera iniciado la ejecución de un viaje con escala y/o conexión, el transportador deberá ofrecer, a elección del pasajero, cualesquiera de las siguientes opciones:


i.- Embarque en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador o en un transporte alternativo, si es que decidiera persistir en el contrato de transporte aéreo.


ii.- Reembolso de la porción no utilizada.


iii.- Retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje.


2.- Sin perjuicio de lo anterior, el transportador deberá ofrecer al pasajero afectado con la denegación de embarque una suma equivalente a: 


a) 2 unidades de fomento para vuelos de menos de 500 kilómetros.


b) 3 unidades de fomento para vuelos de entre 500 y 1000 kilómetros.


c) 4 unidades de fomento para vuelos de entre 1.000 y 2.500 kilómetros.


d) 10 unidades de fomento para vuelos de entre 2.500 y 4.000 kilómetros.


e) 15 unidades de fomento para vuelos de entre 4.000 y 8.000 kilómetros.


f) 20 unidades de fomento para vuelos de más de 8.000 kilómetros.


El pasajero que acepte dichas compensaciones no podrá con posterioridad ejercer acciones contra el transportador por el mismo hecho.


3.- Si, conforme al número 1 letra a) del presente artículo, se embarca al pasajero en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador, y la diferencia en la hora de salida respecto a la prevista para el vuelo inicialmente reservado es inferior a tres horas, no procederá compensación alguna conforme al número 2 precedente.


4.- Para los efectos de este artículo, se entenderá que un billete de pasaje se encuentra confirmado, con respecto a los puntos de partida y destino indicados en el mismo, incluyendo puntos intermedios de conexión o escala, en la medida que conste que la reserva o el billete de pasaje ha sido aceptado y registrado por el transportista aéreo o por su agente autorizado.


5.- Por “viaje con escala y/o conexión” se entiende aquel cuya llegada al punto de destino contempla un punto de partida y uno o más puntos intermedios de escala y/o conexión, cuando formen parte de un mismo contrato. 


6.- Sin perjuicio de otros servicios adicionales que puedan ofrecer los transportistas, de acuerdo con las circunstancias y la especial condición del pasajero, en caso de denegación de embarque el transportador deberá embarcar de manera prioritaria a los niños no acompañados, a personas con discapacidad, a los pasajeros de edad avanzada o delicados de salud y, en general, a los pasajeros que, por razones humanitarias calificadas por el transportador, deban ser embarcados con prioridad.”.

En discusión este artículo 133, se explicó que el Senado rechazó las compensaciones porque se estimó que existen casos en que el valor de los pasajes en oferta es muy inferior a la compensación que se otorgaría. Además, es muy difícil determinar el valor que se va a compensar y se elevarían los valores de los pasajes.

El Honorable Diputado señor Espejo expresó que dentro de las opciones a elección del pasajero, se contempla el reembolso total del monto pagado por el billete de pasaje, es decir, es una cantidad determinada.


El Honorable Senador señor García Huidobro consultó qué sucede cuando se usa un transporte alternativo, por ejemplo, un pasajero podría seguir su viaje desde Antofagasta a Santiago en bus.

Se explicó que será a elección del pasajero.


La Honorable Diputada señora Carvajal manifestó sus dudas en relación a la naturaleza jurídica que se pretende otorgar. Será indemnización o compensación y cuáles serán los efectos en cada caso.


Las indemnizaciones pueden ser civiles y no sólo serán para exigir prestaciones económicas.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Ossandón, señaló que si un pasajero acepta una compensación no podrá después exigir una indemnización.   


El Honorable Diputado señor Bellolio consultó si en todos los casos de denegación de embarque existe una compensación.


La respuesta fue afirmativa.


El Asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Adrián Fuentes, explicó que cuando un pasajero acepta voluntariamente, en el mostrador de la línea aérea no efectuar el vuelo, se trata de un acuerdo entre las partes. Si el vuelo sigue sobrevendido, la aerolínea puede forzar a determinados pasajeros a no efectuar el vuelo. En esos casos, operan los números 1, 2 y otras normas del artículo 133.


El Honorable Diputado señor Bellolio señaló que en esos casos la tabla nunca debería ser mayor que el ofrecimiento anterior de la línea área y consultó cuáles son las compensaciones que actualmente ofrecen las líneas aéreas.


El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, informó que las líneas aéreas ofrecen indistintamente dinero, millaje u otras prestaciones al consumidor. Este proyecto de ley intenta generar un hecho objetivo, es decir, que el pasajero tenga la certeza que ante ciertos tramos recibirá una compensación, si se dan las hipótesis legales.


La línea aérea debe ofrecer las compensaciones que indica la tabla y si el pasajero no acepta podrá solicitar una indemnización mayor en los tribunales de justicia.


En estos casos, las líneas aéreas, en la primera fase, que consiste en buscar voluntarios, normalmente elegirá a los clientes frecuentes y les ofrecerá millaje. La hipótesis que se regula mediante esta disposición es el caso del pasajero no voluntario y ahora contará con una norma objetiva.


La Honorable Diputada señora Fernández señaló que está situación sucede en la actualidad, en el sentido de que pueden presentarse voluntarios sin indemnización. Normalmente, las líneas aéreas ofrecen ciertas compensaciones a eventuales voluntarios. 


El Honorable Senador señor García Huidobro indicó que existen pasajes en oferta a distintas ciudades del país y con la norma que se propone las compensaciones serán mayores a los valores de los pasajes y las líneas aéreas aumentarán los precios.


Las líneas aéreas conocerán la tabla con la que tienen que compensar, por lo tanto, el valor de los pasajes no será inferior. 


El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, explicó que en la propuesta inicial del Senado no existe una tabla compensatoria, sin embargo, en la Cámara de Diputados se alcanzó un consenso en el sentido de que la tabla sólo permanecerá tratándose de sobreventa y denegación de embarque.


La sobreventa es siempre imputable a la línea aérea. Esta norma genera una presión para que se defina en forma adecuada el porcentaje de sobreventa de un vuelo.


La sobreventa es una práctica internacional, no obstante, algunas aerolíneas, como es el caso de Sky en Chile, no lo emplean. Para la línea aérea siempre será más oneroso que el pasajero no se embarque. Los costos de estas indemnizaciones van a significar que el sistema computacional que se emplea para la sobreventa funcione en forma adecuada.


En consideración a que la sobreventa es siempre imputable a la línea aérea y puede realizar una acción previa, se estima que la tabla está bien definida. 


El Honorable Diputado señor Edwards consultó si esta tabla sólo se aplicará a vuelos que comienzan y terminan en Chile. La distancia más larga es desde Santiago hasta Isla de Pascua y son 3.300 kilómetros.


Se respondió que esta normativa se aplicará tanto a los vuelos nacionales como internacionales. Las normas de competencia indicarán el lugar dónde se celebró el contrato o se verificó la infracción, a elección del consumidor, se determinará la competencia de los tribunales y la legislación aplicable.


La Unión Europea define que si se compró un pasaje aéreo que tuvo su inició en la Unión Europea rige esa normativa. Si se compró en un tercer país, pero la aerolínea pertenece a la Unión Europea, que está ejerciendo un derecho aerocomercial o una quinta libertad, en un tercer país, también se aplica la legislación de la Unión Europea.


Con la normativa propuesta se pretende que las disposiciones legales sean las chilenas cuando el vuelo se inicie en el país.


Los pasajes se pueden comprar de ida y vuelta o sólo de ida, pero el lugar en que se celebró el contrato determinará la normativa aplicable. 


El Acuerdo de Montreal no se aplica a la sobreventa, porque no la regula.


En relación a la sobreventa, el Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, informó que el Ejecutivo determinó incluir en la ley toda la regulación de la sobreventa para evitar arbitrariedades.


El Honorable Senador señor García Huidobro propuso incorporar a las mujeres embarazadas dentro de este artículo quedando comprendidas dentro de los pasajeros que por razones humanitarias calificadas por el transportador deban ser embarcados con prioridad.


El Honorable Diputado señor Espejo concordó con el planteamiento anterior y expresó que puede suceder que una mujer embarazada, de una zona aislada que tenga que efectuar el vuelo precisamente para el nacimiento de la guagua. Si no le permiten embarcar se producirá un grave daño.


El Honorable Diputado señor Bellolio acotó que es una situación muy atendible que puede considerarse dentro de las razones humanitarias. Esta situación presenta ciertas dificultades, porque una mujer con un embarazo de tres meses, no está en las mismas condiciones que una mujer que se encuentra en los últimos meses de un embarazo y que cuenta con autorización médica para efectuar un vuelo.


El Honorable Diputado señor Espejo propuso agregar la frase: “mujeres embarazadas con autorización para efectuar un vuelo”.


El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, explicó que normalmente, en los casos especiales no hay denegación de embarque. 


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Ossandón, expresó que no se debe consignar en la norma la exigencia de un certificado médico que autorice el vuelo.


El Asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, reiteró que se trata de una norma general, por lo que intentar regular todas las situaciones puede ser complejo.


Finalmente la Comisión Mixta acordó por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma, agregar en el numeral 6 de este artículo 133 a continuación de la palabra “salud” la frase “, a embarazadas que, en razón de su estado, requieran embarcarse prioritariamente”.


- En votación este artículo 133, fue aprobado con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


Artículo 133 A.- Si el pasajero decide perseverar en el contrato ante una denegación de embarque, el transportador estará obligado a las siguientes prestaciones asistenciales:


a) Comunicaciones que el pasajero necesite efectuar, ya sean telefónicas, electrónicas o de otra naturaleza similar, si es que hubiere una diferencia en la hora de salida prevista para el vuelo inicialmente reservado superior a tres horas.


b) Comidas y refrigerios necesarios hasta el embarque en el otro vuelo, si es que hubiere una diferencia en la hora de salida prevista para el vuelo inicialmente reservado superior a tres horas.


c) Alojamiento para pasajeros con vuelo de retorno y para pasajeros con vuelo de ida que se les deniega el embarque en un punto de conexión, no residentes en la ciudad, localidad o área del aeropuerto de salida, en caso de que se les ofrezca un nuevo vuelo cuya salida sea como mínimo al día siguiente de la salida programada en el billete de pasaje, y siempre que el pasajero deba pernoctar una o varias noches y el tiempo de espera para embarcar en el otro vuelo así lo requiera. Por “noche” se entenderá desde la medianoche hasta las 6 horas a.m.


d) Movilización desde el aeropuerto al lugar de residencia del pasajero en la ciudad, localidad o área del aeropuerto de salida, o al lugar de alojamiento, y viceversa, en caso que fuere aplicable. 


e) Los arreglos y prestaciones que sean necesarias para continuar el viaje, en caso de que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.


En discusión este artículo 133 A, el Honorable Senador señor García Huidobro hizo presente que en la letra c), de la proposición del Ejecutivo, la expresión “no residentes en la ciudad” significa que un pasajero que llega a las 00:00 horas para embarcar a la ciudad de Antofagasta y que vive en la comuna de La Florida, en la ciudad de Santiago, tiene que devolverse a su casa y el espíritu de esta norma es que se le pague el alojamiento.


Por lo que se debe determinar qué se entiende por el área del aeropuerto de salida.


El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, explicó que en el caso del aeropuerto de Concepción, si el pasajero tiene residencia en el área, como puede ser Talcahuano, no tiene derecho a alojamiento, pero tiene derecho al transporte hasta su residencia y luego al traslado posterior al aeropuerto.


Con esta norma se pretende evitar que los residentes generen un costo extra a las líneas aéreas por el pago del alojamiento que no es necesario.


El Honorable Diputado señor Espejo señaló que la aplicación de estas normas va a presentar dudas y se va a generar una cierta práctica de aplicación, por lo que consultó cuál será la autoridad que va a interpretar estas normas.


El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, explicó que la protección del consumidor aéreo corresponde, en primer término a la línea aérea, cuando ello no ocurre existe un convenio entre la Junta de Aeronáutica Civil y el Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC), para que exista la intermediación de este último y la presentación de acciones ante los tribunales de justicia.


- En votación el artículo 133 A, fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


Artículo 133 B.- En caso de retraso o de cancelación de un vuelo, el pasajero afectado tendrá los siguientes derechos:


a) Embarcar en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador, o en un transporte alternativo, si es que decidiera persistir en el contrato de transporte aéreo; ya sea que  el vuelo aún no se hubiere iniciado o se hubiere iniciado y se encuentre en una escala y/o conexión.


b) Prestaciones asistenciales, conforme a lo dispuesto en el artículo 133 A, siempre que la causa del retraso o cancelación sea imputable al transportador.


c) Indemnización con arreglo a lo previsto en el artículo 147, si el retraso o la cancelación se deba a causa imputable al transportador, en conformidad a lo siguiente: 


i) Si el retraso fuere superior a tres horas respecto a la hora de salida prevista en el billete de pasaje.

ii) Al momento de la cancelación, salvo que se le informe al pasajero y se le ofrezca tomar otro vuelo que le permita salir a su destino, con no más de tres horas de retraso con respecto a la hora de salida prevista. 


Para los efectos de la comunicación de cancelación, el pasajero, al efectuar la reserva o compra de su billete de pasaje, informará al transportista, en forma directa o a través de sus agentes autorizados, sus datos de contacto, tales como dirección, teléfono y correo electrónico.


d) Reembolso del monto total pagado por el billete o de la porción no utilizada, según fuere el caso, si el pasajero decide no perseverar en el contrato y han transcurrido los plazos de la letra c) anterior, sea imputable o no la causa del retraso o la cancelación al transportador. 


Lo dispuesto en la letra a) de este artículo no será aplicable respecto de atrasos y cancelaciones que sean causados por uno o más eventos que motiven la declaración de un estado de excepción constitucional.”.

En discusión este artículo 133 B, el Honorable Senador señor García Huidobro expresó que en Estados Unidos se considera el atraso que se produce en la llegada de los vuelos y esa situación genera ciertos derechos para los pasajeros, con lo cual cambia absolutamente el concepto.


En la Unión Europea la diferencia que se considera es entre 2 y 4 horas respecto del horario de llegada. Por lo que consultó porqué en Chile se considera la hora de salida del vuelo.


El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, informó que las mociones presentadas se referían al retraso en la hora de salida de los vuelos para establecer ciertos derechos a favor de los pasajeros.


Siempre existe una conducta estratégica de las líneas aéreas frente a una regulación y se estableció que el retraso existe cuando se llega tarde a un destino. Podrían confeccionarse itinerarios con una holgura suficiente para que no exista retraso, lo que es muy difícil de calificar.


En consideración a la capacidad de fiscalización de la Junta de Aeronáutica se estimó preferible establecer un instante preciso, que es la hora de salida del vuelo para definir el retraso de una línea aérea.


La Unión Europea tiene una regulación mayor a la que se aplica en Estados Unidos, se establecen diversos parámetros y distancias para configurar el atraso de un vuelo

. 


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Ossandón, hizo presente que esta norma será aplicable para la salida de los vuelos nacionales, sin embargo, tratándose de vuelos internacionales será más difícil la fiscalización.


En relación a la proposición contenida en la letra c), aplicable a los aviones con capacidad hasta 30 asientos, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Ossandón, explicó que ésta obedece a una solicitud de los Honorables Senadores señores De Urresti y Horvath, en el sentido de otorgar un margen mayor a estas empresas, en caso de retraso de un vuelo, en consideración a que normalmente se trata de empresas pequeñas y medianas (PYMES), que prestan el servicio de transporte aéreo en zonas aisladas del país.


El Secretario Ejecutivo de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, explicó que cuando aparece la excepción respecto de aviones para 30 pasajeros, lo primero que se hizo fue revisar la legislación comparada para observar en qué país del mundo desarrollado existen estas excepciones. En Europa, no existen los aviones para menos de 30 pasajeros; en Estados Unidos, existen, pero no se consideran para los efectos del pago de indemnizaciones.


En la proposición se considera que los aviones de menos de 30 asientos estén excepcionados de la posibilidad de que el consumidor aéreo pueda demandar ante los tribunales de justicia. Con la redacción propuesta se pretende que los pasajeros de estos aviones de menos de 30 asientos puedan demandar al cabo de 4 horas, respecto del resto de los aviones más grandes, que lo pueden hacer después de 3 horas.


La diferencia es muy sutil, sin embargo, si un pasajero viaja desde la Isla de Juan Fernández a Santiago, en un avión de menos de 30 asientos, luego aborda una nave mayor y si se presenta un problema en alguno de los vuelos, menor a 4 horas, no va a poder demandar. Si el problema se presenta en el otro vuelo tendrá derecho a demandar. 


Desde el punto de vista del consumidor aéreo se produce una diferencia.


Este tema surgió en la última etapa de la tramitación de este proyecto de ley, por lo que el Ejecutivo no entregó previamente una argumentación.


Agregó que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones entrega subsidios para las aeronaves que cubren las zonas extremas, por lo tanto, contar con un subsidio estatal, sea a la oferta o a la demanda y además una regulación que excepciona la aplicación de la norma general, puede ser un exceso.  


La intención del Ejecutivo es simplificar la normativa en esta materia, por lo que introducir una variante diferente no apunta a la idea de que sea fácil para el consumidor determinar cuándo se origina el derecho y cuándo carece de aquél.


El Honorable Senador señor García Huidobro expresó que en las zonas extremas, por lo general, hay malas condiciones climáticas y en muchos casos los vuelos se retrasan, por lo que consultó si es en base a esa consideración que se otorgará un plazo mayor.


En seguida, el señor Senador consultó si se considera un caso de fuerza mayor cuando un avión no puede despegar a tiempo, porque está esperando a una ambulancia para embarcar a un pasajero.


El Secretario Ejecutivo de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, respondió que cada vez que existen condiciones climáticas adversas se entiende que se trata de un caso de fuerza mayor. Lo mismo puede suceder en caso de la seguridad del vuelo.


Respecto del atraso de un vuelo en un avión ambulancia, explicó que se trata de una situación diferente que corresponde a un trabajo aéreo. En caso que un vuelo salga con retraso por la espera de una ambulancia por razones de salud, se considera fuerza mayor.


El Honorable Senador señor Letelier consultó cuántas empresas aéreas con aviones de menos de 30 pasajeros operan en el país.


Se respondió que existen 5 empresas que tienen aviones con menos de 30 asientos, sin embargo, algunas compañías también tienen aviones con capacidad para 100 o 120 pasajeros. De esta forma, se puede señalar que en el mercado aéreo nacional hay empresas que cuentan con aviones grandes y pequeños, que funcionan indistintamente.


A continuación, el señor Senador señaló que esta iniciativa legal pretende regular las prácticas abusivas de las empresas aéreas que adoptan decisiones contrarias a los intereses de los pasajeros por razones comerciales. 


Luego, consultó si el aumento de las horas para demandar las prestaciones genera muchas distorsiones.


El Secretario Ejecutivo de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, respondió que establecer una distinción, que puede ser irrelevante, no obstante, puede generar distorsiones en el futuro, porque podría existir un transporte intrafronterizo entre Chile, Bolivia y Perú, con aviones para el transporte de 30 pasajeros y se estaría estableciendo una excepción respecto de una norma indemnizatoria. 


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Ossandón, manifestó que la intención de esta norma es incorporar una ayuda a las empresas menores, que por razones climáticas u otras, que no corresponden a fuerza mayor, puedan despachar un vuelo sin las condiciones de seguridad necesarias.


Agregó que el establecimiento de una discriminación positiva, a favor de las líneas aéreas menores, no puede resultar tan perjudicial. Se trata de pequeñas y medianas empresas (PYMES), aunque cuenten con subsidios estatales.


Por otra parte, algunas empresas aéreas no son propietarias de los aviones sino que funcionan mediante un sistema de leasing.


El Honorable Diputado señor Bellolio manifestó que en otros países existe la diferencia entre aviones de 30 pasajeros, porque la naturaleza del servicio de un avión con capacidad para transportar menos pasajeros es diferente. En Chile, también existen diferencias para la operación de estos aviones que utilizan otros aeropuertos, por razones técnicas y de seguridad.


La conexión terrestre es escasa en el país, por lo que es necesario contar con estos aviones y helicópteros. La diferencia que se pretende establecer es razonable por los servicios que prestan para los distintos tipos de clientes.


El Secretario Ejecutivo de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, señaló que el Ejecutivo es partidario de que la ley se aplique sin restricciones, sin perjuicio de lo anterior, si la aprobación de la norma en discusión, es necesaria para el despacho del proyecto de ley, y como no existe un daño grave al mercado existiría flexibilidad, teniendo presente que en el futuro se puede afectar el transporte intrafronterizo y sería necesaria la dictación de una nueva ley.


Posteriormente, con fecha 19 de enero del año en curso, la Junta de Aeronáutica Civil presentó la siguiente minuta relativa a esta materia:

MINUTA SOBRE AERONAVES DE TRANSPORTE AEREO DE PASAJEROS


La aviación civil comprende todas las aeronaves - y sus operaciones aéreas - que no sean militares y que no estén destinadas a servicios de policía o de aduana. Las aeronaves civiles se dividen en aeronaves de uso comercial y aeronaves de uso no comercial o privado.


La aviación comercial es aquella que tiene por objeto prestar servicios de transporte aéreo y de trabajos aéreos, con fines de lucro. El ámbito de aplicación del proyecto de ley que modifica el Código Aeronáutico es el transporte aéreo de pasajeros.


El servicio de transporte aéreo es toda actividad destinada a trasladar, en aeronaves, a pasajeros o cosas de un lugar a otro. Puede clasificarse en "regular" o “no regular". Son "regulares" aquellos servicios realizados en forma continua y sistemática de acuerdo con condiciones prefijadas, tales como itinerarios y horarios. Los demás son "no regulares".


La normativa de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DAR 06 Reglamento de operación de aeronaves), distingue entre aeronaves pequeñas con capacidad de hasta 19 asientos de pasajeros (DAN 135) y aviones grandes con una capacidad de más de 19 asientos de pasajeros (DAN 121). Para aquellas aeronaves con capacidad superior a 19 asientos la DGAC exige requisitos operacionales, técnicos y de mantenimiento diferentes, a modo de ejemplo, las aeronaves grandes requieren siempre un mínimo de dos pilotos.


Dicha normativa tiene su origen en normas de la Federal Aviation Administration (FAA) de los EEUU (FAR part 135.177), entre otras fuentes.


De acuerdo a la información disponible en la JAC, en materia de seguros de aviación comercial, se informa lo siguiente:
	N° asientos
	N° aeronaves

	N° empresas(
)(
)

	0-19

	337
	117

	20-29
	0
	0

	30-94
	0
	0

	95 o +
	7
	3




Finalmente, después de un largo debate en esta materia, la Comisión Mixta acordó proponer que esta norma de excepción se aplique para aviones con capacidad de hasta 29 asientos.


Introducir a este artículo 133 B las siguientes enmiendas:


1) Agregar en la letra i), de la letra c), a continuación del vocablo “pasaje” la frase “o cuatro horas en vuelos que utilicen aeronaves que hayan sido diseñadas para una capacidad de hasta 29 asientos”.

2) Agregar en la letra ii) de la letra c), a continuación de la palabra “prevista” la frase “o cuatro horas en vuelos que utilicen aeronaves que hayan sido diseñadas para una capacidad de hasta 29 asientos.”.


3) Suprimir el inciso final de este artículo 133 B.


- En votación el artículo 133 B, fue aprobado con las modificaciones señaladas, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio y Tuma y con la abstención del Honorable Diputado señor Espejo.


Artículo 133 C.- En caso de no verificarse el viaje, ya sea por causas imputables al transportador, al pasajero o por razones de seguridad o de fuerza mayor sobrevinientes, las tasas, cargas o derechos aeronáuticos que hubiere pagado el pasajero deberán restituirse a su solo requerimiento en cualquier oficina del transportador o a través del sitio web del transportador aéreo.


En discusión este artículo, el Honorable Diputado señor Espejo consultó si el viaje no se realiza por causas imputables al pasajero lo habilitan para solicitar la restitución de las tasas, cargas o derechos aeronáuticos.


El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jaime Binder, respondió que las tasas siempre deben ser restituidas al pasajero. 


- En votación este artículo 133 C, fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


Artículo 133 D.- Del Derecho a Reparación del Transportador. El Transportador que pague cualquier indemnización o proporcione prestaciones o asistencia a un pasajero por causas o circunstancias que se deban en todo o parte al hecho o culpa de un tercero cualquiera, siempre tendrá el derecho de exigir de tal tercero la indemnización de los perjuicios sufridos por el transportador, incluyendo los costos o gastos de tales compensaciones, prestaciones y asistencias de acuerdo a las reglas generales del Derecho.


En discusión este artículo, el Honorable Senador señor García Huidobro hizo presente que esta norma se podría aplicar en caso de huelga de la empresa que proporciona las mangas en los aeropuertos para el embarque y desembarque de los pasajeros.


- En votación el artículo 133 D, fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


Artículo 133 E.- En caso que el transportador acomode a un pasajero en una clase superior a la que había pagado, y esto se deba a cualquier causa ajena a la voluntad del pasajero, el transportador no podrá exigir pago suplementario alguno.


- En votación este artículo 133 E, fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


Artículo 133 F.- Las acciones individuales o colectivas destinadas a sancionar las infracciones a las normas contenidas en este Párrafo y a la obtención de las prestaciones, reparaciones e indemnizaciones que en él se establecen, se tramitarán conforme al procedimiento y ante los tribunales señalados en el Título IV de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, siendo sólo para efectos de lo señalado en esta ley, siempre competente para conocer de estos asuntos el tribunal del domicilio del pasajero.

En discusión este artículo se tuvo a la vista el artículo 50ª, de la citada ley que dice:


“Artículo 50 A.- Los jueces de policía local conocerán de todas las acciones que emanan de esta ley, siendo competente aquel que corresponda a la comuna en que se hubiera celebrado el contrato respectivo, se hubiere cometido la infracción o dado inicio a su ejecución, a elección del actor.


En el caso de contratos celebrados por medios electrónicos, en que no sea posible determinar lo señalado en el inciso anterior, será juez competente aquél de la comuna en que resida el consumidor.


Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2º bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.”.

 
El Asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, explicó que esta norma es un cambio porque el artículo que se refiere a esta materia en la ley del consumidor establece tres opciones, que no cumplen con el planteamiento del Honorable Senador señor García Huidobro en el sentido de que el tribunal competente sea el del domicilio del pasajero.


La norma propuesta es similar a la que establece el proyecto de ley que modifica el Servicio Nacional del Consumidor, que se encuentra en tramitación en la Cámara de Diputados.


El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Ossandón, reiteró que la idea es que el pasajero pueda elegir el tribunal competente.

Finalmente vuestra Comisión Mixta acordó modificar este artículo sustituyendo la frase “siempre competente para conocer de estos asuntos el tribunal del domicilio del pasajero” por “será también competente, a elección del pasajero, el tribunal de su domicilio”.

- En votación este artículo 133 F, fue aprobado con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


Artículo 2º.- Reemplazar el artículo 12 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 241, de 1960, del Ministerio de Hacienda, por el siguiente nuevo:


“Artículo 12.- Las empresas de aeronavegación comercial estarán obligadas a proporcionar los antecedentes que les solicite la Junta de Aeronáutica Civil para los efectos de elaborar las estadísticas de tráfico aéreo.


Toda información proporcionada por los operadores en relación a los costos de operación tendrá el carácter de reservada.


La Junta de Aeronáutica Civil deberá publicar en un lugar destacado de su sitio web los vuelos retrasados y cancelados, por cada línea aérea, ruta y aeropuerto, para operaciones nacionales e internacionales, en forma desagregada e individual por cada vuelo. Esta información deberá ser publicada para fines estadísticos y de información general.”.


- En votación este artículo 2º, fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


Artículo 3º.- Agregar en el artículo 43 de la ley Nº 19.946, el siguiente inciso, nuevo:

“Se exceptúan de lo anterior los incumplimientos de  las obligaciones del transportador en los contratos de transporte aéreo de pasajeros, caso en el cual  el pasajero podrá ejercer acciones en contra del intermediario o del transportador, sin perjuicio del derecho de estos a repetir de acuerdo a las reglas generales.”.


En discusión este artículo, el Asesor del Ministerio de Economía, señor Adrián Fuentes, explicó que el Ejecutivo propone eliminar esta norma porque es redundante con la ley vigente. En la actualidad, si un pasajero decide demandar al intermediario, éste puede repetir contra la línea área.

El Honorable Senador señor García Huidobro consultó si el tribunal competente corresponde al del domicilio del demandante.

Agregó que cuando se adquiere un pasaje aéreo, por vía electrónica, no se fija un domicilio.

Se informó que se aplican las reglas generales contenidas en la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, que indica que es tribunal competente el juzgado de policía local del domicilio del demandante o del lugar en que firmó el contrato. 

Tratándose de ventas de pasajes aéreos por internet la ley presume que el juzgado de policía local competente es el que corresponde al domicilio del comprador.

- En votación el artículo 3º, fue eliminado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Para incorporar los siguientes artículos transitorios nuevos.


Artículo primero transitorio.- Lo dispuesto en la presente ley entrará en vigencia en el plazo de 30 días contado desde su publicación en el Diario Oficial.


En discusión este artículo primero transitorio, el Ejecutivo informó que el plazo establecido en este artículo es el que requiere la Junta de Aeronáutica Civil para realizar los ajustes a la página web y cumplir con las obligaciones que se establecen en esta iniciativa legal.

- En votación este artículo primero transitorio, fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier y Ossandón y Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma.


Artículo segundo transitorio.- El reglamento a que hace mención el nuevo inciso segundo que se agrega al artículo 132 de la ley Nº 18.916, deberá ser dictado en el plazo de 90 días contado desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

En discusión este artículo segundo transitorio se explicó que no es necesario el establecimiento de un plazo para la dictación de un reglamento en consideración a que el ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde exclusivamente al Ejecutivo y no se puede establecer un plazo para el ejercicio de esta función. Por otra parte, el incumplimiento del plazo establecido no produce ningún efecto jurídico.


El Honorable Diputado señor Espejo fue partidario de mantener el plazo establecido como una señal en el sentido de que se dictará el reglamento para hacer aplicable la ley.


El Honorable Diputado señor Bellolio acotó que la mayoría de los proyectos de ley contienen un plazo máximo de dictación del reglamento.


- En votación el artículo 2º transitorio, fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Diputados señora Fernández y señores Bellolio, Espejo y Tuma y con los votos en contra de los Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi y Ossandón.

- - - - - - - 


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, la siguiente proposición:

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense en el Código Aeronáutico las siguientes modificaciones:


1.- Agrégase en su artículo 127 el siguiente inciso tercero:


“Sin perjuicio de lo anterior, el transportador deberá informar a cada pasajero los derechos que le asisten en los casos de cancelación, retraso del vuelo o denegación de embarque, de acuerdo a las condiciones previstas en el presente capítulo.”.


2.- Reemplázase el Párrafo 1 del Capítulo V del Título VIII por el siguiente:


“1.- Del transporte de pasajeros y sus derechos.


Artículo 131.- El transportador dará al pasajero un billete de pasaje, que deberá contener, a lo menos, las siguientes indicaciones:


a) Lugar y fecha de expedición.


b) Nombre del pasajero y del transportador o transportadores.


c) Puntos de partida y de destino, precio y clase del pasaje.


d) La explicitación clara de las condiciones, restricciones y limitaciones a que está sujeto y de todos los derechos contemplados en el presente capítulo.


El transportador podrá expedir el billete de pasaje por cualquier medio, siempre y cuando éste permita cumplir con lo señalado anteriormente.


El billete de pasaje hace fe de la celebración y de las condiciones del contrato de transporte. La falta, irregularidades o pérdida del billete no afectarán a la existencia ni a la validez del contrato.


Con todo, el transportador estará obligado a tener a disposición de los pasajeros folletos informativos con especificación de sus derechos, en un lugar visible de sus oficinas de venta de pasajes y en los mostradores de los aeropuertos.


Artículo 132.- El transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituyere un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo, o cuando requiriere atención o cuidado especial durante el viaje.


Un reglamento del Ministerio de Defensa Nacional establecerá las condiciones técnicas y de seguridad bajo las cuales se autorizará el transporte de personas con discapacidad, orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.


Artículo 133.- Denegación de Embarque. En el evento que el transportador prevea que tendrá que denegar el embarque de uno o más pasajeros por sobreventa, los cuales se hubieren presentado oportunamente y cuyo billete de pasaje estuviere previamente confirmado en un vuelo determinado, deberá pedir en primer lugar que se presenten voluntarios que renuncien a sus reservas a cambio de determinadas prestaciones y reparaciones que se acuerden entre los voluntarios y el transportador. Si el número de voluntarios es insuficiente para que los restantes pasajeros con billetes confirmados puedan ser embarcados en el respectivo vuelo, el transportador podrá denegar el embarque a uno o más pasajeros contra su voluntad, para lo cual deberá:


1.- A elección del pasajero:


a) Embarcar en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador, o en un transporte alternativo, si es que decidiera persistir en el contrato de transporte aéreo;


b) Reembolso del monto total pagado por el billete, si el pasajero se desiste del contrato de transporte aéreo y éste no hubiera comenzado su ejecución, o


c) Si ya se hubiera iniciado la ejecución de un viaje con escala y/o conexión, el transportador deberá ofrecer, a elección del pasajero, cualesquiera de las siguientes opciones:


i.- Embarque en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador o en un transporte alternativo, si es que decidiera persistir en el contrato de transporte aéreo.


ii.- Reembolso de la porción no utilizada.


iii.- Retorno al punto de partida, con reembolso del precio del pasaje.


2.- Sin perjuicio de lo anterior, el transportador deberá ofrecer al pasajero afectado con la denegación de embarque una suma equivalente a: 


a) 2 unidades de fomento para vuelos de menos de 500 kilómetros.


b) 3 unidades de fomento para vuelos de entre 500 y 1000 kilómetros.


c) 4 unidades de fomento para vuelos de entre 1.000 y 2.500 kilómetros.


d) 10 unidades de fomento para vuelos de entre 2.500 y 4.000 kilómetros.


e) 15 unidades de fomento para vuelos de entre 4.000 y 8.000 kilómetros.


f) 20 unidades de fomento para vuelos de más de 8.000 kilómetros.


El pasajero que acepte dichas compensaciones no podrá con posterioridad ejercer acciones contra el transportador por el mismo hecho.


3.- Si, conforme al número 1 letra a) del presente artículo, se embarca al pasajero en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador, y la diferencia en la hora de salida respecto a la prevista para el vuelo inicialmente reservado es inferior a tres horas, no procederá compensación alguna conforme al número 2 precedente.


4.- Para los efectos de este artículo, se entenderá que un billete de pasaje se encuentra confirmado, con respecto a los puntos de partida y destino indicados en el mismo, incluyendo puntos intermedios de conexión o escala, en la medida que conste que la reserva o el billete de pasaje ha sido aceptado y registrado por el transportista aéreo o por su agente autorizado.


5.- Por “viaje con escala y/o conexión” se entiende aquél cuya llegada al punto de destino contempla un punto de partida y uno o más puntos intermedios de escala y/o conexión, cuando formen parte de un mismo contrato. 


6.- Sin perjuicio de otros servicios adicionales que puedan ofrecer los transportistas, de acuerdo con las circunstancias y la especial condición del pasajero, en caso de denegación de embarque el transportador deberá embarcar de manera prioritaria a los niños no acompañados, a personas con discapacidad, a los pasajeros de edad avanzada o delicados de salud, a embarazadas que, en razón de su estado, requieran embarcarse prioritariamente y, en general, a los pasajeros que, por razones humanitarias calificadas por el transportador, deban ser embarcados con prioridad.”.

Artículo 133 A.- Si el pasajero decide perseverar en el contrato ante una denegación de embarque, el transportador estará obligado a las siguientes prestaciones asistenciales:


a) Comunicaciones que el pasajero necesite efectuar, ya sean telefónicas, electrónicas o de otra naturaleza similar, si es que hubiere una diferencia en la hora de salida prevista para el vuelo inicialmente reservado superior a tres horas.


b) Comidas y refrigerios necesarios hasta el embarque en el otro vuelo, si es que hubiere una diferencia en la hora de salida prevista para el vuelo inicialmente reservado superior a tres horas.


c) Alojamiento para pasajeros con vuelo de retorno y para pasajeros con vuelo de ida que se les deniega el embarque en un punto de conexión, no residentes en la ciudad, localidad o área del aeropuerto de salida, en caso de que se les ofrezca un nuevo vuelo cuya salida sea como mínimo al día siguiente de la salida programada en el billete de pasaje, y siempre que el pasajero deba pernoctar una o varias noches y el tiempo de espera para embarcar en el otro vuelo así lo requiera. Por “noche” se entenderá desde la medianoche hasta las 6 horas a.m.


d) Movilización desde el aeropuerto al lugar de residencia del pasajero en la ciudad, localidad o área del aeropuerto de salida, o al lugar de alojamiento, y viceversa, en caso que fuere aplicable. 


e) Los arreglos y prestaciones que sean necesarias para continuar el viaje, en caso de que el pasajero pierda un vuelo de conexión con reserva confirmada.


Artículo 133 B.- En caso de retraso o de cancelación de un vuelo, el pasajero afectado tendrá los siguientes derechos:


a) Embarcar en el siguiente vuelo que tenga disponible el transportador, o en un transporte alternativo, si es que decidiera persistir en el contrato de transporte aéreo; ya sea que  el vuelo aún no se hubiere iniciado o se hubiere iniciado y se encuentre en una escala y/o conexión.


b) Prestaciones asistenciales, conforme a lo dispuesto en el artículo 133 A, siempre que la causa del retraso o cancelación sea imputable al transportador.


c) Indemnización con arreglo a lo previsto en el artículo 147, si el retraso o la cancelación se deba a causa imputable al transportador, en conformidad a lo siguiente: 


i) Si el retraso fuere superior a tres horas respecto a la hora de salida prevista en el billete de pasaje o cuatro horas en vuelos que utilicen aeronaves que hayan sido diseñadas para una capacidad de hasta 29 asientos.


ii) Al momento de la cancelación, salvo que se le informe al pasajero y se le ofrezca tomar otro vuelo que le permita salir a su destino, con no más de tres horas de retraso con respecto a la hora de salida prevista o cuatro horas en vuelos que utilicen aeronaves que hayan sido diseñadas para una capacidad de hasta 29 asientos. 


Para los efectos de la comunicación de cancelación, el pasajero, al efectuar la reserva o compra de su billete de pasaje, informará al transportista, en forma directa o a través de sus agentes autorizados, sus datos de contacto, tales como dirección, teléfono y correo electrónico.


d) Reembolso del monto total pagado por el billete o de la porción no utilizada, según fuere el caso, si el pasajero decide no perseverar en el contrato y han transcurrido los plazos de la letra c) anterior, sea imputable o no la causa del retraso o la cancelación al transportador. 


Artículo 133 C.- En caso de no verificarse el viaje, ya sea por causas imputables al transportador, al pasajero o por razones de seguridad o de fuerza mayor sobrevinientes, las tasas, cargas o derechos aeronáuticos que hubiere pagado el pasajero deberán restituirse a su solo requerimiento en cualquier oficina del transportador o a través del sitio web del transportador aéreo.


Artículo 133 D.- Del Derecho a Reparación del Transportador. El Transportador que pague cualquier indemnización o proporcione prestaciones o asistencia a un pasajero por causas o circunstancias que se deban en todo o parte al hecho o culpa de un tercero cualquiera, siempre tendrá el derecho de exigir de tal tercero la indemnización de los perjuicios sufridos por el transportador, incluyendo los costos o gastos de tales compensaciones, prestaciones y asistencias de acuerdo a las reglas generales del Derecho.


Artículo 133 E.- En caso que el transportador acomode a un pasajero en una clase superior a la que había pagado, y esto se deba a cualquier causa ajena a la voluntad del pasajero, el transportador no podrá exigir pago suplementario alguno.


Artículo 133 F.- Las acciones individuales o colectivas destinadas a sancionar las infracciones a las normas contenidas en este Párrafo y a la obtención de las prestaciones, reparaciones e indemnizaciones que en él se establecen, se tramitarán conforme al procedimiento y ante los tribunales señalados en el Título IV de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, y para efectos de lo señalado en esta ley, será también competente, a elección del pasajero, el tribunal de su domicilio.”. 

Artículo 2º.- Reemplázase el artículo 12 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 241, de 1960, del Ministerio de Hacienda, por el siguiente nuevo:


“Artículo 12.- Las empresas de aeronavegación comercial estarán obligadas a proporcionar los antecedentes que les solicite la Junta de Aeronáutica Civil para los efectos de elaborar las estadísticas de tráfico aéreo.


Toda información proporcionada por los operadores en relación a los costos de operación tendrá el carácter de reservada.


La Junta de Aeronáutica Civil deberá publicar en un lugar destacado de su sitio web los vuelos retrasados y cancelados, por cada línea aérea, ruta y aeropuerto, para operaciones nacionales e internacionales, en forma desagregada e individual por cada vuelo. Esta información deberá ser publicada para fines estadísticos y de información general.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Lo dispuesto en la presente ley entrará en vigencia en el plazo de  30 días contado desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo transitorio.- El reglamento a que hace mención el nuevo inciso segundo que se agrega al artículo 132 de la ley Nº 18.916, deberá ser dictado en el plazo de 90 días contado desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.”.
- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 1 de octubre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel Antonio Matta Aragay, y de los Honorables Diputados señoras Maya Fernández Allende y Loreto Carvajal Ambiado (Daniel Farcas Guendelman) y señores Jaime Bellolio Avaria, José Manuel Edwards Silva y Patricio Vallespín López (Sergio Espejo Yaksic); 15 de diciembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Juan Pablo Letelier Morel, y de los Honorables Diputados señoras Maya Fernández Allende y Loreto Carvajal Ambiado (Daniel Farcas Guendelman) y señores Jaime Bellolio Avaria, José Manuel Edwards Silva y Sergio Espejo Yaksic; 5 de enero de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Juan Pablo Letelier Morel, y de los Honorables Diputados señoras Maya Fernández Allende y Loreto Carvajal Ambiado (Daniel Farcas Guendelman) y señores Jaime Bellolio Avaria y Sergio Espejo Yaksic y 19 de enero de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón Irarrázabal (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Juan Pablo Letelier Morel, y de los Honorables Diputados señora Maya Fernández Allende y señores Jaime Bellolio Avaria, Sergio Espejo Yaksic y Joaquín Tuma Zedán (Loreto Carvajal Ambiado) y (Daniel Farcas Guendelman). 

Sala de la Comisión, a 23 de enero de 2015.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “CONVENIO 189, SOBRE EL TRABAJO DECENTE PARA LAS TRABAJADORAS Y LOS TRABAJADORES DOMÉSTICOS”, ADOPTADO POR LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO, EL 16 DE JUNIO 2011.

(9.560-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 3 de septiembre de 2014, con urgencia calificada de “simple”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 8 de octubre de 2014, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el asesor legal, señor Francisco del Río.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Ley N° 20.279, de 2008, que reajusta monto del ingreso mínimo mensual.




c) Ley N° 20.786, que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe la exigencia de uniforme en lugares públicos.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que una de las prioridades de la gestión gubernamental es mejorar los mecanismos institucionales de promoción y protección de los trabajadores de algunos sectores específicos de la fuerza laboral, como lo son los trabajadores domésticos. Añade que en nuestro país, más de 370.000 trabajadoras y trabajadores ejercen sus funciones en esta categoría. Precisa que de ellos, una cifra superior a 350.000 son mujeres.





La existencia de este gran número de trabajadores domésticos y el reconocimiento de las especiales condiciones en que prestan servicios, ha impulsado la creación de normas, tanto nacionales como internacionales, que los amparen particularmente y que rijan las relaciones de trabajo existentes en cuestiones tales como: jornada, descanso entre las mismas y remuneraciones.




El Ejecutivo indica que, en este contexto, la legislación chilena ha ido incorporando paulatinamente una serie de modificaciones normativas tendientes a equiparar los derechos de los trabajadores de casa particular con los del resto de los asalariados. Por ejemplo, a través de la ley N° 20.279, de 2008, se estableció un incremento gradual en el Ingreso Mínimo Mensual (IMM) de los trabajadores de casa particular, igualándolo a partir del año 2011 con el IMM de los demás trabajadores del país.




Agrega que, no obstante estos cambios, se requiere perseverar en los esfuerzos e introducir nuevos ajustes a la legislación interna, procurando conciliar el modelo de organización del trabajo doméstico y la realidad social, cultural y económica en que se desenvuelve esta actividad, con la necesidad de avanzar en la protección de los derechos de estos trabajadores, igualando sus condiciones con las de los demás trabajadores del sector privado del país. Para ello, y en cumplimiento de lo establecido en el Convenio 144 de la Organización Internacional de Trabajo (OIT) sobre Consultas Tripartitas para Promover la Aplicación de las Normas Internacionales del Trabajo, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social formuló las consultas correspondientes a las organizaciones de trabajadores y empleadores más representativas del país, las que respondieron positivamente.




Por último, el Mensaje hace presente que la ratificación por parte de Chile del Convenio 189, Sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, de la OIT, que entró en vigor internacional el 5 de septiembre de 2013, resulta decisiva para asegurar mejores condiciones para las trabajadoras y los trabajadores domésticos.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 10 de septiembre de 2014, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 23 de septiembre de 2014 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 7 de octubre de 2014, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 108 votos a favor.





4. Instrumento Internacional.- El Tratado está compuesto por un Preámbulo y 27 artículos.





En el Preámbulo, la Conferencia General de la OIT pone énfasis en la importancia que tienen los trabajadores domésticos en la economía mundial, así como en el poco valor que se le otorga a su trabajo, el cual es realizado principalmente por mujeres y niñas, muchas de las cuales son migrantes o forman parte de comunidades desfavorecidas, particularmente vulnerables a la discriminación con respecto a las condiciones de empleo y de trabajo, así como a otros abusos de los derechos humanos.





Asimismo, recuerda que los Convenios y las recomendaciones internacionales del trabajo se aplican a todos los trabajadores, incluidos los trabajadores domésticos, destacándose como bases fundamentales los Convenios de la OIT, tales como: el Convenio sobre los Trabajadores Migrantes, el Convenio sobre los Trabajadores con Responsabilidades Familiares, el Convenio sobre Agencias de Empleo Privadas. Además son pertinentes otros instrumentos internacionales, tales como: la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional; en particular su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños.




El Preámbulo reconoce también las condiciones particulares en que se efectúa el trabajo doméstico, habida cuenta de las cuales es conveniente complementar las normas de ámbito general con normas específicas para los trabajadores domésticos, de forma tal que éstos puedan ejercer plenamente sus derechos, a la par con las demás categorías de recursos humanos, de manera de incorporarlos plenamente a al sistema internacional de normas laborales, lo que es un avance fundamental hacia la realización del trabajo decente para todos.





El artículo 1 regula las siguientes definiciones, para la mejor aplicación del mismo:




Trabajo Doméstico: El trabajo realizado en un hogar u hogares, o para los mismos.




Trabajador doméstico: Toda persona, de género femenino o masculino, que realiza un trabajo doméstico en el marco de una relación de trabajo. Una persona que realice trabajo doméstico únicamente de forma ocasional o esporádica, sin que este trabajo sea una ocupación profesional, no se considera trabajador doméstico.




Luego, el artículo 2 establece que las disposiciones del Convenio se aplicarán a todos los trabajadores domésticos, salvo a quienes se haya excluido, total o parcialmente, de acuerdo a ciertas condiciones y cumpliendo determinados requisitos establecidos en el mismo.




El artículo 3 dispone las obligaciones para los Estados Miembros, entre ellas, todo Estado miembro deberá asegurar la promoción y la protección efectiva de los derechos humanos de todos los trabajadores domésticos, de conformidad con las disposiciones del Convenio, destacando: la libertad de asociación, la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva; la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio; la abolición efectiva del trabajo infantil; y la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación.




Por su parte, el artículo 4 norma que los miembros deberán fijar una edad mínima para los trabajadores domésticos. Esta edad no podrá ser inferior a la edad mínima estipulada en la legislación nacional para los trabajadores en general, y deberá ser compatible con lo dispuesto en el Convenio Sobre Edad Mínima (Convenio 138), de 1973, y en el Convenio Sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil (Convenio 182), de 1999, ambos de la OIT.




Asimismo, deberán adoptar todas las medidas conducentes a asegurar que el trabajo efectuado por trabajadores domésticos menores de 18 años, pero mayores de la edad mínima para el empleo, no los prive de la escolaridad obligatoria, ni comprometa sus oportunidades para acceder a la enseñanza superior o a una formación profesional.




A su vez, el artículo 5 señala que los Estados Miembros deberán adoptar todas las medidas para asegurar que los trabajadores domésticos reciban una efectiva protección contra toda forma de abuso, acoso y violencia.




El artículo 6 regula que los miembros deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar que los trabajadores domésticos disfruten de condiciones de empleo equitativas y condiciones de trabajo decentes. Asimismo, si los trabajadores residen donde trabajan, deberán tomarse las medidas conducentes a asegurar que disfruten de condiciones laborales decentes, que respeten su privacidad.




A continuación, el artículo 7 establece que se deben adoptar las medidas que aseguren que los trabajadores domésticos sean informados sobre sus condiciones de empleo en forma adecuada, verificable y fácilmente comprensible, de preferencia, mediante contratos escritos en conformidad con la legislación nacional o con convenios colectivos, que incluyan, en particular: el nombre y los apellidos del empleador y del trabajador y la dirección respectiva; la dirección del lugar o los lugares de trabajo habituales; la fecha de inicio del contrato y, cuando éste se suscriba para un período específico, su duración; el tipo de trabajo por realizar; la remuneración, el método de cálculo de la misma y la periodicidad de los pagos; las horas normales de trabajo; las vacaciones anuales pagadas y los períodos de descanso diarios y semanales; el suministro de alimentos y alojamiento, cuando proceda; el período de prueba, cuando proceda; las condiciones de repatriación, cuando proceda; y las condiciones relativas a la terminación de la relación de trabajo, inclusive todo plazo de preaviso que han de respetar el trabajador doméstico o el empleador.




El artículo 8 indica que todo Estado miembro, en la legislación nacional, deberá disponer que los trabajadores domésticos migrantes que son contratados en un país para prestar servicio doméstico en otro, reciban por escrito una oferta de empleo o un contrato de trabajo que sea ejecutorio en el país donde los trabajadores prestarán servicio, que incluyan las condiciones de empleo señaladas en el artículo 7 del Convenio, antes de cruzar las fronteras nacionales con el fin de incorporarse al empleo doméstico al que se refiere la oferta o el contrato.




Lo anterior no se aplicará a los trabajadores que tengan libertad de movimiento con fines de empleo en virtud de acuerdos bilaterales, regionales o multilaterales o en el marco de organizaciones de integración económica regional.




Igualmente, cada Estado deberá adoptar medidas para cooperar con otros Estados miembros, a fin de asegurar la aplicación efectiva de las disposiciones del Convenio a los trabajadores domésticos migrantes y especificar, mediante la legislación u otras medidas, las condiciones según las cuales los trabajadores domésticos migrantes tienen derecho a la repatriación tras la expiración o terminación del contrato de trabajo en virtud del cual fueron empleados.




Enseguida, el artículo 9 norma que se deberán adoptar todas las medidas para asegurar que los trabajadores domésticos puedan alcanzar libremente con el empleador o potencial empleador un acuerdo sobre si residirán o no en el hogar para el que trabajan; para asegurar que los trabajadores domésticos que residan en el hogar para el que trabajan no estén obligados a permanecer en el mismo o a acompañar a sus miembros durante los períodos de descanso diarios, semanales o durante las vacaciones anuales; y, para asegurar que los trabajadores domésticos tengan derecho a conservar sus documentos de viaje y de identidad.




El artículo 10 señala que se deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar la igualdad de trato entre los trabajadores domésticos y los trabajadores en general, en lo relacionado con las horas de trabajo, la compensación de las horas extraordinarias, los períodos de descanso diarios y semanales, y las vacaciones anuales pagadas, en conformidad con la legislación nacional o con convenios colectivos, considerando las características especiales del trabajo doméstico.




El período de descanso semanal deberá ser al menos de 24 horas consecutivas y los períodos durante los cuales los trabajadores domésticos no disponen libremente de su tiempo y permanecen a disposición del hogar para responder a posibles requerimientos a sus servicios, deberán considerarse como horas de trabajo, en la medida en que se determine en la legislación nacional o en convenios colectivos o con arreglo a cualquier otro mecanismo acorde con la práctica nacional.




Luego, el artículo 11 dispone que todo Estado miembro adoptará las medidas para asegurar que los trabajadores domésticos se beneficien de un régimen de salario mínimo, allí donde ese régimen exista, y que la remuneración se establezca sin discriminación por motivo de sexo.




El artículo 12 regula que la forma de pago de los salarios de los trabajadores domésticos deberá ser en efectivo, a intervalos regulares y como mínimo una vez al mes, sin perjuicio de otras modalidades, siempre que éstas cuenten con el consentimiento del trabajador interesado.




Por su parte, el artículo 13 establece el derecho de todo trabajador doméstico a un entorno de trabajo seguro y saludable. En consideración a lo anterior, los Estados miembros, en conformidad con la legislación y la práctica nacionales, deberán adoptar medidas eficaces, teniendo debidamente en cuenta las características específicas del trabajo doméstico, a fin de asegurar tales derechos, estableciendo como posibilidad la progresividad de tales medidas, en consulta con las organizaciones más representativas de los empleadores y de los trabajadores.




El artículo 14 señala que todo Estado miembro, teniendo debidamente en cuenta las características específicas del trabajo doméstico y actuando en conformidad con la legislación nacional, deberá adoptar medidas apropiadas a fin de asegurar que los trabajadores domésticos disfruten de condiciones no menos favorables que las condiciones aplicables a los trabajadores en general con respecto a la protección de la seguridad social, inclusive en lo relativo a la maternidad. Tales medidas podrán aplicarse progresivamente, en consulta con las organizaciones más representativas de los empleadores y de los trabajadores.




A su vez, el artículo 15 dispone que para proteger efectivamente a los trabajadores domésticos contratados o colocados por agencias de empleo privadas, incluidos los trabajadores domésticos migrantes, contra las prácticas abusivas, los Estados Miembros deberán cumplir una serie de obligaciones, entre ellas: determinar las condiciones que regirán el funcionamiento de las agencias de empleo privadas que contratan o colocan a trabajadores domésticos; asegurar la existencia de un mecanismo y procedimientos adecuados para la investigación de las quejas; considerar, cuando se contrate a los trabajadores domésticos en un país para prestar servicio en otro país, la concertación de acuerdos bilaterales, regionales o multilaterales con el fin de prevenir abusos y prácticas fraudulentas en la contratación, la colocación y el empleo; adoptar medidas para asegurar que los honorarios cobrados por las agencias de empleo privadas no se descuenten de la remuneración de los trabajadores domésticos. Para estos fines se deben celebrar consultas con las organizaciones más representativas de los empleadores y de los trabajadores.




El artículo 16 norma que todo Estado miembro deberá adoptar medidas, de conformidad con la legislación y la práctica nacionales, a fin de asegurar que todos los trabajadores domésticos, ya sea en persona o por medio de un representante, tengan acceso efectivo a los tribunales o a otros mecanismos de resolución de conflictos en condiciones no menos favorables que las condiciones previstas para los trabajadores en general.




Enseguida, el artículo 17 indica que se deben establecer mecanismos de queja y medios eficaces accesibles para asegurar el cumplimiento de la legislación nacional relativa a la protección de los trabajadores domésticos.





El artículo 18 dispone que, en consulta con las organizaciones más representativas de los empleadores y de los trabajadores, el Estado miembro tiene la obligación de poner en práctica las disposiciones del Convenio por medio de la legislación y de convenios colectivos o de otras medidas adicionales acordes con la práctica nacional, extendiendo o adaptando medidas existentes a fin de aplicarlas también a los trabajadores domésticos o elaborando medidas específicas para este sector, según proceda.




A continuación, el artículo 19 expresa que lo señalado en el Convenio no afectará a las disposiciones más favorables que sean aplicables a los trabajadores domésticos en virtud de otros convenios internacionales del trabajo.




Finalmente, el texto del Convenio recoge las cláusulas finales habituales y necesarias contenidas en los acuerdos internacionales de esta naturaleza tales como: registro de ratificaciones ante el Director General de la OIT; entrada en vigor internacional del Convenio y entrada en vigor para cada miembro; denuncia; notificaciones; registro ante Naciones Unidas; memoria sobre la aplicación del Convenio; procedimiento en caso que se adopte un convenio revisor, y textos auténticos. Artículos 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26 y 27, respectivamente.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El asesor legal del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, señaló que la Convención en estudio es plenamente concordante con los lineamientos programáticos del Gobierno, ya que tiende a fortalecer los derechos de los trabajadores.





Manifestó que el acuerdo considera, básicamente, dos elementos esenciales: regula a un grupo de trabajadores que históricamente ha tenido un trato laboral deficiente y que forman parte de lo que se denomina mano de obra menos calificada.




Explicó que la regulación busca establecer contratos de trabajo de mejor calidad. En ese sentido, destacó que nuestra legislación recogió oportunamente los principios del Convenio, por ejemplo, la ley N° 20.279, que reajustó el monto del ingreso mínimo mensual, y la ley N° 20.786, que modificó la jornada, el descanso y la composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular.





Reiteró que nuestra legislación ya se adecuó al marco regulatorio de la Convención, motivo por el cual solicitó la aprobación de la Comisión.





El Honorable Senador señor Letelier consultó cuál es la edad mínima para trabajar en casa particular y como se compatibiliza con la educación.





El señor del Río contestó que rige la norma general, que es de 15 años, con los permisos correspondientes. Con respecto a los estudios, precisó que existen programas especiales de estudio para los trabajadores de casa particular, por ejemplo, cursos de nivelación.





Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro preguntó cuál es el rango de salarios de estos trabajadores.





El señor del Río respondió que, en general, el promedio fluctúa entre los 280.000 y los 300.000 pesos. Agregó que el problema se plantea cuando un trabajador labora por horas en varias partes, pues, si bien puede alcanzar un ingreso superior, ello influye en una baja cotización, al ser un independiente.





A su vez, el Honorable Senador señor Letelier inquirió si el acceso a mejores programas de capacitación podría generar aumentos en sus remuneraciones.





El señor del Río contestó que la oferta salarial no es muy grande. Explicó que quien requiere estos servicios, generalmente trabaja a su vez, motivo por el cual suele ofrecer un menor sueldo.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Convenio 189, Sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos”, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 16 de junio de 2011.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 20 de enero de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 20 de enero de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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PROYECTO DE REFORMA DEL REGLAMENTO DEL SENADO, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑOR ARAYA, SEÑORA GOIC Y SEÑOR HORVATH, QUE ESTABLECE EL USO PRIORITARIO DE LA DOCUMENTACIÓN DIGITAL EN TODOS LOS PROCEDIMIENTOS DE COMUNICACIÓN INTERNA DE LA CORPORACIÓN.
(S 1.800-09)
Considerando:

1° Que diversos órganos del Estado han iniciado y concretado variadas campañas tendientes a eliminar o al menos reducir el uso de papel en sus escritos de tramitación interna. Lo anterior con miras a diversos objetivos: reducir los costos de funcionamiento interno, contribuir a la conservación del medio ambiente, evitar enorme uso de espacio físico, evitar la pérdida o extravío de documentos únicos, entre otros. Así por citar algunos ejemplos, podemos mencionar el programa "Chile sin papeleo"; el Servicio de Impuestos Internos, que permite que las declaraciones de renta sean hechas por vía digital; el Servicio de Registro Civil e Identificación, que permite la emisión de algunos certificados desde cualquier computador con acceso a internet; por citar algunos.

2° Que en el Congreso Nacional, pese a que hoy en día todos los parlamentarios cuentan con dispositivos que les permiten una comunicación inmediata, como smartphones, tablets, otros dispositivos móviles o computadores portátiles, toda la comunicación dirigida a ellos por parte de la respectiva Cámara, se entrega en papel, pese a que de todas formas es enviada por correo electrónico tanto a ellos como a sus secretarias y asesores.

3° Por otro lado, cada parlamentario cuenta dentro de su asignación con un ítem de "gastos operacionales", dentro del cual se incluyen los gastos en materiales de oficina, desde el cual se descuentan los gastos de impresiones, en caso que algún parlamentario desee contar con las citaciones o comunicaciones en un formato físico.

4° Entre los beneficios que trae la aprobación de un proyecto de este tipo, podemos mencionar los siguientes: reducción de costos en papel, reducción de horas de trabajo del personal que debe llevar las circulares u oficios a cada una de las oficinas de los parlamentarios, evitar la duplicación de trabajo, ya que actualmente ya se envía toda la documentación vía correo electrónico de todas formas y contribución con el medioambiente.

5° Con todo, entendemos que por un tema de protocolo, las invitaciones a eventos o ceremonias específicas puede seguir remitiéndose en papel físico, más la documentación de uso diario o más habitual no tiene ningún sentido entregarla físicamente. 

6° Entre los distintos documentos que se envían actualmente en papel físico encontramos las siguientes: citaciones a sesiones de sala, citaciones a sesiones de comisión, comparados, oficios con plazos para presentar indicaciones, comparados de proyectos en tramitación, circulares de uso interno, etc.

Muchos de los documentos anteriores ni siquiera son vistos por los parlamentarios, ya que esa misma información ya pudo ser conocida mediante el correo electrónico que es mucho más rápido. Además, en muchos casos, por ejemplo en la remisión de comparados para su estudio en comisiones, tampoco son vistos por los parlamentarios, toda vez que al llegar a la sesión respectiva, tienen otro ejemplar impreso, por lo que hay un gasto duplicado en impresiones que atendidas las actuales características de funcionamiento del Congreso, no se justifican.

7° Entre las diversas iniciativas que ha presentado el Gobierno, está la reforma que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional, el cual considera entre su contenido, un aumento en el número tanto de Diputados como de Senadores, lo que lógicamente aumentará el gasto que se considera por este ítem. Por lo mismo, y como un modo de complementar dicha reforma, se hace necesario contar con un proyecto  de este estilo destinado a rebajar los costos al interior del Congreso Nacional, lo que se constituye corno uno de los puntos álgidos en la crítica que hace la ciudadanía al mismo. 

En mérito de lo anterior, los suscriptores presentamos el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Modifíquese el artículo 65 del Reglamento del Senado en el siguiente sentido:

1) Reemplácese en el inciso primero, la expresión "escrito" por "correo electrónico".

2) Agréguese en el inciso tercero, a continuación de la palabra "enviadas", la siguiente frase: "y una dirección de correo electrónico."

3) Agréguese en el inciso tercero, a continuación de la segunda expresión "lugares", la siguiente expresión: "y cuantas direcciones de correo electrónico estime necesarias".

4) Agréguese un nuevo inciso final del siguiente tenor "De esta misma forma, toda comunicación de carácter interno que se remita a los senadores, tales como citaciones, comparados de proyectos, circulares de uso interno u otras, deberá remitirse sólo por correo electrónico, evitando en lo posible su remisión por escrito."
(Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Antonio Horvath Kiss, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR PROKURICA, SEÑORA MUÑOZ, Y SEÑORES ARAYA, CHAHUÁN, GARCÍA HUIDOBRO, GUILLIER, HORVATH, LAGOS, ORPIS, PIZARRO Y QUINTEROS, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA MODIFICACIÓN DEL DECRETO SUPREMO N° 76, DE 2003, DEL MINISTERIO DE MINERÍA, QUE APRUEBA POLÍTICA DE FOMENTO DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA MINERÍA, AL EFECTO DE AJUSTAR LOS VALORES QUE HACEN OPERATIVA LA SUSTENTACIÓN DEL PRECIO DEL COBRE Y PERMITIR ASÍ QUE LOS PEQUEÑOS Y MEDIANOS MINEROS ENFRENTEN LAS CONDICIONES ACTUALES DE PRODUCCIÓN Y DE PRECIO DEL METAL ROJO.
(S 1.798-12)
Considerando:

1.- Que, el Decreto 76 de 2003, del Ministerio de Minería, aprobó la Política de Fomento de la Pequeña y Mediana Minería, la que será aplicada por la Empresa Nacional de Minería. Dentro de esta política, se establece un mecanismo de sustentación para atenuar los ciclos de precios bajos del cobre;

2.- Que, dicho mecanismo de sustentación, distingue entre pequeños y medianos mineros. Para los primeros, el texto vigente, establece que el sistema opera cuando el precio de mercado es inferior a 199 cUS$/lb, en base a minerales oxidados; para los segundos, opera individualmente cuando el precio de mercado del cobre sea inferior a 170 cUS$/lb.

3.- Que, las condiciones actuales de producción, para los pequeños y medianos productores de cobre, son diametralmente distintas a las existentes al momento de la dictación del DL. 76 y sus modificaciones, en especial al aumento de los costos para su producción, por lo que se hace necesario actualizar los precios a partir de los cuales debe operar el sistema de sustentación. En efecto, conforme a la información proporcionada por la ENAMI, el costo promedio de las pequeñas empresas, a enero de 2015, bordea los US$270, cUS$/lb;

4.- Que, en los últimos meses, el precio internacional de los precios del cobre ha disminuido considerablemente, desde los US$3,6/lb registrado en enero de 2014, a los US$2,5/lb actuales;

5.- Que, según lo señalado anteriormente, el costo de producción de los pequeños mineros, supera a los actuales precios internacionales del cobre. Esto significa que muchos pequeños productores estarían operando a pérdida, poniendo en riesgo la continuidad de más de 1500 operaciones mineras empadronadas;

6.- Que, desde la implementación del sistema de sustentación, la Empresa  Nacional de Minería ha entregado cerca de 50 millones de dólares a los pequeños y medianos mineros, fondos que han sido restituidos en su totalidad por los beneficiarios.

7.- Que, con fecha 6 de junio de 2011, mediante decreto N°19, se aprobó el convenio sobre Política de Fomento de largo plazo de la pequeña y mediana minería, entre la ENAMI y la Subsecretaría de Minería, estableciendo que el fondo de sustentación, se aplicaría cuando el precio de mercado sea inferior al precio fijado por el Ministerio de Hacienda.

8.- Que, según las estimaciones tenidas a la vista en la Ley de Presupuesto, el precio del cobre sería de 305 cUS$/lb. En la actualidad, el valor promedio del metal rojo bordea los 292 cUS$/lb, situación que haría entrar en operación el fondo de sustentación, lo que no ha sucedido;

9.- Que, con las actuales condiciones, se hace necesario ajustar los precios sobre las cuales opera el fondo de sustentación, lo que permitirá a los pequeños y medianos mineros enfrentar la disminución actual del precio internacional del cobre;

Por lo anterior, el Senado acuerda aprobar el siguiente proyecto de acuerdo:

PROYECTO DE ACUERDO:

Solicitar a S.E. la Presidenta de la República la modificación del Decreto Ley N°76 del Ministerio de Minería, que aprueba la Política de Fomento de la Pequeña y Mediana Minería, ajustando los valores sobre los cuales opera el mecanismo de sustentación del precio del cobre, permitiendo así a los pequeños y medianos mineros enfrentar las actuales condiciones de producción y precio del metal rojo.
(Fdo.): Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE EDUCACIÓN PARVULARIA, LA INTENDENCIA DE EDUCACIÓN PARVULARIA Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES 

(9.365-04)


Oficio Nº 11.700


VALPARAÍSO, 22 de enero de 2015


Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley, que modifica el Código del Trabajo en materia de jornada laboral en días domingos y festivos, correspondiente al boletín N° 9386-13, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo:

1) Agrégase en el inciso segundo del artículo 38, a continuación de su punto aparte, que pasa a ser seguido, el siguiente texto:

“En el caso de los trabajadores a que se refiere el número 7 del inciso anterior, sea cual fuere la jornada de trabajo en la que se desempeñen, las horas ordinarias trabajadas en día domingo deberán ser remuneradas con un recargo de, a lo menos, un 30%, calculado sobre el sueldo convenido para la jornada ordinaria. Dicho recargo deberá liquidarse y pagarse conjuntamente con las remuneraciones del respectivo período. El valor de la hora ordinaria y el recargo señalado serán la base de cálculo a efectos de la determinación, en su caso, del valor de la hora extraordinaria trabajada en dichos días domingos.”.

2) Agrégase el siguiente artículo 38 bis:

“Artículo 38 bis. Sin perjuicio de lo señalado en el inciso cuarto del artículo anterior, los trabajadores a que se refiere el número 7 del inciso primero de dicho artículo gozarán, adicionalmente a ello, de siete días domingo de descanso semanal  durante cada año de vigencia del contrato de trabajo. Solo mediante acuerdo escrito  entre el empleador y los trabajadores, y,o con el o los sindicatos existentes, hasta tres de dichos domingos podrán ser reemplazados por días sábado, siempre que se distribuyan junto a un domingo también de descanso semanal. Este derecho a descanso dominical no podrá ser compensado en dinero, ni acumulado de un año a otro. 

Este artículo no se aplicará a los trabajadores contratados por un plazo de treinta días o menos, ni a aquellos cuya jornada ordinaria no sea superior a veinte horas semanales o se contraten exclusivamente para trabajar los días sábado, domingo o festivos.”.”.

*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.551, QUE REGULA EL CIERRE DE FAENAS E INSTALACIONES MINERAS, Y EL DECRETO LEY N° 3.525, DE 1980, QUE CREA EL SERVICIO NACIONAL DE GEOLOGÍA Y MINERÍA

(9.624-08)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Minería y Energía tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con calificación de urgencia “suma”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 9 de diciembre de 2014, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.
- - -


A las sesiones que la Comisión dedicó al estudio de este asunto asistió la Ministra de Minería, señora Aurora Williams, acompañada del Subsecretario de la Cartera, señor Ignacio Moreno; el Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería (SERNAGEOMIN), señor Rodrigo Álvarez, y las funcionarios de este organismo señoras Doris Roa, Jefa del Departamento Jurídico, y Ana Luisa Morales, Jefa de Gestión Ambiental; el Jefe de Gabinete, señor Emerson Segovia; los funcionarios del Departamento de Comunicaciones del Ministerio señoritas América Rodríguez y Jenny Troncoso y el señor Marco Olivares, y los asesores ministeriales señores Cristián Montesinos y Alejandro Sule.


Además, acudieron los siguientes personeros:


- El Presidente de la Sociedad Nacional de Minería (SONAMI), señor Alberto Salas.


- Los presidentes de las asociaciones mineras de Taltal, señor Jorge Pavletic; de Chañaral, señor Slobodan Novak; de Copiapó, señor Eduardo Catalano; de Illapel, señor Patricio Gatica; de los pirquineros de Tierra Amarilla, señor Luciano Pinto; de Andacollo, señor Eleodoro Urquieta; de San Felipe, señora Patricia Beiza; de Cabildo, señor Francisco Araya, y de Catemu, señor Javier Castillo.


- La señorita Daniela Fuentes, del Instituto Igualdad; las señoras Carmen Castañaza y Cristina Torres y el señor Rodrigo Suárez, de la oficina del Senador señor Prokurica; el señor Antonio Maldonado, de EELAW; el señor Cristián Mundaca, del Centro Democracia y Comunidad, y el analista señor Rafael Torres, de la BCN.

- El Jefe de la División de Relaciones Políticas de la SEGPRES, señor Gabriel de la Fuente, y el profesional señor Octavio del Favero.

- - -


Atendido que el numeral 1) del artículo 2° del proyecto de ley en análisis versa sobre asuntos que inciden en materia presupuestaria y financiera del Estado, y con arreglo a lo dispuesto en el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, corresponde que la iniciativa sea conocida por la Comisión de Hacienda de la Corporación, en lo que concierne a las normas de su competencia. Por tal razón, la Comisión de Minería y Energía acordó su remisión a dicha instancia parlamentaria para el trámite respectivo.


Cabe señalar que en el informe financiero que se adjunta a las indicaciones formuladas por el Ejecutivo, se establece que sus proposiciones implican menores ingresos en el SERNAGEOMIN como consecuencia de la información geológica que el Servicio deberá liberar de cobro. En base a las estimaciones del mismo organismo, tales menores ingresos no superarían los $20 millones anuales.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos o numerales que no fueron objeto

de indicaciones ni modificaciones: Del artículo 1° los numerales 2), 4), 5) y 6), y del artículo 2° el numeral 2).
2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: Números 1, 2 y 4.
3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: Ninguna.
4.-
Indicaciones rechazadas: Ninguna.
5.-
Indicaciones retiradas: Ninguna.
6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: Número 3.
- - -


En forma previa al estudio de las indicaciones formuladas al proyecto de ley en informe, la Comisión de Minería y Energía escuchó a personeros de diversas asociaciones mineras para conocer su parecer respecto de la iniciativa.


En primer término expuso ante la Comisión el Presidente de la SONAMI, quien destacó el carácter esencial de la modificación que permitirá calcular la vida útil de un proyecto minero en función de los recursos y no sólo de las reservas. Cuando se atiende únicamente a las reservas mineras, al dividir este factor por la tasa de explotación se obtiene una vida útil menor a la que realmente tiene el yacimiento. Esto afecta a la minería de menor escala que se lleva a cabo con capital propio, lo que conduce a que se elaboren planes de cierre ficticios. En ese marco, dijo, resulta fundamental que los recursos sean certificados por parte de una persona competente registrada en la Comisión Calificadora de Competencias en Recursos y Reservas Mineras. Estas personas son responsables de aplicar correctamente lo que indique la versión vigente del Código para la Certificación de Prospectos de Exploración, Recursos y Reservas Mineras.

En cuanto al límite superior de extracción o beneficio de mineral de 500 mil toneladas/mes, el personero afirmó que esta cifra es consistente en faenas de cobre con el límite para el pago de tasa progresiva de impuesto específico a la minería, de hasta 50 mil toneladas de cobre fino en ventas anuales.


Por otra parte, señaló, la SONAMI es partidaria de la idea que se contiene en la iniciativa legal en orden a que el plan de cierre no podrá ser aprobado mientras no lo esté el método de explotación o tratamiento de minerales. Para las faenas mineras que extraen hasta 5 mil toneladas/mes de mineral, el plan de cierre consistirá en la declaración de los antecedentes generales de la faena y las medidas de cierre referidas sólo al desmantelamiento de las instalaciones, cierre de accesos, señalizaciones y medidas de estabilidad física de los botaderos. Si la faena minera cuenta con instalaciones de procesamiento de minerales, también se deberá indicar medidas de cierre relacionadas con la desenergización de las instalaciones, retiro de materiales, manejo de residuos, obras de canalización de aguas, compactación, cubrimiento y estabilidad del muro de depósitos de relaves, entre otras.


El personero previno que en el reglamento de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, las faenas mineras que extraen o benefician hasta cinco mil toneladas/mes de mineral quedan explícitamente excluidas de ingresar al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. De este modo la normativa reconoce que se trata de proyectos que no son susceptibles de causar impacto ambiental. Por lo mismo, añadió, sería conveniente aclarar que las medidas de cierre de faenas mineras de este tamaño están centradas en temas que minimizan los riesgos de accidentes y no en temas ambientales.


En lo que concierne al cálculo de vida útil para los proyectos de hidrocarburos, mediante la certificación de recursos y reservas que realiza una persona competente registrada en la Comisión Minera, el Presidente de la SONAMI explicó que se trata de un tipo de evaluación muy específica que exige un nivel de experiencia que probablemente está radicada sólo en los profesionales que trabajan en esta industria. El problema es que al parecer en nuestro país no habría profesionales competentes en esta área.


Por otra parte, el Código para la Certificación de Prospectos de Exploración, Recursos y Reservas Mineras, no establece un protocolo para estimar recursos y reservas no metálicas que no son sólidos. Este aspecto es relevante respecto de la garantía en los proyectos de hidrocarburos, la que debe constituirse a partir de la aprobación del plan de cierre. Para los proyectos mineros convencionales las empresas mineras constituirán la garantía a partir del aviso al Servicio del inicio de las operaciones de explotación minera. Por lo tanto, se considera que en ambos casos debe establecerse el mismo hito de inicio para la constitución de la garantía.


En otro orden de ideas, el personero mencionó que el proyecto incorpora como función del SERNAGEOMIN requerir a toda persona que realice o haya realizado, por sí o a través de terceros, trabajos de exploración geológica básica, la entrega de la información de carácter general que al respecto obtenga. Esta norma es una reiteración de lo que dice el Código de Minería. Sin embargo, dijo, sería oportuno definir lo que ha de entenderse por “información de carácter general”. En tal sentido, para el sector regulado es importante que se establezcan criterios objetivos que permitan a las empresas tener certeza de la información que debe proporcionar y los plazos asociados.


En cuanto a la multa por el incumplimiento de la obligación de información de hasta 100 UTA, abogó por la posibilidad de que la cuantía de esta sanción pecuniaria se fije para cada caso en particular. De no ser así, adujo, podría ocurrir que en algunos casos la multa sea insignificante comparada con el valor de la información supuestamente recopilada, en tanto en otros sea desmesurada. En cualquier caso, como criterio general debería atenderse a la capacidad económica del infractor como factor de determinación de la multa.


El Director del SERNAGEOMIN destacó que en la tramitación de esta modificación legal se ha intentado acercar posiciones con todos los actores interesados. Las observaciones de la SONAMI pueden recogerse en el reglamento de esta ley. Así, por ejemplo, en materia de multas se podría considerar la gradualidad correspondiente.


En relación a los hidrocarburos, explicó que si bien actualmente la Comisión Minera no cuenta con las personas competentes, además de encontrarse cerrada dicha especialidad, se procurará establecer modalidades para el ingreso de profesionales capaces de certificar. En todo caso, ya se encuentra en su última fase de elaboración el Reglamento para Hidrocarburos para Cierre de Faenas Mineras.

El Presidente de la Asociación Minera de Pirquineros de Tierra Amarilla, recordó que con motivo de la tramitación de esta iniciativa en la Comisión de Minería y Energía de la Cámara de Diputados, se alcanzó un acuerdo para los efectos de otorgar mayores facilidades a la pequeña minería en materia de cierre de faenas e instalaciones mineras. Este acercamiento supone comprensión de la especial forma de operar de la pequeña minería, muy distinta a la de la mediana y gran minería.


El Vicepresidente de la Asociación Minera de Cabildo, señaló que la inclusión de la pequeña minería en esta iniciativa legal en lo relativo a los planes de cierre de faenas e instalaciones, deja nuestra legislación en mayor concordancia con la realidad minera nacional y entrega un importante auxilio a este sector extractivo.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Prokurica acerca del grado de avance y los recursos necesarios para concluir el mapa geológico nacional, a su juicio esencial para atraer inversión extranjera en materia minera, la señora Ministra de Minería afirmó que dentro del Programa de Gobierno está comprometido avanzar en la concreción de esta carta. Al respecto, agregó, el SERNAGEOMIN ha hecho un análisis que, por una parte, admite la relevancia de contar con esta información básica en el mundo minero y, por otra, considera que este trabajo no sólo mejorará las condiciones de exploración, sino también permitirá prevenir desastres naturales. Por tal razón, la idea es enfocar estos mapas especialmente en las capitales regionales donde existe mayor concentración poblacional que puede verse afectada por este tipo de calamidades. Sin embargo, arguyó, deben compatibilizarse factores como el tiempo y los recursos disponibles para trabajar estos temas. Entre enero y febrero de este año se liberarán ocho mapas geológicos adicionales del norte de Chile.


El Director del SERNAGEOMIN complementó lo anterior señalando que contar con un mapa geológico nacional no sólo es importante para la minería, sino también para la planificación territorial y para las líneas de base medioambientales. Se trata de cartas físicas y geoquímicas a escala de cien mil, que identifican cincuenta y dos elementos diversos, con un alto costo de confección y elevada complejidad técnica.


Consultados los representantes del Ejecutivo por el Honorable Senador señor Prokurica si se han realizado muestreos magnéticos y respecto de lo que hará el Gobierno una vez que se recopile dicha información, el Director del SERNAGEOMIN informó que se han tomado muestreos magnéticos pero de menor escala. El Servicio al tener una carta la hace pública, lo que constituye una inversión que tiene nuevos retornos. La idea es cubrir hasta La Serena y parte de la VIII Región, en lo relativo al mapa geológico nacional. Con todo, el personero admitió que después del accidente de 2010 la inversión que se había destinado al mapa nacional de geología se debió utilizar en fiscalización. Por otra parte, registrar y reglamentar lo que se hará con la información geológica reunida constituye un gran avance, pues democratiza la información y la coloca a disposición de todos los actores.


La Honorable Senadora señora Allende junto con valorar la importancia para la minería nacional de estos estudios, hizo hincapié en que los mapas geológicos permiten también una mirada más completa del problema hídrico: ello, porque mejoran ostensiblemente el conocimiento de las reservas de agua y el estado de nuestras cuencas, entre otros aspectos. Es necesario y urgente, adujo, un mayor grado de ordenamiento hídrico. No parece razonable, en su opinión, que existan cuarenta y tres organismos públicos con competencia en esta materia, los que además cumplen ciento cuatro funciones distintas. De allí es que abogara por la conveniencia de compartir esta información de manera coherente y coordinada, para evitar duplicidades y distracción de recursos.


El Director del SERNAGEOMIN, luego de admitir que no existe una buena coordinación entre los organismos administrativos en materia de agua, sostuvo que el Servicio a su cargo también tiene un área de hidrogeología. Este departamento ha estado en colaboración con la DGA y la DOH, porque los mapas geológicos tienen una vigencia de cinco años y su confección no tarda menos de dos. Esa vigencia de cinco años se explica por el cambio climático y la sobreexplotación de algunas cuencas, lo que hace que las condiciones cambien con mayor frecuencia que antes (cuando los mapas duraban entre doce y quince años). La actividad del delegado presidencial de recursos hídricos ha sido clave en la coordinación con el Ministerio de Obras Públicas.

El Presidente de la Asociación Minera de Taltal sostuvo que algunos de los planteamientos expuestos en la Comisión de Minería y Energía de la Cámara de Diputados no fueron considerados en el texto actual del proyecto, a saber: que el artículo 8° de la ley N° 20.551, referido a la aprobación previa del plan de cierre por parte de la autoridad, sería contrario al desarrollo histórico de la minería y su libre emprendimiento, la amplitud de las sanciones establecidas y la circunstancia de que el SERNAGEOMIN actúe como juez y parte en los procedimientos de aplicación de dichas sanciones.


La señora Ministra del ramo precisó que el proyecto de ley establece sanciones para productores sobre 10 mil toneladas/mes, sin establecer obligación alguna para aquellos que produzcan menos. Además, la determinación de sanciones por el incumplimiento del deber de entregar información geológica al Estado se realizará por vía reglamentaria. En todo caso, dijo, no puede olvidarse que la multa tiene sentido de sanción para incentivar al cumplimiento de la obligación legal de entrega de información: la normativa vigente es muy laxa al respecto, lo que va en detrimento del Fisco.


Según el Honorable Senador señor Prokurica la multa debería fijarse en relación con el volumen de extracción y el daño efectivamente causado. Este punto debería resolverse en el reglamento correspondiente, en conjunto con las asociaciones mineras. La aplicación de una multa desmesurada o desproporcionada a un productor pequeño podría afectarlo seriamente e, incluso, llevarlo a la quiebra.

El Honorable Senador señor Guillier fue de opinión de acotar las multas tanto al volumen de producción, cuanto a la gravedad de la infracción. Este problema surge a propósito de la pequeña minería y se vincula más con aspectos de seguridad que medioambientales. 


La señora Ministra afirmó que, sin perjuicio de compatibilizar en el reglamento las variables volumen de extracción y gravedad de la infracción, el espíritu de esta normativa no es sancionar per se: una multa no debe ser un elemento que ponga en riesgo una faena, salvo que la gravedad así lo indique.


La Honorable Senadora señora Allende, partidaria de que el plan de cierre se apruebe una vez determinado el método de explotación, manifestó su preocupación respecto a cómo acometerá el Gobierno los planes de cierre de proyectos de hidrocarburos, los cuales tienen un tratamiento diverso y requieren un nivel de especialización distinto a la minería metálica.


La señora Ministra de Minería, luego de reiterar que la iniciativa de ley en estudio sólo se refiere a multas ligadas a la retribución de información geológica para productores sobre 10 mil toneladas/mes, por lo cual la pequeña minería no se ve expuesta a esta obligación, así como su disposición a la búsqueda de gradualidad en materia de multas, señaló que las modificaciones que se consultan tratándose de planes de explotación y cierre de faenas son el resultado de las insatisfacciones que hicieron presente los pequeños mineros en reuniones mantenidas con especialistas del Ministerio. Son dificultades que, en general, se vinculan con aspectos procedimentales que atañen tanto a la ENAMI, cuanto al SERNAGEOMIN. Para precisar más aún las objeciones críticas de este sector productivo, se instalará una mesa de trabajo acotada con pequeños mineros.


El señor Subsecretario de Minería agregó que la ley N° 20.551 se aplicó con diversas escalas en función de la producción. Así, 134 faenas superiores a 10 mil toneladas/mes entregaron el plan de cierre para la validación de la valorización por parte del SERNAGEOMIN.

Finalmente, el Honorable Senador señor Prokurica consideró que si bien las objeciones críticas de los pequeños mineros deben servir de base para adoptar el compromiso de estudiar y revisar los procedimientos de aplicación de multas, esa es una materia que escapa a las ideas matrices de este proyecto de ley.


Por otra parte, manifestó su inquietud respecto de la circunstancia de que existan normas que faculten a autoridades administrativas para aplicar multas, lo que podría vulnerar compromisos adquiridos por el país en tratados internacionales. Por razones de debido proceso, dijo, la facultad sancionatoria debería quedar reservada a los tribunales de justicia, a fin de precaver que un mismo órgano sea juez y parte en asuntos sometidos a su conocimiento.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación se efectúa una descripción de las indicaciones y de los artículos en que inciden, señalándose en cada caso los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.
ARTÍCULO 1°.-

Introduce diversas enmiendas en la ley N° 20.551.
Numeral 1)

Agrega, en la letra q) del artículo 3°, nuevos párrafos segundo y tercero:


El primero, prescribe que tratándose de empresas cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a diez mil toneladas brutas mensuales por faena minera y hasta quinientas mil toneladas brutas, la vida útil del proyecto minero se calculará en función de los recursos minerales medidos, indicados e inferidos, certificados por una persona competente en recursos y reservas mineras.


El segundo, precisa que el cálculo de la vida útil de proyectos de hidrocarburos será certificado por una persona competente y con experiencia en evaluación de recursos y reservas de hidrocarburos, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.235.

Indicación N° 1

De S.E. la Presidenta de la República, propone reemplazar, en el párrafo segundo, nuevo, que se agrega a la letra q) del artículo 3°, la expresión “y hasta” por “e inferior o igual a”.

Los representantes del Ejecutivo sostuvieron que esta proposición, que sólo introduce una enmienda formal a la norma ya aprobada en el primer trámite constitucional, busca acoger y patrocinar la idea de la Cámara de Diputados que se contiene en este numeral, en orden a aumentar el límite de capacidad de extracción de las empresas mineras que quedarán sometidas a esta normativa para el cálculo de la vida útil del yacimiento.


En ese entendido, la Comisión fue unánimemente partidaria de aprobar la proposición.


Sometida a votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Guillier, Orpis y Prokurica.
Numeral 3)

Agrega, en el artículo 16, nuevos incisos tercero y cuarto:


El primero de los incisos dispone que tratándose planes de cierre de empresas cuya capacidad de extracción de mineral no sea superior a cinco mil toneladas brutas mensuales por faena y que no cuenten con planta de producción, depósito de relaves o depósito de ripios de lixiviación, bastará con declarar únicamente los antecedentes relativos a la individualización de la faena y de la empresa minera, y especificar las medidas de cierre referidas sólo al desmantelamiento, cierre de accesos, señalizaciones y medidas de estabilidad física de depósitos de estériles o botaderos.


El segundo, previene que si, por el contrario, la empresa cuenta con una o más plantas de producción, depósito de relave o de ripios de lixiviación, deberá, además, especificar en su plan de cierre las medidas y acciones que indica, entre ellas, retiro de materiales y repuestos y manejo de residuos peligrosos, industriales o domésticos.

Indicación N° 2

De S.E. la Presidenta de la República, propone sustituir este numeral por el siguiente:


“3) Agréganse, en el artículo 16, los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Sin perjuicio de lo anterior, respecto a los planes de cierre de este tipo de empresas mineras, cuya capacidad de extracción de mineral no sea superior a cinco mil toneladas brutas (5.000 t) mensuales por faena minera y que carezcan de planta de producción, depósito de relaves o de ripios de lixiviación, darán cumplimiento a la presente obligación presentando una declaración que contenga los antecedentes relativos a la individualización de la faena minera y de la empresa minera, y especificar las medidas de cierre referidas sólo al desmantelamiento, cierre de accesos, señalizaciones y medidas de estabilidad física de depósitos de estériles o botaderos.


Sin embargo, en caso de contar con una o más plantas de producción, depósito de relave o de ripios de lixiviación, deberá, también, declarar las medidas y acciones siguientes: desenergización de instalaciones; retiro de materiales y repuestos; manejo de residuos o desechos peligrosos, industriales o domésticos; protección de estructuras remanentes; establecimiento de canales perimetrales y un sistema de evacuación de aguas; compactación de berma de coronamiento; cubrimiento con material que evite la erosión; adopción de medidas de estabilidad física para el muro del tranque y construcción de zanjas interceptoras, según corresponda.”.”.

Sometida a votación, esta indicación fue aprobada en los mismos términos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Guillier, Orpis y Prokurica.
o o o
Indicación N° 3

Del Honorable Senador señor Orpis, propone intercalar el siguiente numeral, nuevo:


“…) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero del artículo 41, el vocablo “podrá” por “deberá”.”.


Con motivo del análisis de esta proposición, el Honorable Senador señor Orpis previno acerca de la circunstancia de que en el texto de este proyecto, y tratándose de la pequeña minería, no se establece ningún tipo de sanción para el eventual incumplimiento del plan de cierre de faenas e instalaciones. Esta situación, dijo, podría traducirse en el simple abandono de la faena y en la consiguiente inobservancia de la legislación en la materia.
Sobre el particular, la señora Ministra de Minería adujo que esta iniciativa de ley obliga a todos los productores sobre 10 mil toneladas/mes a constituir garantía económica del plan de cierre. Tratándose de las empresas que producen entre 5 mil y 10 mil toneladas/mes, el plan de cierre corresponde fundamentalmente a lo establecido en la Resolución de Calificación Ambiental. Finalmente, en el caso de los productores con una capacidad inferior a 5 mil toneladas/mes se establece la obligación de presentar un plan de explotación y cierre de faenas, sin necesidad de garantía.

Se trata, añadió, de simplificar el procedimiento para adecuar las exigencias legales a la realidad y a la magnitud de las faenas mineras. En ese entendido, como los incumplimientos en faenas bajo 5 mil toneladas/mes son de reducido impacto ambiental parece razonable contemplar un proceso simplificado en sintonía con lo que hace en la práctica el pequeño minero. De allí es que se consideren aspectos tales como el levantamiento del campamento, el cierre perimetral de la faena y la estabilización de los ripios, todas acciones que se cumplen en la práctica y se realizan cotidianamente.

El Honorable Senador señor Prokurica coincidió con el Senador señor Orpis, en cuanto a que las sanciones que se prevén no sólo se vinculan con el eventual daño al medio ambiente, sino que también con aspectos de seguridad y salubridad. La pequeña minería no está exenta de generar esta clase de perjuicios. Una manera de sancionar a estos productores, arguyó, podría ser mediante el padrón que ostentan al entregar su producción a la ENAMI.
El Honorable Senador señor Orpis sostuvo que por razones de lógica jurídica no es aceptable imponer obligaciones legales sin acompañarlas de la correspondiente sanción. De no existir sanciones se corre el riesgo de que las obligaciones que el legislador establece sean letra muerta. Lo anterior no obsta a que se conciban fórmulas de gradualidad o proporcionalidad de las penas susceptibles de aplicarse, en función del volumen de producción o de la capacidad económica del infractor.

El señor Subsecretario de Minería, a su turno, afirmó que existe sanción para los pequeños mineros que no den cumplimiento a las obligaciones asociadas al cierre de faenas. Estas sanciones se contienen en el Título X, Párrafo 1°, de la ley N° 20.551, y recorren una escala que va desde las 10 a las 10 mil UTM.

Enseguida, sostuvo que tratándose de un mismo titular el SERNAGEOMIN debe verificar que las faenas anteriores de aquél se hayan cerrado adecuadamente antes de autorizarle nuevas faenas. En tal sentido destacó que, por regla general, como los pequeños mineros actúan como persona jurídica individual y, por tanto, no pueden cambiar de razón social para eludir obligaciones legales, no incumplen sus deberes.

El señor Director Nacional del SERNAGEOMIN hizo presente que una de las principales preocupaciones que le asiste al Servicio a su cargo es la existencia de plantas o tranques, por los riesgos químicos relacionados. Al respecto, comentó, el sistema de gradualidad sancionatoria del artículo 41 de la ley N° 20.551 tiene un fundamento eminentemente ambiental: su espíritu es el de precaver daños ambientales y regularlos. Por otra parte, se ha demostrado en los hechos que esta clase de perjuicios usualmente derivan de faenas sobre las 10 mil toneladas/mes. Y por eso, buscando simplificar la norma, se estableció la excepción para el caso de que hubiera una planta o tranque de relave tratándose de la pequeña minería.
Con todo, el personero coincidió con la sugerencia de establecer medidas administrativas a través de la ENAMI para asegurar el cumplimiento del plan de cierre.

El Honorable Senador señor Orpis manifestó su reparo al carácter facultativo de las sanciones contenidas en el artículo 41 de la ley N° 20.551. Al ser una facultad del Servicio aplicar o no las correspondientes sanciones, podría ocurrir que la autoridad por su propia voluntad decidiera no sancionar a un infractor no obstante existir las condiciones para ello. Esto abre la norma a situaciones de arbitrariedad administrativa.
Al responder esta inquietud, el señor Director Nacional del SERNAGEOMIN precisó que una vez constatado el incumplimiento de la normativa lo que procede es aplicar la multa. En este sentido, deben conjugarse dos elementos distintos: constituir faenas mineras en un territorio y respetar el medioambiente. Cuando se termina la faena minera la autoridad administrativa emite una resolución que verifica la observancia de la legislación en la materia.

La señora Ministra arguyó que la facultad del Servicio se refiere al monto de la multa y a su gradualidad en concordancia con la gravedad de la infracción. Pero son sanciones que se aplican a todos los productores mineros sin distinción.
El Honorable Senador señor Orpis, a fin de despejar las dudas planteadas, propuso modificar el artículo 41 de la ley N° 20.551 en el sentido de que pase a ser una obligación del Servicio imponer las respectivas sanciones, en la proporcionalidad que el legislador prevé. Esta es la idea que fundamenta la indicación que se analiza. No puede olvidarse, dijo, que al momento de imponer la sanción la investigación ya ha concluido y, por ende, está acreditada la infracción.

El Jefe de la División de Relaciones Políticas de la SEGPRES fue de opinión que la expresión “podrá” del artículo 41 en comentario, se relaciona con el examen de la naturaleza de la infracción, de su gravedad y de la gradualidad de la sanción. No es una facultad referida a si la sanción se aplica o no. Toca al Servicio examinar el mérito de los antecedentes para graduar el monto de la multa. En este sentido se trataría de una norma similar a la contemplada para otros órganos fiscalizadores y superintendencias.
El Honorable Senador señor Prokurica arguyó que el artículo 41 no deja al arbitrio del Servicio imponer o no la sanción al constatar una infracción de ley. La facultad sólo alude al monto de la multa. Si un órgano administrativo no aplica una sanción debiendo hacerlo, incurre en responsabilidad administrativa y, eventualmente, penal.
En todo caso, agregó, ya hay un compromiso del Gobierno asumido ante esta Comisión legislativa, en orden a revisar en su conjunto el sistema de sanciones de la legislación minera.

Al respecto, el Honorable Senador señor Guillier recordó que en una sesión anterior de la Comisión, la señora Ministra expresó su voluntad política de constituir mesas de trabajo con los pequeños mineros para revisar las diversas observaciones que este sector productivo ha expresado acerca del funcionamiento de la legislación minera y de los aspectos que los afectan negativamente.

La señora Secretaria de Estado afirmó que es indispensable ofrecer un trato distinto para este tipo de productores no sólo en relación a las sanciones, sino también respecto de los procedimientos ante los servicios que dependen del Ministerio. Además reiteró que, en su opinión, la sanción debe ser proporcional a la falta y que las mesas de trabajo anunciadas parten la semana entrante en la Tercera Región.

El Honorable Senador señor Orpis sostuvo que la norma referida a la facultad del SERNAGEOMIN en materia de sanciones debería ser modificada con ocasión de la tramitación del proyecto de ley en informe.
Al concluir el debate de esta proposición el Honorable Senador señor Prokurica recordó que la Comisión de Minería y Energía ha coincidido con la SONAMI y algunas asociaciones mineras, en cuanto a la necesidad de revisar la proporcionalidad y gradualidad de las sanciones que se establecen en la legislación del ramo. A este respecto, según dijera, no puede olvidarse que, atendido el reducido tamaño económico de la pequeña minería, una sanción pecuniaria podría significar el término de su giro comercial.
Finalmente, el señor Presidente consideró que la posibilidad de cambiar la naturaleza de la atribución del Servicio de facultad a deber de imponer sanciones, es de la exclusiva iniciativa de S.E. la Presidenta de la República.

Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, número 2°, de la Constitución Política de la República.
o o o

ARTÍCULO 2°.-

Modifica el artículo 2° del decreto ley N° 3.525, de 1980.

Numeral 1)

Agrega, en el número 12, un párrafo segundo, nuevo, que declara el archivo de libre acceso para toda persona natural o jurídica que acredite una capacidad de extracción de mineral inferior a las 5.000 toneladas brutas mensuales, empadronada ante la ENAMI.

Indicación N° 4

De S.E. la Presidenta de la República, propone sustituir este numeral por el siguiente:


“1) Agrégase, en el numeral 12, el siguiente párrafo segundo:


“Toda persona, natural o jurídica, que acredite una capacidad de extracción de mineral inferior a las cinco mil toneladas brutas (5.000 t) mensuales, debidamente empadronada ante la Empresa Nacional de Minería, podrá acceder libremente al archivo indicado, de conformidad a las disposiciones contenidas en la ley N° 20.285.”.”.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Prokurica acerca de la manera en que se acredita la capacidad de extracción de mineral de una empresa, la señora Ministra de la Cartera precisó que una vez que el SERNAGEOMIN aprueba el plan de explotación y se procede al empadronamiento de la empresa por parte de la ENAMI, es dable determinar objetivamente si la producción de la faena es inferior a 5 mil toneladas/mes.

Tal como se consigna al comienzo de este informe, en consideración a que esta norma incide en materia financiera o presupuestaria fiscal la Comisión estimó necesario enviar este proyecto –en lo que respecta a esta disposición- a la Comisión de Hacienda para su correspondiente estudio.


Sometida a votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Guillier, Orpis y Prokurica.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Minería y Energía tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley acordado en general por el Honorable Senado, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1°.-
Número 1) 


- Sustituir, en el párrafo segundo, nuevo, que se agrega a la letra q) del artículo 3°, la expresión “y hasta” por “e inferior o igual a”.
(Indicación N° 1. Aprobada por unanimidad 3x0)
Número 3)


- Reemplazarlo por el siguiente:


“3) Agréganse, en el artículo 16, los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Sin perjuicio de lo anterior, respecto a los planes de cierre de este tipo de empresas mineras, cuya capacidad de extracción de mineral no sea superior a cinco mil toneladas brutas (5.000 t) mensuales por faena minera y que carezcan de planta de producción, depósito de relaves o de ripios de lixiviación, darán cumplimiento a la presente obligación presentando una declaración que contenga los antecedentes relativos a la individualización de la faena minera y de la empresa minera, y especificar las medidas de cierre referidas sólo al desmantelamiento, cierre de accesos, señalizaciones y medidas de estabilidad física de depósitos de estériles o botaderos.


Sin embargo, en caso de contar con una o más plantas de producción, depósito de relave o de ripios de lixiviación, deberá, también, declarar las medidas y acciones siguientes: desenergización de instalaciones; retiro de materiales y repuestos; manejo de residuos o desechos peligrosos, industriales o domésticos; protección de estructuras remanentes; establecimiento de canales perimetrales y un sistema de evacuación de aguas; compactación de berma de coronamiento; cubrimiento con material que evite la erosión; adopción de medidas de estabilidad física para el muro del tranque y construcción de zanjas interceptoras, según corresponda.”.”.
(Indicación N° 2. Aprobada por unanimidad 3x0)
ARTÍCULO 2°.-

Número 1)

- Sustituirlo por el siguiente:


“1) Agrégase, en el numeral 12, el siguiente párrafo segundo:


“Toda persona, natural o jurídica, que acredite una capacidad de extracción de mineral inferior a las cinco mil toneladas brutas (5.000 t) mensuales, debidamente empadronada ante la Empresa Nacional de Minería, podrá acceder libremente al archivo indicado, de conformidad a las disposiciones contenidas en la ley N° 20.285.”.”.
(Indicación N° 4. Aprobada por unanimidad 3x0)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.551, que Regula el Cierre de Faenas e Instalaciones Mineras, en el siguiente sentido:


1) Agréganse, en la letra q) del artículo 3°, los siguientes párrafos segundo y tercero:


“Sin perjuicio de lo anterior, para aquellas empresas mineras cuyo fin sea la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a diez mil toneladas brutas (10.000 t) mensuales por faena minera, e inferior o igual a quinientas mil toneladas brutas (500.000 t) mensuales por faena minera, la vida útil del proyecto minero corresponderá al cálculo que se efectúa en función de los recursos minerales medidos, indicados e inferidos, certificados por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, conforme al Estudio de Diagnóstico, establecido en el Código para la Certificación  de Prospectos de Exploración, Recursos y Reservas Mineras, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.235.


Por su parte, el cálculo de la vida útil de proyectos de hidrocarburos será certificado por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.235, con experiencia en evaluación de recursos y reservas de hidrocarburos.”.


2) Agrégase, en el inciso primero del artículo 12, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:


“Con todo, dicho plan no podrá ser aprobado mientras el método de explotación, depósito o tratamiento de minerales de la faena minera correspondiente no haya sido previamente aprobado por el Servicio.”.


3) Agréganse, en el artículo 16, los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Sin perjuicio de lo anterior, respecto a los planes de cierre de este tipo de empresas mineras, cuya capacidad de extracción de mineral no sea superior a cinco mil toneladas brutas (5.000 t) mensuales por faena minera y que carezcan de planta de producción, depósito de relaves o de ripios de lixiviación, darán cumplimiento a la presente obligación presentando una declaración que contenga los antecedentes relativos a la individualización de la faena minera y de la empresa minera, y especificar las medidas de cierre referidas sólo al desmantelamiento, cierre de accesos, señalizaciones y medidas de estabilidad física de depósitos de estériles o botaderos.


Sin embargo, en caso de contar con una o más plantas de producción, depósito de relave o de ripios de lixiviación, deberá, también, declarar las medidas y acciones siguientes: desenergización de instalaciones; retiro de materiales y repuestos; manejo de residuos o desechos peligrosos, industriales o domésticos; protección de estructuras remanentes; establecimiento de canales perimetrales y un sistema de evacuación de aguas; compactación de berma de coronamiento; cubrimiento con material que evite la erosión; adopción de medidas de estabilidad física para el muro del tranque y construcción de zanjas interceptoras, según corresponda.”.

4) Reemplázase el inciso segundo del artículo 23 por el siguiente:


“La resolución que se pronuncie sobre el proyecto de actualización deberá dictarse dentro del plazo de sesenta días, contado desde su ingreso al Servicio, de conformidad al procedimiento de aprobación establecido en la presente ley y su reglamento.”.


5) Agrégase, al final del inciso quinto del artículo 48, luego del punto aparte, que ha pasado a ser seguido, la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, los titulares de esta obligación comenzarán a constituir la garantía a partir de la aprobación del plan de cierre por parte del Servicio.”.


6) Reemplázase el inciso segundo del artículo 50 por el siguiente:


“La determinación de la vida útil se efectuará conforme a lo establecido en la letra q) del artículo 3°.”.


Artículo 2°.- Modifícase el artículo 2° del decreto ley N° 3.525, de 1980, del Ministerio de Minería, en el siguiente sentido:


1) Agrégase, en el numeral 12, el siguiente párrafo segundo:


“Toda persona, natural o jurídica, que acredite una capacidad de extracción de mineral inferior a las cinco mil toneladas brutas (5.000 t) mensuales, debidamente empadronada ante la Empresa Nacional de Minería, podrá acceder libremente al archivo indicado, de conformidad a las disposiciones contenidas en la ley N° 20.285.”.

2) Incorpórase el siguiente numeral 16, nuevo:


“16.- Requerir, conforme al artículo 21 del Código de Minería, a toda persona que realice o haya realizado, por sí o a través de terceros, trabajos de exploración geológica básica, la entrega de la información de carácter general que al respecto obtenga.


El incumplimiento al requerimiento de información que efectúe el Servicio, conforme al párrafo anterior, podrá ser sancionado con multa de hasta 100 unidades tributarias anuales.


Un reglamento establecerá las definiciones, plazos, condiciones y procedimiento para el ejercicio de la presente atribución, así como aquel para la aplicación de la multa precitada de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.880.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 7 y 12 de enero de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro Guillier Álvarez (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Jaime Orpis Bouchon y Baldo Prokurica Prokurica.

Sala de la Comisión, a 12 de enero de 2015.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.551, QUE REGULA EL CIERRE DE FAENAS E INSTALACIONES MINERAS, Y EL DECRETO LEY N° 3.525, DE 1980, QUE CREA EL SERVICIO NACIONAL DE GEOLOGÍA Y MINERÍA

(9.624-08)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje Su Excelencia la Presidenta de la República. 

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Baldo Prokurica Prokurica. 

Asimismo, concurrieron, del Ministerio de Minería, la Ministra, señora Aurora Williams, acompañada del Subsecretario de la Cartera, señor Ignacio Moreno; el Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería (SERNAGEOMIN), señor Rodrigo Álvarez; la Jefa de Gestión Ambiental, señora Ana Luisa Morales; la funcionaria del Departamento de Comunicaciones, señorita América Rodríguez, y los asesores ministeriales, señora Ximena Vargas, y señores Cristián Montesinos y Alejandro Sule.
De la Dirección de Presupuestos, la analista, señora Susan Ortega.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señora Julia Urquieta, y señores Giovanni Semería y Octavio del Favero.
El asesor del Honorable Senador Montes, señor Gabriel Galaz.
El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.
El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora.
El asesor del Honorable Senador Prokurica, señor Javier Coopman.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los numerales 1) y 2) del artículo 2° permanente, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Minería y Energía, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Perfeccionar la forma de cálculo de la vida útil de los proyectos mineros; determinar la oportunidad para constituir la garantía financiera de iniciativas de hidrocarburos; introducir ajustes al procedimiento de evaluación de los proyectos de cierre, y dotar al SERNAGEOMIN tanto de atribuciones para requerir información geológica de carácter general, cuanto de facultades sancionatorias en caso de incumplimiento de obligaciones.
- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de que la Comisión de Hacienda introdujo una modificación respecto del texto que propone la Comisión de Minería y Energía, en el numeral 2) del artículo 2°, y lo hizo por la unanimidad de sus miembros en aplicación del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda. 

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, la Ministra de Minería, señora Aurora Williams, explicó que se propone modificar la ley N° 20.551, para redefinir la vida útil de un yacimiento de modo que las garantías que se deben constituir no tengan un plazo muy breve para hacerlo, lo que afectaba, especialmente, a la mediana minería.

Agregó que, en el segmento de la mediana minería, existen 79 faenas, que podrán constituir las garantías en un período más prolongado.

Observó que la otra parte del proyecto de ley propone modificar el decreto ley N° 3.525, definiendo las sanciones en caso de que la empresa no entregue la información geológica que le solicite el Servicio Nacional de Geología y Minería, SERNAGEOMIN. Asimismo, se exime de pago por acceder al Archivo Nacional Geológico y Minero a los pequeños mineros, lo que implicará una menor recaudación anual del orden de $20 millones.

- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 2°

Modifica el artículo 2° del decreto ley N° 3.525, del Ministerio de Minería, de 1980, relativo a funciones del Servicio Nacional de Geología y Minería.
Numeral 1)

Agrega, en el numeral 12, el siguiente párrafo segundo:


“Toda persona, natural o jurídica, que acredite una capacidad de extracción de mineral inferior a las cinco mil toneladas brutas (5.000 t) mensuales, debidamente empadronada ante la Empresa Nacional de Minería, podrá acceder libremente al archivo indicado, de conformidad a las disposiciones contenidas en la ley N° 20.285.”.
El actual numeral 12) se refiere a que, entre las funciones del Servicio Nacional de Geología y Minería, se encuentra la de recopilar todos los datos geológicos y mineros disponibles de uso general y mantener actualizado un Archivo Nacional Geológico y Minero.
Puesto en votación el numeral, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Zaldívar.
Numeral 2)


Incorpora el siguiente numeral 16, nuevo:


“16.- Requerir, conforme al artículo 21 del Código de Minería, a toda persona que realice o haya realizado, por sí o a través de terceros, trabajos de exploración geológica básica, la entrega de la información de carácter general que al respecto obtenga. 

El incumplimiento al requerimiento de información que efectúe el Servicio, conforme al párrafo anterior, podrá ser sancionado con multa de hasta 100 unidades tributarias anuales.


Un reglamento establecerá las definiciones, plazos, condiciones y procedimiento para el ejercicio de la presente atribución, así como aquel para la aplicación de la multa precitada de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.880.”.”. 
El Honorable Senador señor Coloma consultó si la obligación de entregar información existe actualmente y en qué consiste la información general sobre exploración geológica básica a la que se refiere la disposición.
La Ministra de Minería, señora Williams, señaló que la obligación de entregar información ya existe, pero no se establece plazo para hacerlo, ni la calidad que debe tener la referida información, y tampoco se contemplan sanciones asociadas al no cumplimiento de la mencionada obligación.

Añadió que la información que se entrega no tiene que ver con aspectos comerciales de los proyectos, sólo con características geológicas que queda a disposición del país.
El Honorable Senador señor Zaldívar consultó cuál es la finalidad de tener información abierta a terceros sobre exploraciones geológicas.

El Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería, señor Rodrigo Álvarez, expuso que la disposición en debate busca hacer efectivo el mandato del artículo 21 del Código de Minería sobre entrega de información geológica básica, dado que actualmente no se está logrando el objetivo de tener un mayor conocimiento geológico del territorio.

Agregó que, durante el anterior Gobierno, se intentó dar una regulación por medio de un reglamento, el que resultó objetado por la Contraloría General de la República debido a que no existía ninguna norma que dispusiera sanciones en caso que no se cumpliera con la entrega de la información.

Manifestó que el numeral nuevo que se propone contiene una sanción en caso de incumplimiento, y a partir de ello se volverá sobre la elaboración del reglamento.

Añadió que la información geológica básica permitirá contar con un mapa geológico y conocimiento relevante para el país.

El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que debe precisarse que el sentido de la disposición es el señalado precedentemente. Asimismo, consultó cuál es la información de carácter general que se debe entregar.

El Honorable Senador señor Lagos destacó que la disposición que discuten remite al artículo 21 del Código de Minería. Además, consultó sobre experiencias internacionales sobre la materia.
La Ministra de Minería, señora Williams, expresó que la disposición del Código de Minería data del año 1983 y está formulada de un modo general y abierto, sin que se establezcan condiciones y aspectos de detalle.

Asimismo, sostuvo que los países mineros cuentan con información geológica de primer nivel, la que es aportada por quienes exploran y por quienes explotan, y busca contar con un mapa geológico del país. Citó a Australia y Canadá como ejemplos de lo referido.

El Honorable Senador señor Coloma expresó entender el objetivo de contar con información de calidad sobre la geología del territorio, pero no le queda clara la naturaleza de la obligación que se le impone a las empresas.

El Honorable Senador señor Lagos mencionó que la Comisión de Minería y Energía escuchó al Presidente de la SONAMI, quien expuso sobre el punto que “Esta norma es una reiteración de lo que dice el Código de Minería. Sin embargo, dijo, sería oportuno definir lo que ha de entenderse por “información de carácter general”. En tal sentido, para el sector regulado es importante que se establezcan criterios objetivos que permitan a las empresas tener certeza de la información que debe proporcionar y los plazos asociados.”.

El Subsecretario de Minería, señor Ignacio Moreno, planteó que debe tomarse en cuenta que los recursos naturales pertenecen al Estado y se encuentran concesionados a privados en su explotación. Agregó que SERNAGEOMIN tiene la obligación de optimizar los recursos que se orientan a exploración, evitando duplicación de esfuerzos y consolidando un mapa geológico que es información pública. Del mismo modo, refirió que la obligación de informar existe en todos los países mineros.

El Honorable Senador señor Montes estimó que al convivir en sociedad existe información que debe compartirse para ser utilizada, el punto discutible es el nivel de detalle de la información que se debe entregar. Mencionó que en CONICYT se da una situación similar y se discute hasta dónde llega la contraprestación de retribuir con la investigación el aporte monetario que ha realizado el Estado para financiar el estudio.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que el inciso final del artículo 21 del Código de Minería es genérico al establecer la obligación. Leyó su texto que es del siguiente tenor:
 “A solicitud del Servicio, toda persona que realice trabajos de exploración geológica básica deberá proporcionarle la información de carácter general que al respecto obtenga.”.
El Honorable Senador señor Zaldívar expresó  que la primera parte del numeral que discuten es prácticamente una repetición del inciso recién leído del artículo 21 del Código de Minería, y lo que se agrega es una sanción en caso de incumplimiento. Señaló que debe definirse correctamente cuál es la información de carácter general que se debe entregar.
El Honorable Senador señor García consultó quién aplicará las sanciones y de qué forma.
La señora Ministra señaló que es SERNAGEOMIN quien aplicará las sanciones, pero, hasta ahora, nunca se ha exigido el cumplimiento de la entrega de la información, debido a lo amplia que es la norma vigente.
Agregó que será el reglamento el que determine las características que deberá tener la información requerida.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que debiera hacerse el esfuerzo de consignar en el proyecto de ley cuáles son las características que tendrá la información general que deberá entregarse obligatoriamente.

El Honorable Senador señor García consultó cuál es la norma que faculta a SERNAGEOMIN para aplicar sanciones. 

Además, observó que resulta llamativo que el número 13 del mismo artículo que discuten del decreto ley N° 3.525, discurre sobre la base de convenios o acuerdos con los privados para la entrega de información de carácter general, y el número 16, nuevo, lo transformará en una obligación.

El Director Nacional, señor Álvarez, expresó que la entrega de la información que discuten es un viejo anhelo, especialmente del campo de la geología, debido a que hasta ahora no ha tenido eficacia por la falta de sanciones en caso de incumplimiento. Agregó que existe consenso con los actores de la industria sobre la materia, y la información básica no se refiere a la calidad del mineral que se encuentre, sino de coordenadas y del tipo de campaña que se efectuó, lo que es comprendido por quienes realizan exploraciones.

Señaló que en otros países existe la obligación adicional de poner a disposición del servicio público correspondiente los testigos o muestras que se sacaron del lugar.

El Honorable Senador señor Montes planteó que debe existir información que se entregue al Estado, pero, efectivamente, consideró adecuado que se defina con mayor precisión en qué consistirá dicha información.
El Subsecretario, señor Moreno, expresó que en la industria existe bastante consenso acerca de cuál es la información geológica básica que exige la norma, que equivale a un mapeo general de los cuerpos minerales que existan en el territorio, pero sin llegar a la entrega del modelo de bloques que se haya efectuado.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que sería preferible definir qué se entiende por “información de carácter general”, tal como lo planteó también el Presidente de la SONAMI.
La señora Ministra indicó que la información que se debe entregar debe ser general, de modo que si ocurren cambios tecnológicos, se puedan efectuar enmiendas en el reglamento y no hacer que se requiera una modificación de la ley.

De todas formas, agregó, traerán una propuesta que precise la información que se debe entregar.

El Honorable Senador señor Montes señaló que debiera diferenciarse entre información pública, de carácter general, y otra, de mayor detalle –como los modelos de bloques que se mencionaron- que se entregue sólo al Estado.
En la siguiente sesión, el Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería, señor Álvarez, sometió a consideración de la Comisión una propuesta que especifica y define cuál es la información de carácter general que deben entregar las empresas mineras.

Dicha propuesta consiste en intercalar el siguiente párrafo segundo, nuevo, al numeral 16 que se introduce por el numeral 2):

“Se entenderá por información de carácter general, al conjunto de antecedentes tales como muestras, mapas, levantamientos, tablas o estudios, obtenidos de los trabajos de exploración geológica básica.”.
Asimismo, aclaró que la información antes referida no incluye la ley del mineral ni las reservas disponibles.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó que quede constancia de la explicación precedente y la consideró relevante para entender qué queda incluido dentro de la información general y qué queda fuera de la misma.
Puesto en votación el numeral, fue aprobado con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 1 de octubre de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto introduce modificaciones a la Ley N° 20.551 sobre Cierre de Faenas e Instalaciones Mineras, las que tienen por finalidad perfeccionar la forma de cálculo de la vida útil de los proyectos mineros, determinar la oportunidad para comenzar a constituir la garantía financiera respecto de proyectos de hidrocarburos, e introducir ajustes al procedimiento de evaluación de los proyectos de cierre.

Asimismo, el proyecto modifica el Decreto Ley N°3.525, que crea el Servicio Nacional de Geología y Minería, facultándolo para requerir información geológica básica de carácter general, dotándolo de una potestad sancionatoria ante incumplimientos establecidos en el Código de Minería.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

La presente iniciativa no tiene impacto fiscal por cuanto está orientada a perfeccionar la normativa.”.
Posteriormente, se presentó un informe financiero referido a las indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 19 de diciembre de 2014, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

La ley establece la determinación de la vida útil para constituir las garantías en base al cálculo que se efectúa en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras de acuerdo a las disposiciones de la ley N°20.235. Dado lo anterior, las empresas con una vida útil menor a 15 años deben constituir su garantía en los 2/3 de la vida útil. Esto significa que un sector importante debiera constituir su garantía financiera en períodos de entre 1 y 3 años, lo que significa una carga financiera importante para un sector de la minería, cuyos montos asociados pueden llegar hasta las 1.800 UF en su primer año.

Para reducir la carga financiera en los primeros tres años, se propone que un sector de las faenas mineras pueda estimar su vida útil en base a recursos (es decir con estudios preliminares anteriores a los requeridos para determinar reservas). Esto permitirá que las empresas constituyan su garantía en un período un poco más holgado. Con esto, el Estado recibirá las garantías según lo establecido en la ley, pero determinando un período que les permita a las empresas constituir su garantía sin afectar su capacidad financiera. Para este sector de la minería se propone un corte de 500.000 toneladas brutas mensuales.

Asimismo, se modifica el Decreto Ley N°3.525, que crea el Servicio Nacional de Geología y Minería, facultándolo para requerir información geológica básica de carácter general, con la cual constituirá un archivo que será de libre acceso para toda persona natural o jurídica que acredite una capacidad de extracción de mineral inferior a las 5.000 toneladas mensuales.

II. Efecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las presentes indicaciones generan menores ingresos en el SERNAGEOMIN debido a la información geológica que este Servicio liberaría de cobro. Acorde a sus estimaciones estos menores ingresos no superan los $20 millones anuales.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

MODIFICACIONES
Artículo 2°

Numeral 2)
Intercalar, en el numeral 16 que se introduce, el siguiente párrafo segundo, nuevo, pasando los actuales párrafos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“Se entenderá por información de carácter general, al conjunto de antecedentes tales como muestras, mapas, levantamientos, tablas o estudios, obtenidos de los trabajos de exploración geológica básica.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY
“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.551, que Regula el Cierre de Faenas e Instalaciones Mineras, en el siguiente sentido:


1) Agréganse, en la letra q) del artículo 3°, los siguientes párrafos segundo y tercero:


“Sin perjuicio de lo anterior, para aquellas empresas mineras cuyo fin sea la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a diez mil toneladas brutas (10.000 t) mensuales por faena minera, e inferior o igual a quinientas mil toneladas brutas (500.000 t) mensuales por faena minera, la vida útil del proyecto minero corresponderá al cálculo que se efectúa en función de los recursos minerales medidos, indicados e inferidos, certificados por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, conforme al Estudio de Diagnóstico, establecido en el Código para la Certificación  de Prospectos de Exploración, Recursos y Reservas Mineras, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.235.


Por su parte, el cálculo de la vida útil de proyectos de hidrocarburos será certificado por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.235, con experiencia en evaluación de recursos y reservas de hidrocarburos.”.


2) Agrégase, en el inciso primero del artículo 12, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:


“Con todo, dicho plan no podrá ser aprobado mientras el método de explotación, depósito o tratamiento de minerales de la faena minera correspondiente no haya sido previamente aprobado por el Servicio.”.


3) Agréganse, en el artículo 16, los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Sin perjuicio de lo anterior, respecto a los planes de cierre de este tipo de empresas mineras, cuya capacidad de extracción de mineral no sea superior a cinco mil toneladas brutas (5.000 t) mensuales por faena minera y que carezcan de planta de producción, depósito de relaves o de ripios de lixiviación, darán cumplimiento a la presente obligación presentando una declaración que contenga los antecedentes relativos a la individualización de la faena minera y de la empresa minera, y especificar las medidas de cierre referidas sólo al desmantelamiento, cierre de accesos, señalizaciones y medidas de estabilidad física de depósitos de estériles o botaderos.


Sin embargo, en caso de contar con una o más plantas de producción, depósito de relave o de ripios de lixiviación, deberá, también, declarar las medidas y acciones siguientes: desenergización de instalaciones; retiro de materiales y repuestos; manejo de residuos o desechos peligrosos, industriales o domésticos; protección de estructuras remanentes; establecimiento de canales perimetrales y un sistema de evacuación de aguas; compactación de berma de coronamiento; cubrimiento con material que evite la erosión; adopción de medidas de estabilidad física para el muro del tranque y construcción de zanjas interceptoras, según corresponda.”.


4) Reemplázase el inciso segundo del artículo 23 por el siguiente:


“La resolución que se pronuncie sobre el proyecto de actualización deberá dictarse dentro del plazo de sesenta días, contado desde su ingreso al Servicio, de conformidad al procedimiento de aprobación establecido en la presente ley y su reglamento.”.


5) Agrégase, al final del inciso quinto del artículo 48, luego del punto aparte, que ha pasado a ser seguido, la siguiente oración final: “Sin perjuicio de lo anterior, los titulares de esta obligación comenzarán a constituir la garantía a partir de la aprobación del plan de cierre por parte del Servicio.”.


6) Reemplázase el inciso segundo del artículo 50 por el siguiente:


“La determinación de la vida útil se efectuará conforme a lo establecido en la letra q) del artículo 3°.”.


Artículo 2°.- Modifícase el artículo 2° del decreto ley N° 3.525, de 1980, del Ministerio de Minería, en el siguiente sentido:


1) Agrégase, en el numeral 12, el siguiente párrafo segundo:


“Toda persona, natural o jurídica, que acredite una capacidad de extracción de mineral inferior a las cinco mil toneladas brutas (5.000 t) mensuales, debidamente empadronada ante la Empresa Nacional de Minería, podrá acceder libremente al archivo indicado, de conformidad a las disposiciones contenidas en la ley N° 20.285.”.

2) Incorpórase el siguiente numeral 16, nuevo:


“16.- Requerir, conforme al artículo 21 del Código de Minería, a toda persona que realice o haya realizado, por sí o a través de terceros, trabajos de exploración geológica básica, la entrega de la información de carácter general que al respecto obtenga.
Se entenderá por información de carácter general, al conjunto de antecedentes tales como muestras, mapas, levantamientos, tablas o estudios, obtenidos de los trabajos de exploración geológica básica.

El incumplimiento al requerimiento de información que efectúe el Servicio, conforme al párrafo anterior, podrá ser sancionado con multa de hasta 100 unidades tributarias anuales.

Un reglamento establecerá las definiciones, plazos, condiciones y procedimiento para el ejercicio de la presente atribución, así como aquel para la aplicación de la multa precitada de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.880.”.”.
---

Acordado en sesiones celebradas los días 26 y 27 de enero de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 27 de enero de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR ESPINA, SEÑORA VAN RYSSELBERGHE Y SEÑORES LARRAÍN, PÉREZ VARELA Y PROKURICA, QUE OTORGA MAYOR PROTECCIÓN A LA CIUDADANÍA ESTABLECIENDO SANCIONES MÁS EFECTIVAS PARA LA REINCIDENCIA EN EL DELITO DE HURTO Y AGRAVA LA PENALIDAD EN LOS DELITOS DE ROBO Y HURTO COMETIDOS EN MEDIOS DE TRANSPORTE PÚBLICO.

(9.879-07)

Hemos visto el desparpajo con que los delincuentes habituales del delito de hurto enfrentan la justicia, amparados en la baja penalidad que ellos tienen, a lo que se suman las circunstancias atenuantes que lo benefician si reconoce los hechos al momento de la audiencia de control de la detención.
Lo anterior se agudiza cuando el delito se realiza en los medios de transporte público, lugares que en determinadas horas registran grandes aglomeraciones de personas, que sin duda facilitan la comisión de dichos ilícitos y además propenden a la impunidad de los autores.

Como ejemplo, tenemos los casos de hurto cometidos por una misma persona en el Metro u otros lugares de alta afluencia de público, quienes en muchos casos registran numerosas detenciones y condenas, pero dadas las penas asociadas al delito de hurto, que por regla general queda comprendido en el presidio menor en su grado mínimo, el imputado termina cumpliendo la pena en libertad o bajo alguno de los beneficios contemplados en la ley 18.216. Lo anterior permite que el imputado en la audiencia de control de detención admita responsabilidad, lo que judicialmente se ha considerado configura la atenuante prevista en el artículo 11 N° 9 del Código Penal y así el delincuente logra compensar su reincidencia, por lo que en general la pena que arriesga son 61 días de presidio menor en su grado mínimo, lo que en la práctica le permitiría optar en innumerables oportunidades al beneficio de la reclusión nocturna, ya que en los hechos los jueces, al conceder este beneficio, no observan lo señalado en la letra c) del artículo 8 de la ley 18.216.

La realidad descrita erosiona fuertemente nuestro sistema de justicia penal y la credibilidad en las instituciones que participan de él, como son los tribunales, la fiscalía y las policías, por lo anterior se hace necesario intervenir con urgencia este nudo crítico con modificaciones legales que aborden la problemática descrita, sin generar hipertrofias al sistema penal y sin realizar cambios muy radicales, atendido que ya se encuentra trabajando una comisión en el proyecto de un nuevo Código Penal, en el que se deben abordar en forma sistemática diversos problemas, como el de la "multi-reincidencia".

Por lo anterior, el presente proyecto busca abordar la habitualidad o "multi-reincidencia" en el delito de hurto y establecer una circunstancia agravante especial a los delitos de robo y hurto cuando son cometidos en medios de transporte público, esto último, porque creemos que merece mayor reproche la conducta de aquellos que cometen el delito de hurto o robo en el transporte público, quienes se aprovechan que las víctimas por lo general no pueden adoptar medidas para prevenir la sustracción subrepticia de sus pertenencias, dadas las condiciones de aglomeración y frente a la imposibilidad de hacer abandono del medio en el que se desplazan, quedando a merced de quienes usan el medio de transporte como una herramienta para la comisión de su delito.

En cuanto a la mentada "multi-reincidencia" en el delito de hurto, creemos que es necesario regularla ahora y no esperar a la dictación del nuevo Código Penal, ya que la actual situación, comprobada empíricamente en casos reales como el de los delitos de hurto en el Metro, nos señala claramente que no hay efecto alguno en la prevención especial y mucho menos en la general.

Por lo expuesto, proponemos a este Honorable Senado las siguientes modificaciones al Código Penal:

PROYECTO DE LEY:

ARTÍCULO ÚNICO: lntrodúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

1) Intercálase el siguiente artículo 446 bis, nuevo:

"Artículo 446 bis. Con la pena prevista en el número 2 del artículo anterior se castigará al autor de hurto que haya sido condenado con anterioridad tres veces por el mismo delito en los últimos dos años, contando desde la fecha de los hechos del último de ellos, salvo que el delito de hurto que ahora comete merezca una pena mayor conforme al valor de la cosa hurtada.

En el evento que los hurtos anteriores y el último sean de aquellos sancionados en el artículo 494 bis, se castigará al autor con la pena prevista en el número 3° del artículo anterior, haciendo excepción a lo dispuesto en el artículo 97."

2) En el artículo 456 bis, en su número 1° intercálase, a continuación de la palabra "delito" la frase "en medios de transporte público o".

(Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- Jacqueline van Rysselberghe, Senadora.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.

� El número de aeronaves incluye aviones (214) y helicópteros (130).


� Se excluye Lan Airline S.A., Lan Cargo S.A., Transporte Aéreo S.A. y Sky Airline S.A.


� Se incluyen empresas que realizan trabajos aéreos.


� Sólo con 19 asientos hay 5 empresas (con un total de 9 aeronaves).


� Corresponden a Aerovías DAP, One Airline Spa y Chilejet S.A.
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